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Señores 
Juzgado 60 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C. 
Sección Tercera 
Atte. Dr. Alejandro Bonilla Aldana 
E.               S.                  D. 
 
 
 
 
Ref.: PROCESO ORDINARIO DE REPETICIÓN 

DEMANDANTE: ARTESANÍAS DE COLOMBIA S.A. 
DEMANDADOS: CECILIA DUQUE DUQUE Y OTROS 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
EXPEDIENTE: 110013343060201600362-01 

 
 
 
MAURICIO ACERO MONTOYA, mayor de edad, identificado con cédula de 
ciudadanía No. 80.234.395 de Bogotá D.C. y Tarjeta Profesional de Abogado No. 
148.768 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado de 
la señora CECILIA DUQUE DUQUE, identificada con cédula de ciudadanía No. 
24.469.020 expedida en Armenia, respetuosamente me permito presentar 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 
 
 
 

1. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 

 
Respetuosamente, manifiesto que me opongo a la prosperidad de todas y cada una 
de las pretensiones formuladas por la entidad demandante en su demanda, de 
conformidad con las excepciones y argumentos de defensa que se presentarán a 
continuación.  
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2. EXCEPCIONES 

 
CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL – NO ES APLICABLE EL INCISO 2 DEL 
ARTÍCULO 11 DE LA LEY 678 DE 2001 – LAS PARTES NO ACORDARON PAGO 
A CUOTAS DE LA CONDENA 
 
Proponemos la excepción de caducidad porque el medio de control de repetición 
caducó el 19 de diciembre de 2015, ya que dicho día se cumplieron dos (2) años 
desde que Artesanías de Colombia S.A. efectuó a favor del señor Jairo Peña Robles, 
el primer pago parcial (no el pago de la primera cuota) por concepto de la condena 
impuesta en sentencia 41089 del 10 de julio de 2013 proferida por la Sala de 
Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, pago parcial (no cuota) que 
equivalió a $299.708.651 y que fue efectuado el 19 de diciembre de 2013 mediante 
la constitución de un título judicial. 
 
En el presente caso, al no existir un acuerdo de pago a cuotas entre Artesanías de 
Colombia S.A. y el señor Jairo Peña Robles, no es aplicable el inciso 2 del artículo 11 
de la Ley 678 de 2001, el cual dispone lo siguiente: 
 
“Cuando el pago se haga en cuotas, el término de caducidad comenzará a contarse desde la 

fecha del último pago, incluyendo las costas y agencias en derecho si es que se hubiere 

condenado a ellas”.  

 
Por obvias razones no es aplicable dicho inciso, pues es evidente que su contenido 
solo aplica cuando las partes han acordado el pago a cuotas de la condena, y que 
por tanto, no aplica cuando la entidad condenada, en este caso Artesanías de 
Colombia S.A., decide deliberadamente efectuar pagos parciales. 
 
Infortunadamente, al resolver el recurso de reposición interpuesto el 22 de octubre de 
2018 contra el auto admisorio de la demanda, equivocadamente este Despacho 
aplicó el citado inciso, y consideramos que fue equivocada su decisión porque lo 
aplicó aun cuando en el expediente no obran pruebas que demuestren que 
Artesanías de Colombia S.A. y Jairo Peña Robles hubieran llegado a un acuerdo para 
el pago a cuotas de la condena impuesta dentro del proceso laboral que terminó con 
sentencia 41089 proferida el 10 de julio de 2013 por la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia. 
 
Así, en el presente caso es errado contar el término de caducidad desde el 2 de 
diciembre de 2015, aduciendo que dicho día fue cuando la entidad condenada efectuó 
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el último pago de la condena, pues lo cierto es que el pago de $23.000.000 efectuado 
por concepto de costas procesales, no correspondió a la última cuota de una serie de 
cuotas previamente acordadas por Artesanías de Colombia S.A. y el señor Jairo 
Peña Robles para el pago de la condena impuesta por la Sala de Casación Laboral 
de la Corte Suprema de Justicia.   
 
Téngase en cuenta que el pago de $23.000.000 a favor del señor Jairo Peña Robles, 
correspondió a un pago parcial de la condena que Artesanías de Colombia S.A. 
deliberadamente decidió efectuar, pues lo cierto es que la citada entidad pagó la 
condena mediante dos pagos parciales, más no mediante cuotas previamente 
acordadas, así: 
 
- Un pago parcial en cuantía de $299.708.651 efectuado el 19 de diciembre de 

2013; y  
 
- Otro pago parcial en cuantía de $23.000.000 efectuado el 2 de diciembre de 

2015. 
 
La aplicación de por qué el inciso 2 del artículo 11 de la Ley 678 de 2001 es 
únicamente para casos en los cuales las partes han pactado pago a cuotas, se 
encuentra explicada en el documento titulado “RECOMENDACIONES GENERALES 

PARA EL CÓMPUTO DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN” de autoría 

de la Agencia Nacional de la Defensa Jurídica del Estado 1 , el cual expone las 
diferencias entre aquellos eventos en los cuales la entidad pública condenada que 
pretende repetir realizó pagos parciales y aquellos en los cuales realizó pagos a 
cuotas. Veamos:    
 
 Por una parte, el título 5 que se llama “Cómputo de la caducidad en los eventos en que 

la Entidad realizó el pago parcial de la condena”, dice textualmente lo siguiente: 
 

“En ese orden de ideas, en los casos en que las Entidades efectuaron un pago parcial de la 

condena o conciliación la caducidad de la acción de repetición comenzará a contarse a partir 

de la fecha en que efectivamente se realizó el pago parcial por parte de la Entidad y si el 

pago parcial no se efectuó dentro de los 10 meses o 18 meses, según sea el caso, posteriores a 

la ejecutoria de la sentencia o el auto aprobatorio de la conciliación, el cómputo de la 

caducidad se contará a partir del día siguiente en que se cumplan (los 10 meses o 18 meses)”. 

 

                                                        
1  Este documento puede consultarse en el link https://www.defensajuridica.gov.co/servicios-al-
ciudadano/asesoria_territorial/recomendacion_municipios/recomendaciones_generales_para_computo_caducidad_accion_repeticion_250417.pdf  

https://www.defensajuridica.gov.co/servicios-al-ciudadano/asesoria_territorial/recomendacion_municipios/recomendaciones_generales_para_computo_caducidad_accion_repeticion_250417.pdf
https://www.defensajuridica.gov.co/servicios-al-ciudadano/asesoria_territorial/recomendacion_municipios/recomendaciones_generales_para_computo_caducidad_accion_repeticion_250417.pdf
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 Por otra parte, el título 7 que se llama “Cómputo de la caducidad en los eventos en que 

se fijó el pagó de la condena por cuotas”, dice: 

 
“En ese sentido, la caducidad de la acción de repetición en los casos en que el pago de la 

condena o conciliación se haya fijado en cuotas o instalamentos, se contará a partir del día 

siguiente a la fecha en que se efectuó el pago total de la condena o conciliación, el cual (el 

pago total) debe culminar con el pago de la última cuota fijada, o a más tardar desde el 

vencimiento del plazo de los 10 o 18 meses, según sea el caso, para el cumplimiento de la 

sentencia o auto aprobatorio de la conciliación, contados desde la fecha en que se debió 

realizar el pago de la última cuota… 

 
Así las cosas, en los casos en que se interponga una acción de repetición y el pago de la 

condena o conciliación se haya fijado en cuotas, el término de caducidad se contará a partir 

del día siguiente de la fecha del pago de la última cuota, o a partir del primer día del 

vencimiento de los 10 meses o 18 meses para el pago de las condenas lo que ocurra primero, 

según sea el caso, contados a partir de la fecha de ejecutoria de la sentencia o auto 

aprobatorio de la conciliación”. 
 

 Y además, en el título de conclusiones, este mismo documento dice lo siguiente: 
 

“9.4. En los casos en que las Entidades efectuaron un pago parcial de la condena o 

conciliación la caducidad de la acción de repetición comenzará a contarse a partir de la 

fecha en que efectivamente se realizó el pago parcial por parte de la Entidad y si el pago 

parcial no se efectuó dentro de los 10 meses o 18 meses, según sea el caso, posteriores a la 

ejecutoria de la sentencia o el auto aprobatorio de la conciliación, el cómputo de la caducidad 

se contará a partir del día siguiente en que se cumplan (los 10 meses o 18 meses).  

 

9.5. En los casos en que las Entidades públicas realizan el pago de la parte de la condena 

solidaria que les correspondió, se deberá contar la caducidad de la acción a partir del día 

siguiente a la fecha en que se efectuó tal pago o a partir del día siguiente al vencimiento del 

plazo de los 10 o 18 meses, según sea el caso, que tiene la Entidad para cumplir la condena, 

contados a partir de la ejecutoria de la sentencia o el auto aprobatorio de la conciliación.  

 

9.6. En los casos en que se interponga una acción de repetición y el pago de la condena o 

conciliación se haya fijado en cuotas, el término de caducidad se contará a partir del día 

siguiente a la fecha del pago de la última cuota, o a partir del primer día del vencimiento de 

los 10 meses o 18 meses para el pago de las condenas, lo que ocurra primero, según sea el 

caso, contados a partir de la fecha de ejecutoria de la sentencia o auto aprobatorio de la 

conciliación”. 
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Así las cosas, tratándose del medio de control de repetición, bien lo ha aclarado la 
Agencia Nacional de la Defensa Jurídica del Estado:  
 
- Una es la forma de contar el término de caducidad cuando para pagar la condena 

la entidad pública realizó pagos parciales; y 
 
- Otra muy distinta, es la forma de contar el término de caducidad cuando la 

condena fue pagada a cuotas previamente pactadas; 
 
- Pues en el primer caso (pagos parciales), se cuenta a partir de la fecha en que 

efectivamente se realizó el pago parcial; y 
 
- En el segundo caso (pago a cuotas), se cuenta a partir del día siguiente de la 

fecha del pago de la última cuota. 
 
Para sustentar aún más que tratándose del medio de control de repetición, la 
caducidad se cuenta de formas diferentes dependiendo de si la entidad condenada 
realizó pagos parciales o pagos a cuotas, a continuación exponemos jurisprudencia 
que indica que la Sección Tercera del Consejo de Estado también ha diferenciado 
entre una y otra forma de pago de la condena. Veamos: 
 
 Sentencia 41451 del 10 de agosto de 2016 proferida por la Sección Tercera del 
Consejo de Estado, M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón: 
 
“Este entendimiento no pugna con lo actualmente establecido en nuestro ordenamiento, en 

relación con el trámite a seguir para la realización de los estudios pertinentes, en punto a 

valorar la procedencia de la acción de repetición por parte de los Comités de Conciliación de 

las entidades públicas, toda vez que, si bien se dispone que el ordenador del gasto remita al 

día siguiente del “pago total” el correspondiente acto administrativo y sus antecedentes al 

respectivo Comité, nada impide que haga lo propio respecto del pago parcial, igualmente 

dispuesto a través de acto administrativo… 

 
Así las cosas, para efecto de establecer si una determinada acción de repetición es oportuna 

deberá observarse si la administración persigue el reintegro del pago total de la obligación o, 

solamente, de pagos parciales, toda vez que de tales circunstancias dependerá la forma como 

se realice el cómputo del término de caducidad”. 

 
 Sentencia 37265 del 10 de agosto de 2016 proferida por la Sección Tercera del 
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Consejo de Estado, M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón: 
 
“Este entendimiento no pugna con lo actualmente establecido en nuestro ordenamiento, en 

relación con el trámite a seguir para la realización de los estudios pertinentes, en punto a 

valorar la procedencia de la acción de repetición por parte de los Comités de Conciliación de 

las entidades públicas, toda vez que, si bien se dispone que el ordenador del gasto remita al 

día siguiente del “pago total” el correspondiente acto administrativo y sus antecedentes al 

respectivo Comité, nada impide que haga lo propio respecto del pago parcial, igualmente 

dispuesto a través de acto administrativo.  

 
En consecuencia, frente a los valores que no se hubieren cancelado, el término de caducidad 

no se verá afectado por el recobro que se pretenda de lo que sí se pagó y habrá de estarse a un 

tratamiento diferente de conformidad con la ley”. 

 
 Sentencia 56284 del 2 de septiembre de 2016 proferida por la Sección Tercera del 
Consejo de Estado, M.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa: 
 
“Y cuando se trata de un pago hecho por cuotas o instalamentos, si la cancelación de todas 

estas no se ha hecho en las oportunidades antes señaladas, el término de caducidad empezará 

a contarse de todas maneras una vez concluyan los plazos previstos para el pago en el acto o 

en la sentencia, o, en últimas, al vencimiento del término previsto en el artículo 177 del C.C.A. 

En síntesis, si el pago total no se ha hecho dentro de los plazos antes indicados, la caducidad 

empieza a correr ineludiblemente a partir del vencimiento de estos”. 

 
Así las cosas, para que en el presente caso aplicara el inciso 2 del artículo 11 de la 
Ley 678 de 2001 para contar el término de caducidad, era necesario haber verificado 
la existencia de un acuerdo entre Artesanías de Colombia S.A. y el señor Jairo Peña 
Robles, o en su defecto, de una orden de la Corte Suprema de Justicia, con ocasión 
de la cual se hubiera establecido el pago a cuotas de la condena impuesta en la 
sentencia 41089 proferida el 10 de julio de 2013 por la Sala de Casación Laboral de 
dicha Corte, pues solo así hubiera sido posible verificar la configuración del supuesto 
de hecho de dicho inciso, a saber: 
 
“Cuando el pago se haga en cuotas… 

 

Pues solo si se hubiera verificado la configuración de ese supuesto de hecho (pago 
a cuotas), este Despacho habría podido aplicar válidamente la consecuencia 
jurídica del inciso 2 del artículo 11 de la Ley 678 de 2001, a saber: 
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…el término de caducidad comenzará a contarse desde la fecha del último pago, incluyendo 

las costas y agencias en derecho si es que se hubiere condenado a ellas”.  

 
Teniendo en cuenta que el inciso 2 del artículo 11 de la Ley 678 de 2001 aplica 
solamente en casos en los cuales la condena ha sido pagada mediante cuotas 
previamente pactadas, no es justo aplicarlo también en aquellos casos en los cuales 
la condena ha sido pagada mediante pagos parciales, como el que nos ocupa, pues 
una interpretación en tal sentido, conlleva la posibilidad de que el término de 
caducidad pueda ser manipulado, pues bajo esa interpretación extensiva y sin 
fundamento jurídico, llegaríamos a la absurda conclusión de que las entidades 
públicas condenadas en sentencias judiciales, sin el consentimiento del beneficiario 
del pago, podrían decidir a su amaño no pagar de una sola vez el total de la condena, 
pagarla poco a poco mediante pagos parciales, y decidir cuándo efectuar el último 
pago parcial, para que de esta manera, el término de caducidad del medio de control 
de repetición inicie a correr solo desde ese momento, no antes, y obviamente, eso no 
fue lo pretendido por el legislador al proferir la Ley 678 de 2001.   
 
Debe recordarse que las normas sobre caducidad son de orden público; que la 
caducidad es una institución mediante la cual el legislador limita en el tiempo el 
derecho de accionar con el fin de garantizar la seguridad jurídica y evitar que la 
resolución de los procesos judiciales se prolongue en el tiempo; que por ende, la 
caducidad no es un derecho subjetivo y su cómputo no puede quedar a discreción de 
la entidad que pretenda demandar en repetición; y que por lo tanto, la realización de 
pagos parciales no puede permitir cambiar la forma de cómputo del término de 
caducidad, bajo el argumento de que un pago parcial es igual a un pago a cuotas, y 
que por dicha razón en ambos casos aplica el inciso 2 del artículo 11 de la Ley 678 de 
2001. 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia C-832 de 2001 señaló que 
la caducidad es una institución que se funda en el principio de seguridad jurídica y 
que es una figura de orden público e irrenunciable:  
 
“La caducidad es una institución jurídico procesal a través del cual, el legislador, en uso de 

su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona 

de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se 

haya en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para 

evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos 

subjetivos, sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La 

caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha configurado no puede 
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iniciarse válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público lo que explica su 

carácter irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando 

se verifique su ocurrencia. La justificación de la aplicación de la figura de la caducidad en las 

acciones contencioso administrativas, tiene como fundamento evitar la incertidumbre que 

podría generarse ya sea por la eventual anulación de un acto administrativo, o el deber que 

podría recaer sobre el Estado de reparar el patrimonio del particular afectado por una acción 

u omisión suya. Así, en esta materia, se han establecido plazos breves y perentorios para el 

ejercicio de estas acciones, transcurridos los cuales el derecho del particular no podrá 

reclamarse en consideración del interés general”. 

 
Igualmente, en sentencia del 10 de agosto de 2016 dentro del expediente 37265, con 
ponencia del M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón, la Sección Tercera del Consejo de 
Estado indicó que la caducidad es una sanción para el demandante que no interpone 
las acciones dentro del término legal. Textualmente manifestó lo siguiente: 
 
“La Sala ha señalado que, para garantizar la seguridad jurídica de los sujetos procesales, el 

legislador instituyó la figura de la caducidad como una sanción en los eventos en que 

determinadas acciones judiciales no se ejerzan en un término específico. Significa lo 

anterior que los interesados tienen la carga procesal de poner en funcionamiento el aparato 

jurisdiccional del Estado dentro del plazo fijado por la ley y que, de no hacerlo en tiempo, no 

podrán buscar la satisfacción por vía jurisdiccional del derecho reclamado”. 

 
Por todo lo expuesto, la incertidumbre de si Artesanías de Colombia S.A. iba o no a 
demandar a mi representada para repetir lo pagado por concepto de la condena 
impuesta por la Corte Suprema de Justicia, no podía prolongarse en el tiempo a su 
antojo, lo que significa que la caducidad del medio de control de repetición respecto 
del primer pago parcial en cuantía de $299.708.651, se cuenta a partir del día en que 
fue pagado ese valor, esto es, a partir del 19 de diciembre de 2013, más NO se 
cuenta a partir del día en que fue realizado el segundo pago parcial en cuantía de 
$23.000.000, es decir, NO se cuenta a partir del 2 de diciembre de 2015. 
 
Al respecto, en sentencia 41281 del 30 de enero de 2013, con ponencia del M.P. Dr. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa, la Sección Tercera del Consejo de Estado indicó 
lo siguiente: 
 
“La posición de la Sección Tercera del Consejo de Estado en innumerables providencias 

respecto de los requisitos para que proceda la acción de repetición, indica entre otras, que la 

entidad debe acreditar el pago efectivo que hubiere realizado respecto de la suma dineraria 

que le hubiere sido impuesta por una condena judicial. Por tal razón no le es dable a la 
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entidad el hecho de que quede a su discreción determinar el término de caducidad de la 

acción, cuando aquella está determinada en la ley… 
 

La parte actora no puede derivar su demora administrativa o la resolución de los recursos 

de la vía gubernativa, como plazo desde el cual se empieza a fijar el término de 

caducidad, por cuanto la mora o los trámites administrativos no pueden ser imputados al 

aquí demandado, por cuanto no se corresponden con la condena pagada el 4 de junio de 

2003”. 

 
Así las cosas, reiteramos que debido a que el 19 de diciembre de 2015 se cumplieron 
dos (2) años desde que Artesanías de Colombia S.A. realizó el primer pago parcial 
de la condena en cuantía de $299.708.651, y dicha entidad presentó la demanda el 
10 de junio de 2016, es decir, tres años y casi seis meses después del citado 
pago, se concluye que la demanda fue presentada de manera inoportuna, cuando ya 
había operado el término de caducidad, y que en consecuencia, debe ser rechazada, 
por lo menos, en cuanto a la pretensión de repetición por valor de $299.708.651.  
 
Distinto hubiera sido el caso, si Artesanías de Colombia S.A. y el señor Jairo Peña 
Robles hubieran acordado el pago de la condena a cuotas, pues si por ejemplo, la 
última cuota hubiera sido pagada el 2 diciembre de 2015, entonces la caducidad se 
contaría a partir de ese día; pero así no fue como ocurrió.   
 
Finalmente, solicitamos tener en cuenta la sentencia del 21 de marzo de 2013 
proferida por la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, M.P. 
Dr. Ramiro Pazos Guerrero, expediente 2011 – 00370, la cual dice lo siguiente: 
 
“La Corte Constitucional declaró la exequibilidad condicionada de la anterior disposición, en 

el entendido de que en el evento en el cual no se hubiere pagado la condena respectiva, el 

término se debe contar a partir del vencimiento de los 18 meses contados desde la ejecutoria 

de la sentencia que impuso la condena. Cabe precisar además que en los casos en los cuales el 

pago se realice por cuotas o se reliquiden los intereses del pago, no se puede tener como fecha 

de pago la última en la cual se efectuó o aquella en la cual se cancelaron los intereses, pues el 

término legal de caducidad es uno sólo y no puede quedar a discreción de la entidad pública 

demandante y menos aún cuando se trata de la reliquidación de intereses, toda vez que la 

mora de la entidad no puede ser imputable al demandado. 
 
Como consecuencia de lo anterior y de acuerdo con la jurisprudencia nacional, la 

caducidad ha sido entendida como aquel fenómeno jurídico en virtud del cual el actor pierde 

la facultad de actuar ante la jurisdicción por no haber ejercido dentro del término señalado 
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en la ley su derecho. Esto sucede cuando el término concedido por el legislador para que 

pueda formularse una demanda vence sin que se haya hecho ejercicio del derecho de la acción 

correspondiente. Dichos términos se edificaron con el fin de que las actuaciones de los 

asociados frente a la jurisdicción, se desarrollen en un entorno de seguridad 

jurídica; situación que como se dijo en el caso en cuestión no sucedió, pues la acción de 

repetición se interpuso por fuera del término estipulado en la ley. 

 
Finalmente, si bien es cierto respecto a la oportunidad para pronunciarse sobre la ocurrencia 

de este fenómeno jurídico ha de decirse, en primer lugar, que por tratarse de un presupuesto 

procesal de la acción, debe examinarse de manera oficiosa al momento mismo de admitirse la 

demanda, conforme lo prescribe el artículo 143, inc. 3 del Código Contencioso Administrativo, 

pues de hallarse caducada habrá el juez de rechazarla, o bien podrá ser propuesta por el 

demandado mediante el recurso de reposición contra el auto admisorio de la demanda o en 

la contestación de la misma formulando excepción de fondo, también es cierto que el examen 

de la caducidad puede y debe volverse a abordar en el fallo, toda vez que el análisis que se 

realiza frente a este tema en el auto admisorio es preliminar y es posible que con el recaudo 

integral de los elementos probatorios se tenga la posibilidad de tomar una decisión definitiva 

sobre la materia, como ocurre en el presente asunto”. 

 
 
 

3. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
A continuación, daremos una respuesta individual y específica a cada uno de los 
hechos narrados en la demanda: 
 
Hecho primero. El 10 de enero de 1989 el señor Jairo Peña Robles se vinculó con 

Artesanías de Colombia S.A., en calidad de Trabajador Oficial y en el certificado de tiempo de 

servicio e ingreso se evidencia que se desempeñó bajo el cargo de Jefe de Oficina Jurídica, el 

cual pertenece a la Gerencia General. 

 
Respuesta: No es cierto. 
 
Lo cierto es que el 10 de enero de 1989, el señor Jairo Peña Robles ingresó como 
Profesional Auxiliar de la Oficina Jurídica de Artesanías de Colombia S.A., tal 
como consta en la cláusulas primera y quinta del contrato de trabajo firmado entre 
ellos visible a folio 124, el cual fue aportado por la parte demandante. 
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Luego, a partir del 4 de diciembre de 1989, el señor Peña asumió las funciones en 
calidad de encargo de jefe de contratos y cartera (no como Jefe de la Oficina Jurídica, 
ni especializado, ni dependiendo de la Gerencia General); y el 23 de marzo de 1990, 
la Gerente General de Artesanías de Colombia S.A., la señora María Cristina Palau, lo 
nombró en propiedad en el cargo de Jefe de la Oficina Jurídica (no especializado ni 
dependiendo de la Gerencia General) con una asignación mensual de $250.000. 
 
Lo anterior deja claro que el señor Peña Robles NO ingresó como Jefe de la Oficina 
Jurídica ni en un cargo que dependiera de la Gerencia General.  
 
Además, el Acuerdo 08 de 1992 mediante el cual fue definida la planta de personal 
creando nueves cargos de profesional, NO creó cargos de profesional especializado, 
de tal manera que antes del 5 de mayo de 1995, fecha de expedición del Acuerdo 06, 
no existía la posibilidad de desempeñar cargos de profesional especializado porque 
no existían. 
 
 
Hecho segundo. El 28 octubre de 1993 el Gerente General de la época Gustavo Adolfo 

Ramírez expidió certificación al Señor Jairo Peña Robles donde le informa que su cargo ha 

sido asimilado al de PROFESIONAL DE LA OFICINA JURÍDICA, dependiendo de la 

Gerencia General. 

 
Respuesta: No es cierto. 
 
Lo cierto es que mediante un escrito informativo (no mediante una certificación) del 28 
de octubre de 1993, el señor Gustavo Adolfo Ramírez Ariza (no la señora Cecilia 
Duque Duque), en calidad de Gerente General encargado (no en calidad de Gerente 
General en propiedad), informó al señor Jairo Peña Robles que su cargo había sido 
asimilado al de PROFESIONAL DE LA OFICINA JURÍDICA, dependiente de la 
GERENCIA GENERAL, lo cual consta en la copia de dicho escrito que anexamos con 
esta contestación. 
 
 
Hecho tercero. Que el 5 de mayo de 1995 la Junta Directiva de Artesanías de Colombia S.A. 

expidió el acuerdo No. 06 de 1995 el cual en su artículo primero, establece que las funciones 

de las dependencias de la Empresa “serán cumplidas por la planta de personal de 

trabajadores oficiales, con su respectivo Código y Grado”, y establece el Nivel profesional 

Especializado, código 3010, grados 18, 16 y 14. Así mismo, en su artículo tercero, establece 

que el Gerente General de la Empresa será el encargado de la distribución de los empleos 
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señalados en el artículo primero del citado acuerdo, teniendo en cuenta el manual de funciones 

aprobado para la empresa. 

 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho cuarto. El 17 de agosto de 1995 el señor Jairo Peña Robles, se graduó como 

especialista de Derecho Comercial de la Universidad de los Andes, hecho que reportó a 

Artesanías de Colombia S.A. 

 
Respuesta: No es cierto. 
 
Obsérvese que en el expediente no hay prueba de que el señor Peña Robles haya 
informado ese supuesto hecho a Artesanías de Colombia S.A. 
 
 
Hecho quinto. El 9 de agosto de 1995 el señor Jairo Peña Robles, conforme al Acuerdo No. 

06 de 1995 solicitó formalmente que se le realizara nivelación salarial. 

 
Respuesta: Es cierto, ya que en la solicitud consta que el señor Jairo Peña Robles 
solicitó “nivelación salarial similar a la que tienen los cargos que dependen de la Gerencia 

General, pues considero que el cargo de la Oficina Jurídica merece igual tratamiento”.  

 
Además, es importante tener en cuenta que antes de existir esta solicitud de 
nivelación salarial presentada el 9 de agosto de 1995, sucedió lo siguiente: 
 
- El 28 de julio de 1995, la señora Cecilia Duque Duque, en calidad de Gerente 

General, informó al señor Peña Robles que había sido objeto de una nivelación 
salarial y que a partir de ese momento quedaría devengando la suma de 
$610.000. 

 
- El 1º de agosto de 1995, además de la nivelación salarial ya obtenida, el señor 

Peña Robles solicitó el reconocimiento de una prima técnica en los términos del 
Acuerdo No. 04 del 27 de julio de 1994. 

 
 
Hecho sexto. El 28 de agosto de 1995 la Gerente General del momento, CECILIA DUQUE 

DUQUE, dio respuesta a la petición citada en el numeral 5 del presente título, en la cual negó 

la solicitud del demandante argumentando que “Si bien su cargo juega un papel de asesoría a 
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la gestión gerencial, otros funcionarios la incentivan, participan directamente en los 

resultados económicos demandando por ello un mayor compromiso, un mayor esfuerzo, un 

elevado grado de responsabilidad y de gestión que establecen diferencias funcionales y 

orgánicas en la definición del cargo y en las calidades y condiciones de desempeño. 

Adicionalmente la labor en el campo jurídico está también a cargo de un asesor permanente 

como lo es el Dr. Raimundo Mendoza y de unos profesionales del derecho apoderados para 

cada uno de los procesos en los que la Entidad hace parte. 
Estas circunstancias determinaron que en la elaboración de la descripción de cargos y oficios 

y el programa de asignaciones o salarios, debieran compensarse diferencialmente los cargos y 

grados a que usted se refiere, en atención a criterios técnicos de remuneración y principios de 

equidad. Por ello no puede afirmarse que entre los mismos exista similitud de condiciones, 

requisitos y responsabilidades, que determinen una remuneración igual, tal como lo demanda 

la Jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional citada en su comunicación (…)”. 
 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho séptimo. Que el 31 de agosto 1995 la Junta Directiva de Artesanías de Colombia 

S.A. expidió el Acuerdo No. 09 de 1995 por medio del cual se establece que las funciones de 

las dependencias de la Empresa “serán cumplidas por la planta de personal de trabajadores 

oficiales, con su respectivo Código y Grado”, y establece el Nivel profesional Especializado, 

código 3010, grados 18 y 16. De igual forma, en su artículo segundo, establece que el Gerente 

General de la Empresa será el encargado de la distribución de los empleos señalados en el 

artículo primero del citado acuerdo, de conformidad con las necesidades del servicio. 

 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho octavo. Que el día 4 de septiembre de 1995, la Gerente General de la época, Cecilia 

Duque Duque y el Subgerente Administrativo y Financiero para la vigencia 1995, Gustavo 

Adolfo Ramírez Ariza, expidieron la Resolución No. 157 de 1995 “Por medio de la cual se 

establece el Manual de Funciones Específicas y Requisitos para los trabajadores oficiales de 

Artesanías de Colombia S.A.”. En este Manual de funciones específicas y requisitos de los 

trabajadores oficiales, en su página 3 estableció la identificación de los cargos profesional 

especializado, código 3010, grado 18 y en la página décima se especifica el cargo 

PROFESIONAL ESPECIALIZADO DE JURÍDICA, perteneciente a LA GERENCIA 

GENERAL. 
 
Respuesta: Es cierto. 
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Y vale la pena agregar que el señor Jairo Peña Robles nunca demandó la nulidad de 
dicha resolución ante la jurisdicción contencioso administrativa, pese a que fue unos 
de los actos administrativos que, según su parecer, fue causante de la discriminación 
salarial, tal como lo explicó su apoderado judicial en los hechos 5° y 6° de la demanda 
laboral presentada el 16 de enero de 1999 contra Artesanías de Colombia S.A. 
 
También es necesario precisar que los cargos de asistente de gerencia, cooperación 
internacional y planeación con los cuales el señor Peña se comparó para alegar su 
supuesta discriminación salarial (ver hecho 5° de la demanda laboral), nunca 
existieron en Artesanías de Colombia S.A., pues una cosa es la posibilidad de que 
exista un cargo, la cual surge al expedir un manual de funciones, y otra muy distinta 
es la distribución efectiva y material de la planta de personal. 
 
 
Hecho noveno. El 14 de marzo de 1996 la persona que fungía en el cargo de Profesional de 

Relaciones Industriales de la Subgerencia Administrativa y Financiera – CECILIA DEL 

PILAR ESCOBAR DE POSADA, expidió oficio por medio del cual le remite copia de las 

funciones inherentes al cargo del señor JAIRO PEÑA ROBLES, que corresponden al cargo de 

PROFESIONAL ESPECIALIZADO DE JURÍDICA DE LA GERENCIA GENERAL. Dicho 

documento fue recibido por el señor JAIRO PEÑA ROBLES el 18 de marzo de 1996. 

 
Respuesta: Es cierto. 
 
Además, debe advertirse que en dicho oficio consta que las funciones del cargo del 
señor Jairo Peña Robles fueron adoptadas mediante Resolución 154 del 4 de 
septiembre de 1995 (no mediante Resolución 157); y que el mismo no precisa cuál 
era el cargo de dicho señor, pues la funcionaria Escobar de Posada solo escribió 
textualmente “su cargo” pero realmente no dijo cuál era.    

 
 
Hecho décimo. El 24 de abril de 1996 el señor Jairo Peña Robles presenta petición dirigida 

al Subgerente Administrativo y Financiero de Artesanías de Colombia S.A., donde exige su 

nivelación salarial, fundamentándose en el principio de igualdad y en las normas vigentes, las 

cuales señalan que su cargo real corresponde al de PROFESIONAL ESPECIALIZADO DE 

JURÍDICA DE LA GERENCIA GENERAL.  

 
Respuesta: Es cierto. 
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En dicha petición el señor Peña Robles explicó al Subgerente Administrativo y 
Financiero, el señor Fernando Rojas Fernández, mas no explicó a la señora Cecilia 
Duque Duque, que “se ha dado un trato desigual al cargo de Profesional Especializado de la 

Oficina Jurídica, contraviniendo la Resolución No. 154 del 4 de septiembre de 1995”. 

 
Además, vale mencionar que antes de que el 24 de abril de 1996, el señor Peña 
Robles hubiera presentado esta petición de nivelación salarial, había sucedido lo 
siguiente: 
 
- El 26 de septiembre de 1995, la señora Cecilia Duque Duque, en calidad de 

Gerente General, había informado al señor Peña Robles que se le había 
reconocido una prima técnica “equivalente al 30% de su salario básico mensual a partir 

del mes de septiembre”. 

 
- El 5 de octubre de 1995, había sido expedida la Resolución 182 mediante la cual 

se resolvió “Reconocer a JAIRO PEÑA ROBLES, con cédula de ciudadanía No. 

19.437.612 de Bogotá, un porcentaje equivalente al 30% de la asignación básica mensual 

como Prima Técnica, a partir del mes de septiembre de 1995”. 

 
- El 28 de diciembre de 1995, la señora Cecilia Duque Duque, en calidad de 

Gerente General, había informado al señor Peña Robles que “con nuestro propósito 

de retribuir su eficiencia y desempeño en el trabajo, a partir del mes de noviembre, su 

remuneración básica mensual será de $640.000”.  

 
 
Hecho décimo primero. El 31 de diciembre de 1996 el señor Jairo Peña Robles reitera su 

solicitud de nivelación salarial y reconocimiento de su cargo real, el cual correspondía al de 

PROFESIONAL ESPECIALIZADO DE JURÍDICA DE LA GERENCIA GENERAL, 

sustentando su solicitud en la normativa vigente, documentos de nombramiento, y demás 

aspectos dentro de los cuales se encuentra la notificación de sus funciones según el respectivo 

manual bajo el cargo de PROFESIONAL ESPECIALIZADO DE JURÍDICA DE LA 

GERENCIA GENERAL, código 3010, grado 18. 
 
Respuesta: No es cierto. 
 
Lo cierto es que el 31 de diciembre de 1996, el señor Jairo Peña Robles solicitó una 
nivelación salarial al Gerente General de Artesanías de Colombia S.A., señor Ernesto 
Orlando Benavides, más no la solicitó a la señora Cecilia Duque Duque; y que su 
solicitud iba dirigida a que se le reconociera el cargo de Profesional de la Oficina 
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Jurídica código 3010 grado 18, más no el cargo de Profesional Especializado de 
Jurídica de la Gerencia General código 3010 grado 18. 
 
En conclusión, el señor Peña Robles NUNCA fue nombrado por la Gerencia 
Gerencial, NUNCA fue nombrado en un cargo con carácter de Especializado, y 
NUNCA fue nombrado en un cargo con código 3010 y grado 182, y en efecto, en el 
expediente no obra prueba que demuestre lo contrario. 
 
 
Hecho décimo segundo. El 5 de enero de 1998 el señor Jairo Peña Robles solicitó copia 

de varios documentos dentro de los cuales requirió copia de la Resolución  No. 157 de 1995, 

expedida por la Gerente General de la época, Cecilia Duque Duque y el Subgerente 

Administrativo y Financiero para la vigencia 1995, Gustavo Adolfo Ramírez Ariza. 

 
Respuesta: No es cierto, pues en el expediente no obra prueba de el señor Peña 
haya pedido copia de la citada resolución.  
 
Además, vale la pena mencionar que antes del 5 de enero de 1998, había sucedido 
lo siguiente: 
 
- La Resolución No. 084 expedida el 28 de abril de 1997, había derogado la 

Resolución No. 157 del 4 de septiembre de 1995 en todo lo que le fuere contrario. 
 
- El 30 de septiembre de 1997, considerando siempre que el señor Jairo Peña 

Robles actuaba de buena fe, muy diligentemente, la señora Cecilia Duque Duque 
hizo algo importante que no habían hecho los otros funcionarios que habían 
recibido las peticiones de nivelación salarial de dicho señor; ella solicitó concepto 
sobre el tema a la Oficina Jurídica del Departamento Administrativo de la Función 
Pública, dirigido a la señora Nohora Cascante.      

 
- En efecto, el 6 de noviembre de 1997, la señora Gloria L. Rubiano López, en 

calidad de Jefe de Oficina Jurídica (E) del Departamento Administrativo de la 
Función Pública, respondió (i) que por regla general, los servidores de las 
empresas de economía mixta son trabajadores oficiales; (ii) que éstos “se rigen en 

materia prestacional y salarial por la convención colectiva, contrato de trabajo o, en su 

                                                        
2 De conformidad con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil y el artículo 167 del Código General del Proceso, las negaciones 
indefinidas no requieren prueba, y cuando una de las partes niega indefinidamente un hecho, la carga de la prueba se invierte quedando en manos de 
la contraparte, de tal manera que si ésta quiere desvirtuar la negación indefinida, deberá aportar al menos una prueba que demuestre un hecho 
contrario al hecho negado indefinidamente. 
 



 

 

 

Calle 30A No. 6-22 Oficina 1701 
PBX: +57 1 703 5224 
Celular: +57 310 3257629 
www.aceromontoya.com  
mauricio@aceromontoya.com 
Bogotá - Colombia 

defecto, por lo que dispongan los estatutos de la entidad”; (iii) que por excepción, los de 
confianza y manejo son empleados públicos; (iv) que la nivelación no se realiza 
teniendo en cuenta relaciones de dependencia sino apreciando variables tales 
como grado, conocimiento profesional y especializado, responsabilidad implícita 
en la gestión, etc.; y (v) que “no es obligación de la entidad hacerle igual 

reclasificación de los demás, pues para dicha reclasificación se tuvieron en cuenta los 

requisitos, grados y responsabilidades de los diferentes cargos de la entidad… razón por 

la cual no se cumple la condición de “ante situaciones iguales se da un tratamiento 

jurídico desigual”, si el empleado no se encontraba en las mismas condiciones de 

quienes fueron reclasificados en el grado 18”.  

 
 
Hecho décimo tercero. El 26 de enero de 1998 la Gerente General de la época, Cecilia 

Duque Duque, procede a dar respuesta a la petición descrita en el numeral que antecede, 

remitiendo la documentación y señalando lo siguiente: “Nota: Se aclara que la Resolución por 

la cual se establece el manual de funciones específicas y requisitos para los trabajadores 

oficiales, corresponde a la No. 157 del 4 de septiembre de 1995”. 

 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho décimo cuarto. El 21 de noviembre de 1997 la Gerente General del momento, 

CECILIA DUQUE DUQUE, notifica al señor Jairo Peña Robles la terminación unilateral del 

contrato de trabajo a partir de la fecha del oficio. 

 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho décimo quinto. El 10 de julio de 1998 el señor Jairo Peña Robles presenta petición 

por medio de la cual solicitó que se procediera a la reliquidación y pago de los salarios, 

prestaciones legales y convencionales, conforme al cargo que ostentó durante su vinculación, 

el cual era Profesional de la Oficina Jurídica, código 3010, grado 18. Así mismo solicitó la 

respectiva indexación de los valores citados a partir del mes de julio de 1995. Esto con 

fundamento en la normatividad vigente para la época. 
 

Respuesta: No es cierto. 
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El señor Jairo Peña Robles nunca ocupó el cargo de Profesional de la Oficina 
Jurídica, código 3010, grado 18. Solo es cierto que en dicha fecha presentó una 
solicitud de reliquidación, pago e indexación de salarios y prestaciones. 
 
 
Hecho décimo sexto. El 13 de agosto de 1998 Artesanías de Colombia S.A., expidió 

certificación laboral por medio de la cual acredita el cargo de “profesional especializado” de 

Jurídica de la Gerencia General. 

 
Respuesta: No es cierto. 
 
La señora Cecilia Duque Duque no expidió dicha certificación, y además, Jairo Peña 
Robles nunca desempeñó un cargo de profesional con carácter de especializado. 
 
Lo cierto es que esa certificación fue expedida erróneamente por la señora Cecilia 
del Pilar Escobar de Posada, sin revisión, aceptación ni firma de la Gerencia General; 
y que Jairo Peña Robles se desempeñó como Profesional, no especializado, de la 
Oficina Jurídica, nunca dependiendo de la Gerencia General.  
 
Adicionalmente, esta certificación errónea contiene datos que no corresponden a la 
realidad como son la fecha de ingreso y el cargo del señor Peña Robles, pues la 
realidad es que él ingresó el 10 de enero de 1989 al cargo de Profesional Auxiliar – 
Oficina Jurídica, mientras que erróneamente la certificación dice que él ingresó el 
10 de octubre de 1988 al cargo de Profesional Especializado de Jurídica de la 
Gerencia General.       
 
 
Hecho décimo séptimo. El 31 de agosto de 1998 el señor Jairo Peña Robles presenta 

petición por medio de la cual solicitó que se procediera a la reliquidación y pago de los 

salarios, prestaciones legales y convencionales, conforme al cargo que ostentó durante su 

vinculación el cual era Profesional de la Oficina Jurídica, código 3010, grado 18. Así mismo, 

solicitó la respectiva indexación de los valores citados a partir del mes de julio de 1995. 

 
Respuesta: No es cierto; en el expediente no obra ninguna petición presentada el 31 
de agosto de 1998. 
 
Además, el señor Jairo Peña Robles nunca ocupó el cargo de Profesional de la 
Oficina Jurídica, código 3010, grado 18.  
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Hecho décimo octavo. El 16 de enero de 1999 el señor Jairo Peña Robles, por medio de 

apoderado impetró demanda en contra de Artesanías de Colombia S.A. 
 
Respuesta: Es cierto. 
 
Y con ocasión de ello, el 25 de mayo de 1999, mediante apoderado, actuando en 
nombre y representación de Artesanías de Colombia S.A., Cecilia Duque Duque 
presentó la respectiva contestación de la demanda.  
 
Vale la pena agregar que en el trámite de primera instancia del proceso con 
radicación 99/161 originado en la virtud de dicha demanda, el 29 de marzo de 2000, 
en la tercera audiencia de trámite celebrada en el Juzgado Quince Laboral del 
Circuito: 
 
- El testigo Luis Adriano Jairo Carrillo Reina manifestó que “las comunicaciones 

administrativas en relación con estos temas son responsabilidad de recursos humanos, a 

mí me consta que el Dr. Peña reportaba a partir de los años 1996 – 1997 directamente a 

la subgerencia administrativa (…) el Dr. Peña en las épocas que a mí me consta, a partir 

de 1995 no tenía a cargo una oficina o división o dependencia alguna, era uno de los 

profesionales de la planta global (…) Efectivamente la asistente de gerencia en la planta 

global tiene el cargo de profesional especializada y es una socióloga con sus respectivas 

especializaciones y trabaja directamente con la gerente general (…) el cargo que 

desempeñó el Dr. Jairo Peña es el de profesional como abogado y era el único abogado 

de planta de la empresa, por lo tanto difícilmente comparables con otras profesionales de 

distintas disciplinas”.  

 
- Y el testigo Ernesto Orlando Benavidez manifestó que “él era profesional de la 

oficina jurídica, desde que yo recuerdo o al menos desde que yo estoy en la subgerencia 

administrativa, reporta a esta subgerencia (…)”. 

 
También el 30 de noviembre de 2000, en la tercera audiencia pública celebrada en el 
Juzgado Quince Laboral del Circuito, la señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada 
(también demandada dentro del presente proceso) manifestó: 
 
- “…yo conozco a JAIRO PEÑA ROBLES desde 1993 o 1994, lo conozco porque éramos 

compañeros de trabajo, él Jurídico, él era profesional de la oficina jurídica, y yo era la 

profesional de la oficina de relaciones industriales (…)”; 
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- En cuanto al Acuerdo No. 06 del 5 de mayo de 1995, la misma señora Escobar 
dijo: “ese acuerdo como ya lo dije antes tuvo que ser derogado porque la planta global y 

semiglobal con sus códigos y grado, no aplicaba a la planta de personal de los 

trabajadores oficiales, entonces no funcionaba, si una cosa no aplica cómo se va a acoger 

a ella”;  

 
- Finalmente agregó: “yo entré a ARTESANÍAS DE COLOMBIA en octubre 94 y me retiré 

en agosto de 1998, yo estaba en el código que correspondía a los profesionales no 

especializados (…). Aunque estaba haciendo mi especialización nunca pasé a profesional 

especializado”.  

 
Y el 15 de marzo de 2001, también en la tercera audiencia pública celebrada en el 
Juzgado Quince Laboral del Circuito, el testigo Germán Ortiz manifestó: “Las oficinas 

antes señaladas, por la delegación directa de funciones por parte de la gerencia, difieren con 

las funciones de la oficina jurídica,  a quien es el subgerente administrativo y financiero 

quien está en mayor contacto y coordina sus funciones”. 

 
 
Hecho décimo noveno. El 24 de octubre de 2003 el Juzgado Quince Laboral del Circuito 

resolvió absolver a Artesanías de Colombia S.A., de las pretensiones incoadas por el señor 

Jairo Peña Robles. 
 

Respuesta: Es cierto. 
 
Vale la pena agregar que en esta sentencia, acertadamente el señor Juez concluyó lo 
siguiente: “En el sub judice, reclama el demandante un trato igualitario, en cuanto a salario 

se refiere, respecto de un grupo de profesionales que devengaron mayores ingresos salariales, 

arguye, que al igual que ellos, él también era profesional especializado, pero su asignación 

era la de un profesional sin especialidad. La anterior disyuntiva no es pertinente esclarecerla 

esta instancia, por la elemental y sencilla razón de encontrarse regulada la retribución 

salarial que devengaba el actor, dentro de un marco instituido por una actuación 

administrativa vigente, como es el acuerdo 06 del 5 de mayo de 1995, mediante el cual se 

adoptaron las funciones de las distintas dependencias de la demanda y la planta de personal 

de trabajadores oficiales que deben cumplirlas (folios 47, 48 y 49); ese acto administrativo 

como tal está revestido de la presunción de legalidad que le es inherente a su expedición, 

hasta tanto no se declare su ineficacia mediante la nulidad respectiva, por lo tanto es 

obligatorio”.  
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Hecho vigésimo. El 29 de octubre de 2003 el apoderado del señor Jairo Peña Robles, 

presenta recurso de apelación. 

 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho vigésimo primero. El 27 de febrero de 2009 el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, D.C., sala Laboral de descongestión, resolvió confirmar la sentencia 

apelada. 
 
Respuesta: Es cierto. 
 
Y vale la pena resaltar que en dicha sentencia, el Tribunal Superior de Bogotá 
concluyó acertadamente lo siguiente: “encuentra la Sala acertada la apreciación del 

juzgado en cuanto considera que los cargos y salarios de la planta de los trabajadores 

oficiales de la empresa demandada se señalaban con base en la apropiación presupuestal de 

acuerdo con el artículo 72 del Decreto Ley 1042 de 1978”.   

 
 
Hecho vigésimo segundo. El 19 de marzo de 2009 el apoderado del señor Jairo Peña 

Robles presentó recurso extraordinario de casación. 
 
Respuesta: Es cierto. 
 
Vale la pena resaltar que el apoderado del señor Peña Robles nunca argumentó que 
la nivelación salarial procediera porque su representado hubiera desempeñado, física, 
real y materialmente, el cargo de Profesional Especializado código 3010 grado 18, 
sino que simplemente se limitó a afirmar que procedía porque en un documento así 
constaba, exactamente porque según la certificación errónea expedida el 13 de 
agosto de 1998 por Cecilia del Pilar Escobar de Posada, él señor Peña Robles se 
había desempañado en el cargo de Profesional Especializado, de Jurídica, de la 
Gerencia General.  
 
En efecto, el recurso extraordinario de casación dice textualmente que “como de la 

Certificación de folio 24, se desprende haberse desempeñado Jairo Peña Robles, en el cargo 

de Profesional Especializado, de Jurídica, de la Gerencia General, su asignación inicial en 

1995, debía ser la de profesional especializado Código 3010, grado 16 y no la reconocida por 

la demandada, correspondiente a un profesional no especializado Código 3020, Grado 12”.   
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Hecho vigésimo tercero. El 10 de julio de 2013 la Honorable Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral mediante sentencia No. 41089 del 10 de julio de 2013, revocó 

“parcialmente el ordinal primero de la sentencia del A-quo en cuanto negó la nivelación 

salarial y las consecuentes reliquidaciones antes mencionadas, para en su lugar condenar a 

Artesanías de Colombia S.A. y reconocer al actor los valores señalados en el acápite de 

declaraciones y condenas. 
 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho vigésimo cuarto. Frente a la condena impuesta a Artesanías de Colombia S.A., en 

el acápite titulado “CONSIDERACIONES” la Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación Laboral mediante Sentencia No. 41089 del 10 de julio de 2013 se pronunció en los 

siguientes términos: 

 

“CONSIDERACIONES: 

“(…) También el impugnante menciona como mal apreciada la certificación de folio 24, de 

fecha 13 de agosto de 1998, proveniente de la demandada, efectivamente, esta prueba acredita 

que el actor se desempeñó en la entidad demandada, desde el 10 de octubre de 1988 hasta el 

21 de noviembre de 1998, en el cargo de “profesional especializado”, de jurídica, de la 

gerencia general con las funciones que allí se indican. 

De las pruebas hasta aquí analizadas, claramente se desprende que el actor se desempeñó 

como “profesional especializado”, sin embargo, de acuerdo con el punto de partida de la 

controversia, el demandante recibió la remuneración correspondiente al cargo de profesional, 

grado 12. 

Así, contrario a los razonamientos del ad quem, las pruebas obrantes en el proceso eran 

suficientes para indicar, claramente, los puntos de comparación requeridos para acceder a la 

solicitud de nivelación, en aplicación del principio de a trabajo igual salario igual, pues, de 

acuerdo con la propia consideración del juez de alzada sobre la carga de la prueba, 

demostrado por el trabajador, el trato diferente respecto de la escala salarial que venía 

aplicando la empresa a sus trabajadores, le correspondía a la demandada justificar por qué le 

aplicó al actor el salario de profesional grado 12, en tanto que, conforme a su propia 

certificación, el actor sí desempeñó el cargo de “profesional especializado”, como no lo hizo, 

no se requiere de más consideraciones para acceder a la nivelación salarial deprecada. (…)”.  

 
Respuesta: Es cierto. 
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Adicionalmente vale la pena poner de presente que mediante la citada sentencia, la 
Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, con criterio diferente al 
de la Sala Laboral de Descongestión del Tribunal Superior de Bogotá y del Juez 
Quince Laboral del Circuito de Bogotá, interpretó la certificación errónea expedida 
el 13 de agosto de 1998 por la Profesional de Relaciones Industriales de Artesanías 
de Colombia S.A., la señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada, como un 
reconocimiento del cargo de Profesional Especializado código 3010 grado 18 a 
favor del señor Jairo Peña Robles, aun cuando dicho señor nunca desempeñó 
física, real ni materialmente dicho cargo. 
 
 
Hecho vigésimo quinto. Frente a la condena impuesta de Artesanías de Colombia S.A., en 

el acápite titulado “FALLO DE INSTANCIA” la Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala 

de Casación Laboral mediante sentencia No. 41089 del 10 de julio de 2013 se pronunció en los 

siguientes términos. 

 

“FALLO DE INSTANCIA 

“El reajuste salarial pretendido por el actor tiene como fundamento la aplicación del Acuerdo 

06 del 5 de mayo de 1995, y es solicitado en razón a que la entidad no le reconoció el salario 

asignado para el cargo de “profesional especializado grado 16”, cargo este que, según el 

demandante, lo desempeñó hasta la terminación del contrato de trabajo. 

Por su parte, la demandada negó que al actor se le hubiese establecido como nuevo cargo el 

de “profesional especializado”, con la comunicación de fecha 14 de mayo de 1995, mediante 

la cual la entidad le notificó a aquel las funciones inherentes a este cargo de profesional 

especializado (…). 

Delimitada las posiciones enfrentadas de las partes en instancia, de acuerdo con lo asentado 

en sede de casación, la discusión del cargo ocupado por el actor quedó superada con la 

prueba proveniente de la propia demandada consistente en la certificación laboral de fecha 13 

de agosto de 1998 (fls 24 y 25), de donde se desprende que claramente que el actor desempeñó 

el cargo de “profesional especializado” de la gerencia general, durante todo el tiempo de 

servicio. (…) 

Lo acabado de anotar, deja en evidencia que la empresa sí clasificó al actor en el cargo de 

profesional especializado, contrario a lo sostenido por la demandada en su defensa. Sin 

embargo, le reconoció el salario de profesional grado 12. (…) 

Precisado lo anterior, en aplicación del Acuerdo de Junta Directiva No. 06 del 5 de mayo de 

1995, con vigencia a partir del 10 de junio de 1995 mediante el cual se fijaron los salarios a 

los cargos según el nivel, código y grado, al actor le correspondía recibir la asignación 

salarial perteneciente a la de profesional especializado, el cual sin duda fue el cargo 

desempeñado por él. 
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La certificación no especifica el grado del cargo ocupado por el actor, pero esto no es óbice 

para ordenar la nivelación, puesto que, en arreglo del Acuerdo de Junta Directiva No. 09 del 

31 de agosto de 1995, el cargo de profesional especializado solo pasó a tener dos grados: el 

16 y el 18. El actor reclama el grado 16, en razón a que los demás cargos de profesional 

especializado asignados a la gerencia tenían este grado, lo cual se constata con la 

certificación visible a fls 23 del expediente examinado en conjunto con el Acuerdo 06 

precitado, donde aparecen los respectivos salarios. (…) 

En consecuencia, se ordenará a la empresa reconocer el salario del profesional grado 16, 

desde el 1º de julio de 1995, como lo determinó el recurrente en el alcance de la impugnación, 

dado que el mencionado Acuerdo 06 entró en vigencia el 1º de junio de 1995 y fue mediante 

este acuerdo que la junta directiva de la entidad demandada fijó los nuevos salarios en ese 

entonces y no sufrieron modificación con el Acuerdo 09 del mismo año. 

Para la liquidación de las diferencias salariales aquí ordenadas, sirve traer a cuento el cuadro 

presentado por la parte actora en el recurso de casación, el cual tiene sustento en la 

certificación proveniente de la empresa visible a fl 23, así: (…) 

En consecuencia, se proferirá condena por $4.937.200 por concepto de diferencias salariales 

adeudadas por la empresa. (…) 

Sin embargo, el actor no especificó los pagos que la empresa le haya realizado por estos 

conceptos, ni los requisitos de cada concepto y las fechas de su causación, desde julio de 1995 

a la terminación del contrato de trabajo, para efectos de hacer la reliquidación 

correspondiente, sin que le sea dable al juzgador de segunda instancia hacer suposiciones en 

desmedro del debido proceso y el derecho de contradicción de las partes. Tan solo de la 

liquidación de prestaciones visible a fls 128 del expediente, se desprenden claramente los 

términos de la liquidación por concepto de cesantías y la indemnización por despido. En 

consecuencia, solo se ordenará la reliquidación por estos conceptos. (…)”.  

 
Respuesta: Es cierto. 
 
 
Hecho vigésimo sexto. En la sentencia 10 de julio de 2013 la Honorable Corte Suprema 

de Justicia, Sala de Casación Laboral, en su parte considerativa señala “Sin embargo, la 

empresa desconoció su propia escala salarial, por lo que su proceder, evidentemente, fue 

caprichoso y arbitrario”, motivo por el cual Artesanías de Colombia S.A. fue condenada con 

sanción moratoria. 

 
Respuesta: Es cierto. 
 
Es importante aclarar que si bien dicha sentencia tildó de caprichoso y arbitrario el 

proceder de la empresa, no tildó así mismo la conducta de Cecilia Duque Duque, es 
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decir, en ningún momento, la Corte Suprema de Justicia manifestó, ni siquiera 
insinuó, que Cecilia Duque Duque hubiera procedido de manera caprichosa y 
arbitraria.  

 
 
Hecho vigésimo séptimo. La Sentencia proferida por la Honorable Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Laboral No. 41089 de fecha 10 de julio de 2013, fue notificada el 12 

de agosto de 2013. 

 
Respuesta: No es cierto, pues la sentencia fue notificada por edicto fijado el 27 de 
agosto de 2013. 

 
 

Hecho vigésimo octavo. Se realizó un primer pago el día 19 de diciembre de 2013, por la 

suma de $299.708.651, el cual correspondía a la cancelación de lo adeudado por concepto de 

la condena. 

 
Respuesta: No es cierto. En el expediente no obra prueba que demuestre que 
ARTESANÍAS DE COLOMBIA S.A. haya pagado $299.708.651 al señor Jairo Peña 
Robles. 
 
 
Hecho vigésimo noveno. Se realizó un segundo pago el día 02 de diciembre de 2015, por 

la suma de $23.000.000, el cual correspondía a la cancelación de las costas procesales. 

 
Respuesta: No es cierto. En el expediente no obra prueba que demuestre que 
Artesanías de Colombia S.A. haya pagado $23.000.000 al señor Jairo Peña Robles. 
 
 
Hecho trigésimo. De los Hechos y Omisiones, se concluye que: 

 

 El día 16 de enero de 1999, se inició demanda laboral en contra de la entidad Artesanías 

de Colombia S.A. 

 Artesanías de Colombia S.A. fue condenada mediante sentencia de fecha 10 de julio de 

2013 la Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral mediante 

sentencia No. 41089 del 10 de julio de 2013 a pagar unas condenas a favor de Jairo Peña 

Robles por la suma de $294.593.117 condena cancelada el 19 de diciembre de 2013. 

 Artesanías de Colombia S.A. fue condenada mediante auto de fecha 12 de mayo de 2015 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., al pago de costas judiciales 
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por la suma de $8.000.000 y fue condenada mediante auto de fecha 28 de julio de 2015 del 

Juzgado 15 Laboral del Circuito de Bogotá por la suma de $15.000.000, condena 

cancelada el 2 de diciembre de 2015. 

 Los funcionarios señalados son responsables de expedir los actos administrativos por los 

cuales la entidad fue condenada. 

 Los demandados son responsables de que la entidad haya sido condenada por cuanto 

actuaron con dolo o culpa grave a consecuencia de lo establecido en el fallo de la 

Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, extractado así: 

“…También, el impugnante menciona como mal apreciada la certificación de folio 24, de 

fecha 13 de agosto de 1998, proveniente de la demanda, efectivamente esta prueba 

acredita que el actor se desempeñó en la entidad demanda, desde el 10 de octubre de 1988 

hasta el 21 de noviembre de 1998, en el cargo de “profesional especializado”, de jurídica, 

de la gerencia general con las funciones que allí se indican… 

 
Respuesta: Algunas conclusiones son correctas y otras no lo son. 
 
Es cierto que el 16 de enero de 1999, el señor Peña Robles presentó demanda 
laboral. 
 
No es cierto que el 19 de diciembre de 2013, Artesanías de Colombia S.A. haya 
pagado la suma de $294.593.117 por concepto de la condena impuesta en la 
sentencia No. 41089 del 20 de julio de 2013 de la Corte Suprema de Justicia, 
pues en el expediente no obra prueba de que el señor Peña Robles hubiere 
recibido efectivamente dicha suma de dinero.  
 
No es cierto que el 2 de diciembre de 2015, Artesanías de Colombia S.A. haya 
pagado las sumas de $8.000.000 y $15.000.000 por concepto de costas 
procesales, pues en el expediente no obra prueba de que el señor Peña Robles 
hubiere recibido efectivamente dicha suma de dinero. 
 
No es cierto que “Los funcionarios señalados son responsables de expedir los actos 

administrativos por los cuales la entidad fue condenada”, pues en el expediente no 
obran actos administrativos con base en los cuales Artesanías de Colombia 
S.A. haya sido condenada. 
 
No es cierto que los demandados hayan actuado “con dolo o culpa grave a 

consecuencia de lo establecido en el fallo de la Honorable Corte Suprema de Justicia”, 

pues dicho fallo carece de afirmaciones en tal sentido, y específicamente, en 
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ninguna parte menciona, y ni siquiera insinúa, que la señora Cecilia Duque Duque 
haya actuado con dolo ni con culpa grave.   
 

 
Hecho trigésimo primero. Los demandados realizaban las siguientes funciones en la 

entidad para la época de los hechos: 

 

GERENTE GENERAL – CECILIA DUQUE DUQUE 

 

El estatuto aprobado el 3 de agosto de 1994, en su Artículo 32 señaló como funciones de la 

Gerente General las siguientes:  

 

a) Llevar la representación legal de la sociedad 

b) Dirigir la administración y funcionamiento de la sociedad, para lo cual atenderá la 

gestión diaria de los negocios y actividades de acuerdo con las disposiciones legales y 

presentes Estatutos. 

c) Ejecutar las decisiones que adopte la Junta Directiva (…) 

d)  
e)  
f) Presentar los informes correspondientes a la Asamblea General y a la Junta Directiva. 

g) Contratar a los trabajadores oficiales cuya nominación le corresponda de acuerdo con los 

presentes Estatutos. 

h) Nombrar y Remover libremente a los subgerentes, Jefe de Control Interno y demás 

empleados públicos que establezca la Ley. 

i) Proponer a la Junta Directiva los proyectos de organización interna, así como la planta de 

personal para su adopción. 

j) Adoptar el manual de funciones y de requisitos mínimos para los cargos de planta de 

personal. 

k) Someter a consideración de la Junta Directiva el proyecto de presupuesto de 

funcionamiento o inversión, así como los traslados presupuestales necesarios. 

l) Ejercer el control administrativo sobre la ejecución del presupuesto de la sociedad. 

m)  Ordenar los Gastos con cargo al presupuesto de acuerdo con las normas sobre la materia 

y los acuerdos de Junta Directiva. 

n) Dictar los actos y adjudicar o celebrar los contratos que requiere la sociedad para su 

normal su funcionamiento de conformidad con las disposiciones legales vigentes.  

o) Delegar en otros funcionarios de la sociedad alguna o algunas de sus funciones, previa 

autorización de la Junta Directiva. (…) 
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SUBGERENTE ADMINISTRATIVO Y FINANCIERO – En la vigencia 1995 – GUSTAVO 

ADOLFO RAMÍREZ ARIZA y PATRICIA BOTERO DE CAICEDO -  En la vigencia 1996 – 

FERNANDO ROJAS FERNÁNDEZ – En la vigencia 1997 – EDUARDO AURELIO 

ARENAS GONZÁLEZ (…) 

 

 Planear, dirigir, coordinar y controlar las actividades de orden financiero y comercial 

para el correcto funcionamiento de la Empresa. 

 Dirigir Y controlar el funcionamiento de las dependencias a su cargo. 

 Asesorar a la Gerencia General en la formulación de políticas, normas y procedimientos 

para la administración de los recursos físicos, humanos, económicos, y financieros de la 

entidad. 

 Dirigir, programar y coordinar las actividades de administración de personal, seguridad 

industrial y relaciones laborales del personal, de acuerdo con las políticas de la entidad y 

las normas legales vigentes establecidas sobre la materia.  

 Dirigir los programas de selección, inducción y capacitación y capacidad laboral de los 

empleados de la entidad de acuerdo con las normas legales vigentes. 

 Coordinar la realización de estudios sobre planta de personal y mantener actualizado el 

Manual de Funciones y requisitos. 

 Programar y coordinar los procesos de licitación, contratación, almacenamiento, custodia 

y adquisición de bienes y materiales.  

 

RECURSOS HUMANOS – PROFESIONAL RELACIONES INDUSTRIALES DE LA 

SUBGERENCIA ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA – CECILIA DEL PILAR 

ESCOBAR DE POSADA. 

 

Conforme al Manual de funciones específicas y requisitos de los trabajadores oficiales de 

fecha 4 de septiembre de 1995, señala en su página 22, como funciones del PROFESIONAL 

DE RELACIONES INDUSTRIALES DE LA SUBGERENCIA ADMINISTRATIVA Y 

FINANCIERA las siguientes:  

 

1. Programar, desarrollar y dirigir actividades encausadas a promover la identidad de la 

empresa. 

2. Proyectar los actos para la administración de personal de acuerdo con las instrucciones 

que imparta el Subgerente Administrativo y Financiero. 

3. Llevar el registro de las situaciones administrativas de personal de la empresa, 

responder por el sistema de información de personal y expedir las respectivas 

certificaciones. 

4. Tramitar lo referente al proceso de selección y enganche de los funcionarios de la 

Empresa y afiliación a los entes de seguridad social y cajas de compensación. 
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5. Velar por la difusión y cumplimiento del reglamento interno de trabajo. 

6. Coordinar con los subgerentes y coordinadores de las demás dependencias, los 

programas de evaluación del desempeño de los empleados de la empresa. 

7. Proponer los sistemas de evaluación de desempeño y supervisar su aplicación. 

8. Administrar los sistemas de clasificación, remuneración y nomenclatura de empleos, 

conformación de la planta de personal y evaluación del desempeño, de acuerdo a los 

parámetros señalados por la Gerencia. 

9. Absolver las consultas que en el área de su competencia le formulen las demás 

dependencias de la Empresa.  

10. Establecer y administrar el banco de pruebas psicotécnicas y de conocimientos básicos 

para el proceso de selección y promoción. 

11. Diseñar, proponer y desarrollar los programas de Capacitación y Bienestar Social en la 

Entidad. 

12. Coordinar la ejecución de las políticas sobre administración de personal de la Empresa. 

13. Cooperar en la formulación de políticas y programas generales y/o especiales de la 

Empresa, cuando se le solicite su concurso.  

Ejecutar otras funciones Que les sean asignadas o delegadas por su superior inmediato 

acordes con la naturaleza del cargo”. 

 

Respuesta: Es parcialmente cierto. 
 
En cuanto a las funciones del Gerente General, este hecho no está probado en la 
medida en que en el expediente no obran los estatutos aprobados el 3 de agosto de 
1994 a que se refiere el demandante. 
 
En cuanto a las funciones del Subgerente Administrativo y Financiero, en el 
expediente no obra ningún documento en el cual consten cuáles eran. 
 
En cuanto a las funciones de Cecilia del Pilar Escobar de Posada, en su calidad de 
PROFESIONAL DE RELACIONES INDUSTRIALES DE LA SUBGERENCIA 
ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA, debe tenerse muy en cuenta que, tal como 
consta en las páginas 22 y 23 del Manual de Funciones de Trabajadores Oficiales 
contenido en Resolución 157 del 4 de septiembre de 1995 aportado por el 
demandante, es cierto que sus funciones, entre otras, eran las siguientes: 
 
- Proyectar los actos para la administración de personal de acuerdo con las 

instrucciones que imparta el Subgerente Administrativo y Financiero, más no de 
acuerdo con instrucciones impartidas por el Gerente General. 
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- Llevar el registro de las situaciones administrativas de personal de la empresa, 
responder por el sistema de información de personal y expedir las 
respectivas certificaciones. 

 
- Administrar los sistemas de clasificación, remuneración y nomenclatura de 

empleos, conformación de la planta de personal y evaluación del desempeño, de 
acuerdo a los parámetros señalados por la Gerencia. 

 

- Absolver las consultas que en el área de su competencia le formulen las demás 
dependencias de la Empresa.  

 
 
 

4. CONTENIDO DE LA DEMANDA 

 
En resumen, la demanda está dirigida a que los demandados sean declarados 
administrativamente responsables del pago de una condena que tuvo que pagar 
Artesanías de Colombia S.A. a favor del señor Jairo Peña Robles, y para tal efecto, la 
entidad demandante argumenta que dicha condena se debió a que las conductas de 
los demandados fueron determinantes para que la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia la condenara en sentencia 41089 proferida el 10 de julio 
de 2013, y que en los hechos de la demanda que dio lugar al proceso judicial laboral 
dentro del cual fue impuesta la condena, se cumplieron los siguientes presupuestos: 
 
a. Configuración de daño antijurídico 

 
b. Condena 
 
c. Pago efectivo a la víctima del daño 
 
d. Actuar gravemente culposo o doloso 
 
e. Nexo causal entre la conducta desplegada por los exfuncionarios y el daño 

antijurídico  
 

Específicamente, respecto de cada uno de los citados elementos, el apoderado de la 
entidad demandante dice lo siguiente: 
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4.1. Configuración de daño antijurídico 
 
La demanda dice que hubo daño antijurídico en atención a lo siguiente: 
 
- A un supuesto desconocimiento de la escala salarial por parte de Artesanías de 

Colombia S.A.; pero la demanda no específica quién supuestamente desconoció 
esa escala salarial. 
 

- A que no fue aplicado el principio de “a trabajo igual salario igual”; pero la 

demanda no específica quién no lo aplicó, ni cómo ni cuándo ha debido aplicarlo. 
 

- A que hubo omisión y negativas a los requerimientos hechos por el señor Jairo 
Peña Robles; pero la demanda no explica en qué norma estaba consagrado el 
deber de acceder a esos requerimientos, ni especifica quién tenía que acceder a 
ellos.   
 

- A que hubo omisión de la Resolución 157 del 4 de septiembre de 1995 y de la 
“certificación laboral por medio de la cual se le reconoce su cargo de profesional 

especializado, de jurídica, de la Gerencia General”; pero la demanda no explica que 
dicha certificación fue expedida equivocadamente por Cecilia del Pilar 
Escobar de Posada, ni explica quién y por qué debía dar cumplimiento a tal 
certificación errónea. 
 

- A que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia dijo que el 
actuar de Artesanías de Colombia S.A.  fue “caprichoso y arbitrario”; pero la 

demanda omite aclarar que esa calificación fue genéricamente atribuida a dicha 
entidad, más NO específicamente atribuida a la señora Cecilia Duque Duque. 

 
 
4.2. Condena 
 
La demanda expone el detalle de la condena así:  
 
- $4.937.200 por diferencias salariales. 

 
- $178.334 por cesantías. 

 
- $2.600.000 por indemnización terminación contrato. 
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- $291.993.117 por sanción moratoria ($50.932 diarios desde el 6 de abril de 1998 
hasta el 19 de diciembre de 2013). 
 

- $15.000.000 agencias en derecho primera instancia 
 

- $8.000.000 agencias en derecho segunda instancia  
 
Y agrega que como la sanción moratoria solo se produce en casos en que “se 

evidencia que el actuar de la Entidad NO estuvo revestido de buena fe”, automáticamente 

queda probado que los demandados son responsables de la condena, sin que sea 
necesario analizar individualmente la conducta de cada demandado. 
 
 
4.3. Pago efectivo a la víctima del daño 
 
En este punto, la demanda solo menciona los montos de los pagos ($299.708.651 y 
$23.000.000), pero no indica cuáles son las pruebas de los mismos. 
 
 
4.4. Actuar gravemente culposo o doloso 

  
En este punto, la demanda transcribe la definición de culpa grave del artículo 63 del 
Código Civil, y acertadamente agrega que en materia laboral, la sanción moratoria 
no aplica de pleno derecho sino que debe probarse la mala fe del empleador; 
específicamente dice que “esta sanción establece una presunción de mala fe en contra del 

empleador, esto es, la carga procesal para desvirtuar su existencia y con ello la exoneración 

de la sanción moratoria corre a cargo del empleador, no a cargo del trabajador”.  
 
Al final, dice que el daño patrimonial sufrido por Artesanías de Colombia S.A. fue 
causado por todos los aquí demandados porque “las resoluciones y certificaciones fueron 

aprobadas o emitidas por ellos cuando eran parte de la entidad”; pero omite decir que la 
certificación en la cual se basó la Corte Suprema de Justicia para concluir que al 
señor Jairo Peña Robles le habían reconocido el cargo de profesional especializado 
de jurídica de la Gerencia General, fue expedida equivocadamente por Cecilia del 
Pilar Escobar de Posada. 
 
 
4.5. Nexo causal entre la conducta desplegada por los exfuncionarios y el 

daño antijurídico 
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En este título, sin explicaciones fácticas ni jurídicas, la demanda dice que las 
siguientes funciones de los estatutos de Artesanías de Colombia S.A. fueron 
incumplidas por Cecilia Duque Duque: 
 

“d). Ejecutar las decisiones que adopte la Junta Directiva. 

i). Proponer a la Junta Directiva los proyectos de organización interna, así como la 

planta de personal para su adopción. 

j). Adoptar el manual de funciones y de requisitos mínimos para los cargos de planta de 

personal. 

k). Someter a consideración de la Junta Directiva el proyecto de presupuesto de 

funcionamiento e inversión, así como los traslados presupuestales necesarios. 

l). Ejercer el control administrativo sobre la ejecución del presupuesto de la sociedad. 

m). Ordenar los Gastos con cargo al presupuesto de acuerdo con las normas sobre la 

materia y los acuerdos de la Junta Directiva. 

n). Dictar los actos y adjudicar o celebrar los contratos que requiere la sociedad para su 

normal funcionamiento de conformidad con las disposiciones legales vigentes. 

ñ). Delegar en otros funcionarios de la sociedad alguna o algunas de sus funciones, 

previa autorización de la Junta Directiva”. 

 
Agrega que el 28 de agosto de 1995, Cecilia Duque Duque negó la solicitud de 
nivelación salarial presentada por el señor Jairo Peña Robles, afirmando que “Si bien 

su cargo juega un papel de asesoría a la gestión gerencial, otros cargos la incentivan, 

participan directamente en los resultados económicos, demandando por ello un mayor 

compromiso, un elevado grado de responsabilidad y de gestión que establecen diferencias 

funcionales y orgánicas en la definición del cargo y en las calidades y condiciones del 

desempeño. Adicionalmente la labor en el campo jurídico está también a cargo de un asesor 

permanente como lo es el Dr. Raimundo Mendoza y de unos profesionales del derecho 

apoderados para cada uno de los procesos en los que la Entidad hace parte. 

Estas circunstancias determinaron que en la elaboración de la Descripción de cargos y oficios 

y el programa de asignaciones o salarios, debieran compensarse diferencialmente los cargos y 

grados a que usted se refiere, en atención a criterios técnicos de remuneración y principios de 

equidad. Por ello no puede afirmarse que entre los mismos exista similitud de condiciones y 

responsabilidades que determinen una remuneración igual, tal como lo demanda la 

Jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional citada en su comunicación”. 

 
En cuanto a Cecilia del Pilar Escobar de Posada, dice que ella expidió el Oficio del 14 
de marzo de 1996 mediante el cual remitió a Jairo Peña Robles copia de las 
funciones inherentes al cargo, y que el 13 de agosto de 1998, ella “expidió certificación 
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laboral por medio de la cual acredita que el demandante se desempeñó en la Entidad desde el 

10 de octubre de 1988 hasta el 21 de noviembre de 1998, en el cargo de “profesional 

especializado” de Jurídica, de la Gerencia General”. 

 
 
 

5. RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE 

 
En abundantes providencias3, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha explicado 
cuáles son los elementos necesarios y concurrentes para que prosperen las 
pretensiones de una entidad del Estado que ejerce el medio de control de repetición 
contra uno de sus agentes. Dichos elementos actualmente son los siguientes:  

 
a. La calidad de agente del Estado y su conducta (por acción u omisión) 

determinante en la condena. 
 
La entidad pública debe probar que el daño que dio lugar a la condena en su 
contra, fue el resultado, en todo o en parte, de una actuación de un funcionario o 
ex funcionario suyo, en ejercicio de sus funciones. 
 
 

b. La existencia de una condena judicial, una conciliación, una transacción o 
de cualquier otra forma de terminación de conflictos que genere la 
obligación de pagar una suma de dinero a cargo del Estado. 
 
La entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar una suma 
de dinero derivada de la condena judicial impuesta en su contra, en sentencia 
debidamente ejecutoriada, o de una conciliación o de cualquier otra forma de 
terminación de un conflicto. 
 
 

c. El pago efectivo realizado por el Estado. 
 

                                                        
3 Sentencia 41310 del 24 de febrero de 2016 C.P. Dra. Marta Nubia Velásquez Rico, sentencia 44139 del 5 de octubre de 2016 C.P. Dra. Marta Nubia 
Velásquez Rico, sentencia 23670 del 28 de febrero de 2013 C.P. Dra. Stella Conto Díaz del Castillo y sentencia 27561 del 16 de julio de 2015 C.P. Dr. 
Hernán Andrade Rincón, entre otras. 
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La entidad pública tiene que acreditar el pago efectivo que hubiere realizado 
respecto de la suma dineraria que le hubiere sido impuesta por una condena 
judicial o que hubiere asumido en virtud de una conciliación. 
 
 

d. La cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado 
por el Estado, como dolosa o gravemente culposa. 
 
La entidad demandante debe probar que la conducta del agente o ex agente del 
Estado fue dolosa o gravemente culposa conforme a las normas que para el 
momento de los hechos sean aplicables. 

 
En cuanto al análisis de los mencionados elementos, en sentencia 52486 del 12 de 
septiembre de 2016, con ponencia del Consejero Dr. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa, la Sección Tercera del Consejo de Estado reiteró lo siguiente: 
 
“Elementos para la procedencia de la acción de repetición. 

 
La Sección Tercera ha explicado en abundantes providencias los elementos que determinan la 

prosperidad de las pretensiones de repetición que formula el Estado contra sus agentes. Ha 

considerado que los tres primeros requisitos son de carácter objetivo y están sometidos a las 

normas procesales vigentes al momento de la presentación de la demanda; en tanto que el 

último de ellos, es de carácter subjetivo y está sometido a la normativa vigente al momento de 

la ocurrencia de la acción u omisión determinante de la responsabilidad del Estado que 

generó el pago a su cargo y por cuya recuperación se adelanta la acción de repetición. 

 
Los elementos necesarios y concurrentes definidos para la declaratoria de repetición son los 

siguientes: 

 
i) La calidad de agente del Estado y su conducta determinante en la condena 

La calidad y la actuación u omisión de los agentes del Estado debe ser materia de prueba, con 

el fin de brindar certeza sobre la calidad de funcionario o ex funcionario del demandado y de 

su participación en la expedición del acto o en la acción u omisión dañina, determinante de la 

responsabilidad del Estado. 
 

ii) La existencia de una condena judicial, una conciliación, una transacción o de cualquier 

otra forma de terminación de conflictos que genere la obligación de pagar una suma de dinero 

a cargo del Estado. 

La entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar una suma de dinero 
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derivada de la condena judicial impuesta en su contra, en sentencia debidamente ejecutoriada, 

o de una conciliación o de cualquier otra forma de terminación de un conflicto. 

 
iii) El pago efectivo realizado por el Estado. 

La entidad pública tiene que acreditar el pago efectivo que hubiere realizado respecto de la 

suma dineraria que le hubiere sido impuesta por una condena judicial o que hubiere asumido 

en virtud de una conciliación. 

 
iv) La cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado por el Estado, 

como dolosa o gravemente culposa. 

La entidad demandante debe probar que la conducta del agente o ex agente del Estado fue 

dolosa o gravemente culposa conforme a las normas que para el momento de los hechos sean 

aplicables”. 

 
Como podemos ver la Sección Tercera del Consejo de Estado ha explicado que los 
tres primeros elementos son de carácter objetivo, y por tanto, están sometidos a las 
normas procesales vigentes al momento de la presentación de la demanda; y que en 
cambio, el cuarto elemento por ser de carácter subjetivo está sometido a la normativa 
vigente al momento de la ocurrencia de la acción u omisión determinante de la 
responsabilidad del Estado que generó el pago a su cargo y por cuya recuperación se 
adelanta la acción de repetición. 
 
Por ejemplo, en sentencia 43492 del 8 de febrero de 2017, con ponencia del 
Consejero Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, la Sección Tercera del Consejo de 
Estado explicó lo siguiente: 
 
“Ahora bien, la jurisprudencia de esta Corporación ha sido clara en señalar que, a fin de 

garantizar el derecho al debido proceso -artículo 29 de la C.P.-, la Ley 678 de 2001 se aplica 

en lo sustancial a los actos y hechos ocurridos con posterioridad a su entrada en vigencia -4 

de agosto de 2001, de modo que, si las actuaciones que dieron lugar a la demanda y 

posterior condena contra la entidad pública fueron anteriores a la expedición de la citada 

ley, las normas aplicables para dilucidar si el servidor público enjuiciado actuó con dolo o 

con culpa grave serán las vigentes al tiempo de la comisión de la conducta, que es la que 

constituye la fuente de su responsabilidad patrimonial frente al Estado (artículos 63 del C.C., 

6, 83, 90, 121, 122 y 124 de la Constitución Política), además de las funciones previstas en los 

reglamentos o manuales respectivos”. 
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Y en sentencia 25360 del 30 de abril de 2014, con ponencia de la Magistrada Dra. 
Stella Conto Díaz del Castilla, la Sección Tercera del Consejo de Estado dijo lo 
siguiente: 
 
“De acuerdo con lo anterior, cabe efectuar las siguientes precisiones: 

 

a) Si los hechos o actos que originaron la responsabilidad civil patrimonial del servidor 

público, son posteriores a la vigencia de Ley 678 de 2001, para determinar y enjuiciar la falla 

personal del agente público será aplicable esta normativa en materia de dolo y culpa grave, 

sin perjuicio de que dada la estrecha afinidad y el carácter “civil” que se le imprime a la 

acción en el artículo 2 de la misma ley, excepcionalmente se acuda al apoyo del Código Civil 

y a los elementos que doctrinal y jurisprudencialmente se han estructurado en torno a la 

responsabilidad patrimonial por el daño, en lo que no resulte irreconciliable con aquélla y los 

fundamentos constitucionales que estructuran el régimen de responsabilidad de los servidores 

públicos (artículos 6, 121, 122, 124 y 90 de la Constitución Política). 

 

b) Si los hechos o actuaciones que dieron lugar a la demanda y posterior condena contra la 

entidad, fueron anteriores a la expedición de la Ley 678 de 2001, las normas aplicables para 

dilucidar si se actuó con culpa grave o dolo serán las vigentes al tiempo de la comisión de la 

conducta del agente público que es la fuente de su responsabilidad civil frente al Estado. 

 

En síntesis, en armonía con el derecho constitucional al debido proceso la culpa grave o dolo 

en la conducta del agente público se debe estudiar conforme con las normas vigentes a la 

fecha o época en que se presentaron las acciones u omisiones que dieron lugar a la sentencia 

condenatoria contra el Estado o produjeron la conciliación que determinó el pago 

indemnizatorio a la víctima del daño. 

 

De otra parte, en cuanto a los aspectos procesales, es claro, que por tratarse de normas de 

orden público rigen hacía el futuro y con efecto general e inmediato, en aplicación de lo 

consagrado en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, conforme al cual “Las leyes 

concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores 

desde el momento en que deban empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a 

correr, y las situaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente 

al tiempo de su iniciación. 

 

Es decir, las nuevas disposiciones instrumentales de la Ley 678 de 2001 se aplican a los 

procesos iniciados con posterioridad a su vigencia y a los procesos en trámite tan pronto 

cobraron vigencia, sin perjuicio de que los términos que hubieren empezado a correr, y las 

actuaciones y diligencias iniciadas con antelación a la expedición de la nueva norma procesal 



 

 

 

Calle 30A No. 6-22 Oficina 1701 
PBX: +57 1 703 5224 
Celular: +57 310 3257629 
www.aceromontoya.com  
mauricio@aceromontoya.com 
Bogotá - Colombia 

culminen de conformidad con la ley procesal antigua. (…) 

 

En conclusión, en los aspectos sustantivos, particularmente en lo atinente al marco jurídico 

para calificar la conducta observada por los ex servidores demandados, entre el 23 de enero 

y el 3 de febrero de 1997, cuando se profirió la resolución M.D. 0028 y se puso en 

conocimiento de la interesada, la Sala no considerará las previsiones de la Ley 678 de 2001. 

Al margen de que este trámite desde sus inicios, como debía, ha seguido en todo las 

previsiones de la citada disposición. 

 

En ese orden de ideas, unas son las normas que se tomarán en cuenta para analizar la 

conducta de los demandado en los meses de enero y febrero de  1997 y otras las adoptadas 

para  la sustanciación y ritualidad del juicio”. 
 

Así las cosas, en el presente caso tenemos que los tres primeros elementos (los de 
carácter objetivo) están sometidos a Ley 1437 de 2011 - Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) por corresponder a la 
norma vigente al momento de la presentación de la demanda, ya que ésta fue 
presentada el día 10 de junio de 2016. 
 
Por su parte, el cuarto elemento (conducta dolosa o gravemente culposa) está 
sometido a las normas anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 678 
expedida el 3 de agosto de 2001, debido a que los hechos que dieron lugar a la 
condena impuesta en sentencia 41089 del 10 de julio de 2013 proferida por la Sala 
de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ocurrieron antes del 4 de 
agosto de 2001, es decir, antes de la entrada en vigencia de la Ley 678 citada. 
 
Lo anterior significa que tratándose de la verificación de la conducta dolosa o 
gravemente culposa, NO son aplicables las presunciones de los artículos 5 y 6 
de la Ley 678 de 20014, sino las definiciones contenidas en el artículo 63 del Código 

                                                        
4 Artículo 5. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del 
Estado. 
Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:  
1. Obrar con desviación de poder. 
2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que 
le sirve de fundamento. 
3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la 
decisión de la administración. 
4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad 
patrimonial del Estado. 
5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial. 
 
Artículo 6. Culpa grave. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la 
Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. 
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Civil5 armonizadas con lo previsto en los artículos 6 y 91 de la Constitución Política6 
sobre la responsabilidad de los servidores públicos, la asignación de funciones 
contemplada en los reglamentos o manuales respectivos y el concepto de buena fe 
contenido en la Constitución Política7 y en la Ley8. 
 
 
 

6. ARGUMENTOS DE DEFENSA 

 
Con base en las normas aplicables y reciente jurisprudencia sobre la materia, a 
continuación nos permitiremos explicar y soportar con pruebas, por qué la entidad 
demandante está equivocada al imputarle responsabilidad a los demandados, y así 
mismo, por qué mi representada, la señora Cecilia Duque Duque, NO puede ser 
declarada administrativamente responsable ni condenada a pagar las sumas de 
dinero solicitadas en la demanda.  
 

                                                                                                                                                                                              
Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas: 
1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho. 
2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable. 
3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable. 
4. Violar manifiesta e inexcusablemente el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención 
física o corporal. 
 

5 Artículo 63. Culpa y dolo. La ley distingue tres especies de culpa o descuido. 
Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o 
de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo. 
Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. 
Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. 
El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa. 
Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. 
Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. 
El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro. 
 

6 Artículo 6. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la 
misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
Artículo 91. En caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de alguna persona, el mandato superior no exime de 
responsabilidad al agente que lo ejecuta. 
Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, la responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la 
orden. 
 

7 Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá 
en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas. 
 

8 Código Civil, artículo 769. Presunción de buena fe. La buena fe se presume, excepto en los casos en que la ley establece la presunción contraria. 
En todos los otros, la mala fe deberá probarse. 
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En resumen, en el presente caso, si bien es cierto la parte demandante aportó una 
sentencia que contiene una condena judicial a su favor, no es cierto que dicha 
condena haya sido producto de la conducta de los aquí demandados en calidad de 
agentes del Estado. Además, en el expediente no obra prueba que demuestre el 
pago efectivo de dicha condena por parte de Artesanías de Colombia S.A. al señor 
Jairo Peña Robles, como tampoco obra prueba del actuar doloso o gravemente 
culposo atribuido a mi representada, la señora Cecilia Duque Duque.   
 
Así las cosas, a continuación primero nos referiremos a la falta de prueba del actuar 
doloso o gravemente culposo que la parte demandante le atribuye a Cecilia Duque 
Duque; luego, explicaremos que la condena impuesta por la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia obedeció a causas totalmente ajenas al 
actuar de mi representada; luego, aunque la buena fe se presuma, iremos más allá 
demostrando que mi representada actuó de buena fe y con toda la diligencia y 
cuidado que su cargo le exigía; y finalmente, pondremos de presente que no hay 
prueba del pago efectivo. 
 

 
6.1. NO HAY PRUEBA DEL ACTUAR DOLOSO NI GRAVEMENTE CULPOSO 

ATRIBUIDO A CECILIA DUQUE DUQUE  
 

Recordemos que en el presente caso, tal como ya lo explicamos en el literal d) del 
título 5 de esta contestación de demanda que se llama “RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICABLE”, el dolo o la culpa grave atribuida al agente del estado, por ser un 
elemento de carácter subjetivo, está sometido a la normativa vigente al momento de 
la ocurrencia de la acción u omisión determinante de la responsabilidad del Estado 
que generó el pago a su cargo y por cuya recuperación se adelanta la acción de 
repetición. 

 
Así las cosas, reiteramos que en el presente caso, la conducta dolosa o gravemente 
culposa atribuida a los demandados está sometida a las normas anteriores a la 
entrada en vigencia de la Ley 678 expedida el 3 de agosto de 2001, porque los 
hechos que dieron lugar a la condena impuesta en sentencia 41089 del 10 de julio de 
2013 proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 
ocurrieron antes del 4 de agosto de 2001, es decir, ocurrieron antes de la entrada 
en vigencia de la Ley 678 citada.  

 
En consecuencia, tratándose de la conducta dolosa o gravemente culposa como 
requisito para declarar responsables a los demandados, reiteramos que en el 
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presente caso NO son aplicables las presunciones de los artículos 5 y 6 de la Ley 
678 de 20019, normas sobre las cuales está equivocadamente soportada la demanda, 
sino que son aplicables las definiciones contenidas en el artículo 63 del Código Civil10 
armonizadas con lo previsto en los artículos 6 y 91 de la Constitución Política11 sobre 
la responsabilidad de los servidores públicos, la asignación de funciones contemplada 
en los reglamentos o manuales respectivos y el concepto de buena fe contenido en la 
Constitución Política12 y en la Ley13, normas que no fueron invocadas en la demanda 
y que no son el soporte de los argumentos de la entidad demandante.  

                                                        
9 Artículo 5. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del 
Estado. 
Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:  
1. Obrar con desviación de poder. 
2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que 
le sirve de fundamento. 
3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la 
decisión de la administración. 
4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad 
patrimonial del Estado. 
5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial. 
 
Artículo 6. Culpa grave. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la 
Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. 
Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas: 
1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho. 
2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable. 
3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable. 
4. Violar manifiesta e inexcusablemente el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención 
física o corporal. 
 

10 Artículo 63. Culpa y dolo. La ley distingue tres especies de culpa o descuido. 
Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o 
de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo. 
Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. 
Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. 
El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa. 
Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. 
Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. 
El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro. 
 
11 Artículo 6. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la 
misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
Artículo 91. En caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de alguna persona, el mandato superior no exime de 
responsabilidad al agente que lo ejecuta. 
Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, la responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la 
orden. 
 

12 Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá 
en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas. 
 

13 Código Civil, artículo 769. Presunción de buena fe. La buena fe se presume, excepto en los casos en que la ley establece la presunción contraria. 
En todos los otros, la mala fe deberá probarse. 
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Por lo anterior, se equivoca el apoderado de la entidad demandante cuando en la 
demanda dice que “Cabe señalar que La Ley 678 DE 2001, en su artículo sexto, cuando hay 

omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos 

determinada por error inexcusable…”. 

 
En conclusión, la entidad demandante se equivoca al invocar los artículos 5 y 6 de la 
Ley 678 de 2001 como normas aplicables en la verificación de la responsabilidad de 
los demandados, según los cuales el dolo y la culpa grave se presumen en los casos 
allí dispuestos, pues en este caso dichas circunstancias deben ser probadas. 

 
Ahora bien, explicado y reiterado que por la fecha de ocurrencia de los hechos que 
dieron lugar a la condena impuesta en sentencia 41089 del 10 de julio de 2013 
proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, es deber 
de Artesanías de Colombia S.A. probar que cada uno los demandados actuó con dolo 
o culpa grave, es necesario advertir que dicha entidad demandante NO APORTÓ 
PRUEBA QUE DEMUESTRE QUE CADA DEMANDADO ACTUÓ CON DOLO O 
CULPA GRAVE, y específicamente, ha de advertirse que NO APORTÓ PRUEBA 
QUE DEMUESTRE QUE CECILIA DUQUE DUQUE ACTUÓ CON DOLO O CULPA 
GRAVE.  

 
El apoderado de Artesanías de Colombia S.A. se limitó a indicar que la Sala de 
Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia calificó el actuar de la entidad de 
“caprichoso y arbitrario”, y creyó que con eso bastaba para que automáticamente, en la 

presente discusión, se concluyera que los demandados actuaron con dolo o culpa 
grave.  

 
Debe advertirse que aun cuando la demanda hace algunas referencias al dolo y a la 
culpa grave, lo cierto es que lo hace de una manera genérica, sin calificar de manera 
específica como dolosa o gravemente culposa alguna conducta de Cecilia Duque 
Duque ni de ninguno de los demandados; obsérvese que el apoderado de la entidad 
demandante no hace señalamientos exactos acerca de por qué considera que Cecilia 
Duque Duque actuó con dolo o culpa grave, y mucho menos, allega prueba de ello. 

 
De hecho se equivoca el apoderado de Artesanías de Colombia S.A, al creer que 
como en derecho laboral, tratándose de la sanción moratoria establecida por el 
artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, se presume la mala fe del empleador, 
entonces esa presunción se convierte automáticamente dentro de este proceso de 
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repetición, sin necesidad de un despliegue probatorio, en la prueba de la mala fe 
atribuida a los demandados.  

 
Se equivoca porque no existe norma ni jurisprudencia que establezca que en un 
proceso de repetición tramitado en la jurisdicción contenciosa administrativa, 
permita tener como probada la mala fe de los demandados (exfuncionarios), por el 
solo hecho de que en un proceso tramitado en la jurisdicción laboral, la mala fe de 
una entidad empleadora (no de sus exfuncionarios) haya sido concluida vía 
presunción, pues no es lo mismo la responsabilidad de una persona jurídica que 
ostenta la calidad de empleadora dentro de una relación laboral regida por el derecho 
privado, que la responsabilidad de un persona natural que prestó servicios a dicha 
persona jurídica y que está siendo juzgada de manera individual en virtud del medio 
de control de repetición ante la jurisdicción contenciosa administrativa. 

 
Por lo anterior, es errónea la afirmación de la demanda que, en cuanto a la mala fe, 
textualmente dice: “…situación que se encuentra probada en el fallo condenatorio a la 

entidad, lo cual descubre presencia de dolo”. 

 
Igualmente, la demanda es equivocada cuando dice que “los ex funcionarios fueron 

quienes expidieron el manual de funciones específicas y requisitos de los trabajadores, al 

igual que la certificación que afirma que el demandante ostentaba el cargo de profesional 

especializado, por lo cual sus acciones y omisiones en los actos administrativos generaron una 

sanción moratoria que derivó en un perjuicio a la administración”.  

 
Dicha afirmación es equivocada porque NO es cierto que los exfuncionarios aquí 
demandados hayan expedido la certificación del 13 de agosto de 1998, según la 
cual Jairo Peña Robles desempeñaba el cargo de Profesional de la Gerencia General, 
pues lo cierto es que esta errónea certificación fue expedida solo por la señora 
Cecilia del Pilar Escobar de Posada, quien se desempañaba como Profesional de 
Relaciones Industriales, y bajo supervisión del señor Fernando Rojas Fernández, 
quien se desempeñaba como Subgerente Administrativo y Financiero. 

 
Así las cosas, el hecho de que la señora Escobar de Posada haya expedido una 
certificación en la cual hizo constar un hecho que no corresponde a la realidad 
(téngase en cuenta que esa certificación dice que el señor Peña Robles se 
desempeñó en un cargo en el cual materialmente nunca se desempeñó), no 
constituye argumento válido para atribuir responsabilidad a todos los exfuncionarios 
de Artesanías de Colombia S.A. aquí demandados en virtud del medio de control de 
repetición, pues si la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se basó en dicha 
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certificación errónea para condenar a Artesanías de Colombia S.A. a través de la 
sentencia 41089 del 10 de julio de 2013, es evidente que dicha condena solo podría 
ser atribuida, en caso de hallarse probados todos los elementos de responsabilidad, a 
la persona que expidió aquella certificación y no a personas que no hayan 
participado ni contribuido a que ésta fuera emitida. 

 
Ahora bien, estando claro que la entidad demandada no hizo ningún esfuerzo por 
probar ni explicar el dolo ni la culpa grave atribuida a Cecilia Duque Duque; que 
dentro de este proceso judicial iniciado en virtud del medio de control de repetición, el 
dolo y la culpa grave NO se presumen porque NO son aplicables los artículos 5 y 6 
de la Ley 678 de 2001; y que la mala fe que se presume de un empleador en materia 
laboral al aplicar la sanción moratoria del artículo 65 del Código Sustantivo del 
Trabajo, no puede presumirse igual ni es prueba de la mala fe de quienes prestaban 
servicios para ese empleador; en todo caso en el siguiente título explicaremos y 
demostraremos que la condena impuesta a Artesanías de Colombia S.A. en sentencia 
41089 del 10 de julio de 2013, no fue causada por mi representada, la señora Cecilia 
Duque Duque, sino que se debió a otras causas totalmente ajenas a ella. 

 
 
 

6.2. LA CONDENA IMPUESTA POR LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FUE OCASIONADA POR CAUSAS 
TOTALMENTE AJENAS A CECILIA DUQUE DUQUE 
 

Adicional a que la parte demandante no explicó ni demostró el actuar supuestamente 
doloso o gravemente culposo atribuido a mi representada Cecilia Duque Duque, 
deberá advertirse que, en todo caso, las causas más determinantes de la condena 
impuesta por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a 
Artesanías de Colombia S.A. fueron las siguientes: 

 
 

6.2.1. Primera causa de la condena 
 
La condena fue causada por la certificación errónea expedida el 13 de agosto de 
1998 por la señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada, en su calidad de 
Profesional de Relaciones Industriales, en la cual hizo constar que el señor Jairo 
Peña Robles se desempeñó en el cargo de Profesional Especializado de Jurídica, de la 

Gerencia General.  
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La citada certificación fue causa determinante de la condena impuesta a 
Artesanías de Colombia S.A. porque en ella, la exfuncionaria Cecilia del Pilar 
Escobar de Posada (aquí demandada), dejó constancia de un hecho que no 
corresponde a la realidad, pues ella certificó que el señor Jairo Peña Robles se 
había desempeñado como Profesional Especializado de Jurídica, de la Gerencia 

General, aun cuando física, real y materialmente él nunca se desempeñó en un 
cargo especializado ni un cargo de que dependiera de la Gerencia General14. 
 
Infortunadamente para Artesanías de Colombia S.A., la señora Cecilia del Pilar 
Escobar de Posada, en ejercicio de su cargo, expidió la mencionada certificación 
contrariando el concepto emitido el 6 de noviembre de 1997 por la señora Gloria L. 
Rubiano López, en calidad de Jefe de Oficina Jurídica (E) del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, pues mientras el citado concepto aclaró que 
la nivelación salarial no se realizaba teniendo en cuenta relaciones de 
dependencia sino apreciando variables tales como grado, conocimiento 
profesional y especializado y responsabilidad implícita en la gestión, en la citada 
certificación, la señora Escobar de Posada certificó una nivelación salarial sin 
haber apreciado las citadas variables, pues lo cierto es que ella se limitó a escribir 
que el señor Jairo Peña Robles se había desempeñado como Profesional 

Especializado de Jurídica, de la Gerencia General, sin haber verificado cuáles eran sus 

títulos profesionales, sin haber comprobado sus conocimientos profesionales y 
especializados, sin haber analizado la responsabilidad que implicaban las funciones 
que él ejercía, sin determinar si su cargo dependía de la Gerencia General, y en 
general, sin motivación alguna. 
 
Igualmente, mientras el concepto del Departamento Administrativo de la Función 
Pública dispuso que “no es obligación de la entidad hacerle igual reclasificación de los 

demás, pues para dicha reclasificación se tuvieron en cuenta los requisitos, grados y 

responsabilidades de los diferentes cargos de la entidad… razón por la cual no se cumple la 

condición de “ante situaciones iguales se da un tratamiento jurídico desigual”, si el 

empleado no se encontraba en las mismas condiciones de quienes fueron reclasificados en 

el grado 18”, la señora Escobar de Posada, sin que existiera un soporte de que el 

cargo del señor Peña Robles se clasificaba en el grado 18, decidió otorgarle dicho 
grado a través de la ya referida certificación expedida el 13 de agosto de 1998. 
 

                                                        
14 De conformidad con el artículo 167 del Código General del Proceso, las negaciones indefinidas no requieren prueba, y cuando una de las partes 
niega indefinidamente un hecho, la carga de la prueba se invierte quedando en manos de la contraparte, de tal manera que si ésta quiere desvirtuar la 
negación indefinida, deberá aportar al menos una prueba que demuestre un hecho contrario al hecho negado indefinidamente. 
 



 

 

 

Calle 30A No. 6-22 Oficina 1701 
PBX: +57 1 703 5224 
Celular: +57 310 3257629 
www.aceromontoya.com  
mauricio@aceromontoya.com 
Bogotá - Colombia 

Adviértase que en el expediente no obra prueba que demuestre que el señor Peña 
Robles hubiera sido nombrado por la Gerencia Gerencial de Artesanías de 
Colombia S.A., ni de que hubiera sido nombrado en un cargo con carácter de 
especializado, y menos de que hubiera sido nombrado en un cargo con código 
3010 y grado 18, razón por la cual es claro que la certificación expedida el 13 de 
agosto de 1998 por la señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada, en su calidad de 
Profesional de Relaciones Industriales de Artesanías de Colombia S.A., contiene un 
error muy reprochable, el cual fue causa determinante en la condena impuesta en 
sentencia 41089 del 10 de julio de 2013 proferida por la Sala de Casación Laboral 
de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Como quiera que sea, lo cierto es que la citada certificación no fue un acto de 
reconocimiento de “profesional especializado” a favor de Jairo Peña Robles, sino 
un error cometido por Cecilia del Pilar Escobar de Posada. 

 
Adicionalmente, deberá tenerse en cuenta que esta certificación no contiene 
datos ciertos en cuanto a las fechas de ingreso y egreso ni en cuanto al cargo del 
señor Jairo Peña Robles, pues dice: 

 
- Que él ingresó el 10 de octubre de 1988 cuando lo cierto es que ingresó el 10 

de enero de 1989; 
 
- Que él ingresó al cargo de Profesional Especializado de Jurídica de la 

Gerencia General, cuando la realidad es que él ingresó como Profesional 
Auxiliar – Oficina Jurídica, ya que el cargo de profesional especializado se 
creó solo hasta el 5 de mayo de 1995, cuando fue expedido el Acuerdo 06. 

  
- Que él egresó el 21 de noviembre de 1998, lo cual carece de lógica porque se 

trata de una fecha posterior a la de expedición de la certificación, cuando lo 
cierto es que él egresó el 21 de noviembre de 1997. 

 
Y se debe tener en cuenta que esta certificación fue expedida y solo podía ser 
expedida por la señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada, en su calidad de 
Profesional de Relaciones Industriales de la Subgerencia Administrativa y 
Financiera, ya que, tal como consta en el Manual de Funciones de Trabajadores 
Oficiales contenido en la Resolución 157 del 4 de septiembre de 1995 aportado por 
la demandante, ella tenía, entre otras, las siguientes funciones: 
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- Proyectar los actos para la administración de personal de acuerdo con las 
instrucciones que imparta el Subgerente Administrativo y Financiero (más no 
de acuerdo con instrucciones impartidas por el Gerente General). 

 
- Llevar el registro de las situaciones administrativas de personal de la empresa, 

responder por el sistema de información de personal y expedir las 
respectivas certificaciones. 

 
- Administrar los sistemas de clasificación, remuneración y nomenclatura 

de empleos, conformación de la planta de personal y evaluación del 
desempeño, de acuerdo a los parámetros señalados por la Gerencia. 

 

- Absolver las consultas que en el área de su competencia le formulen las 
demás dependencias de la Empresa.  

 
Así las cosas, es evidente que si Cecilia del Pilar Escobar de Posada, en su calidad 
de Profesional de Relaciones Industriales de la Subgerencia Administrativa y 
Financiera de Artesanías de Colombia S.A., no hubiera expedido esta certificación 
errónea y contraria a la realidad, la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia no hubiera condenado a Artesanías de Colombia S.A. 
 
Y finalmente, vale la pena poner de presente que expedir certificados sobre cargos 
desempeñados por los trabajadores de Artesanías de Colombia S.A., nunca fue 
función de la señora Cecilia Duque Duque como Gerente General de dicha entidad, 
razón por la cual ella no participó, ni siquiera dando el visto bueno, en la expedición 
de la tan referida certificación errónea y contraria a la realidad expedida el 13 de 
agosto de 1997. 
 
Lo anterior se corrobora leyendo el artículo 27 del Decreto Nacional 1050 expedido 
el 5 de julio de 1968 (derogado por la Ley 489 del 29 de diciembre de 1998), el cual 
establecía las funciones de los gerentes de las empresas industriales y comerciales 
del Estado, dentro de las cuales no se encontraba la de emitir certificaciones en las 
cuales constara el cargo desempeñado y el tiempo laborado. Dicha norma disponía 
lo siguiente: 
 
“De las funciones de los gerentes, directores o presidentes de los establecimientos públicos 

y de las empresas industriales y comerciales del Estado. Son funciones de los gerentes, 

directores o presidentes de los establecimientos públicos y de las empresas industriales y 

comerciales del Estado las señaladas en las leyes y los estatutos respectivos. En particular 
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les corresponde: 

 

a) Dirigir, coordinar, vigilar y controlar el personal de la organización y la ejecución de las 

funciones o programas de esta y suscribir, como su representante legal, los actos y 

contratos que para tales fines deban celebrarse; y 

 

b) Rendir informes a la oficina de planeación del ministerio, en la forma que esta lo 

determine, sobre el estado de ejecución de los programas que corresponden al organismo; y 

al presidente de la república, a través del ministro respectivo, los informes generales y 

periódicos, o particulares que se les soliciten, sobre las actividades desarrolladas, la 

situación general de la entidad y las medidas adoptadas que puedan afectar el curso de la 

política del gobierno. 

 

Parágrafo.- En los decretos correspondientes se señalarán las condiciones que deben reunir 

los gerentes, directores o presidentes de los establecimientos públicos y de las empresas 

industriales y comerciales del Estado, y el régimen especial a que quedan sometidos en 

cuanto a responsabilidad, incompatibilidades y remuneración”. 

 
 

6.2.2. Segunda causa de la condena 
 
La condena fue causada por la interpretación dada por la Sala Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia a la certificación erróneamente expedida el 13 de agosto de 
1998 por la señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada y al oficio del 14 de marzo 
de 1996 también firmado por dicha exfuncionaria de Artesanías de Colombia S.A., 
pues dicha corporación entendió dichos documentos como actos de reconocimiento 
de un nuevo cargo. 
 
Previo a explicar porque la interpretación de dicha corporación es causante de la 
condena impuesta a la entidad aquí demandante, es importante tener en cuenta 
que la certificación expedida el 13 de agosto de 1998 por la señora Cecilia del 
Pilar Escobar de Posada dice que el señor Jairo Peña Robles desempeñó un cargo 
que realmente él no desempeñó (lo cual quedó debidamente explicado en el 
anterior numeral de este escrito), y que mediante oficio del 14 de marzo de 1996, 
esta misma señora Escobar de Posada solo remitió copia de una resolución al 
señor Peña Robles, pero nunca certificó cuál era su cargo, pues de hecho 
obsérvese que dicho oficio dice textualmente “su cargo” pero no especifica cuál 
cargo. 
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Reiterado lo anterior, habrá de advertirse el acertado análisis realizado por el 
Juzgado Quince Laboral del Circuito y la Sala Laboral de Descongestión del 
Tribunal Superior de Bogotá, en comparación con las conclusiones a las cuales 
llegó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, corporación 
que interpretó la certificación errónea expedida el 13 de agosto de 1998 por la 
señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada, como un reconocimiento del cargo de 
Profesional Especializado código 3010 grado 16 a favor del señor Jairo Peña 
Robles, aun cuando él nunca desempeñó física, real ni materialmente dicho cargo 
y aun cuando solo se desempeñó como Profesional código 3020 grado 12. 
 
Adviértase que tanto el citado Juzgado como la citada Sala del Tribunal, 
acertadamente consideraron que lo procedente era que el señor Jairo Peña 
Robles hubiera demandado en acción de nulidad ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa, el Acuerdo 06 del 5 de mayo de 1995 y/o la certificación salarial del 
28 de diciembre de 1995 mediante la cual la señora Cecilia Duque Duque, en 
calidad de Gerente General, informó que “a partir del mes de noviembre, su 

remuneración básica mensual será de $640.000”, ya que quizás estos actos 

administrativos serían los probablemente podrían contener la discriminación 
tantas veces por él alegada, actos que se presumen legales mientras no sea 
declarada su nulidad por autoridad competente; en cambio, la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia consideró que bastaba con decidir 
inaplicar este par de actos administrativos, y así, sin más ni más, nivelar 
salarialmente al señor Peña Robles, para finalmente, con base en ello, condenar a 
Artesanías de Colombia S.A.  
 
Al respecto, no debe perderse de vista que en la sentencia laboral de primera 
instancia, acertadamente el señor Juez concluyó lo siguiente: 
 
“En el sub judice, reclama el demandante un trato igualitario, en cuanto a salario se 

refiere, respecto de un grupo de profesionales que devengaron mayores ingresos 

salariales, arguye, que al igual que ellos, él también era profesional especializado, pero su 

asignación era la de un profesional sin especialidad. La anterior disyuntiva no es 

pertinente esclarecerla esta instancia, por la elemental y sencilla razón de encontrarse 

regulada la retribución salarial que devengaba el actor, dentro de un marco instituido 

por una actuación administrativa vigente, como es el acuerdo 06 del 5 de mayo de 1995, 
mediante el cual se adoptaron las funciones de las distintas dependencias de la demanda y 

la planta de personal de trabajadores oficiales que deben cumplirlas (folios 47, 48 y 49); 

ese acto administrativo como tal está revestido de la presunción de legalidad que le es 
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inherente a su expedición, hasta tanto no se declare su ineficacia mediante la nulidad 

respectiva, por lo tanto es obligatorio”.  
 
Además, obsérvese que mientras el Juzgado y la Sala del Tribunal acertadamente 
advirtieron que NO estaba probado que el señor Peña Robles hubiera realizado 
un trabajo igual o equiparable al de otros trabajadores, ni que él hubiera 
devengado un salario diferente a los de su mismo rango, e inclusive, adviértase 
que mientras la Sala del Tribunal señaló que no eran claros cuáles eran los 
términos de comparación que alegaba el actor como fundamento de la supuesta 
discriminación; por el contrario, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema 
de Justicia consideró que sí había quedado probado que el señor Jairo Peña 
Robles había desempeñado el cargo de Profesional Especializado código 3010 
grado 16, y que entonces sí estaba probada la discriminación salarial, lo cual 
consideró demostrado con la certificación errónea expedida el 13 de agosto de 
1998 por la señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada y el oficio remisorio del 14 
de marzo de 1996, pese a que ninguno de estos dos documentos dice 
expresamente que él hubiera ocupado el cargo de profesional especializado 3010 
grado 16, y pese a que no había ninguna prueba que demostrara que él se 
hubiera desempañado en dicho cargo real, física y materialmente. 
 
En efecto, obsérvese que en la sentencia 41089 del 10 de julio de 2013, la Sala la 
Corte Suprema de Justicia dijo textualmente lo siguiente: 
 
“De las pruebas hasta aquí analizadas, claramente se desprende que el actor se desempeñó 

como “profesional especializado”, sin embargo, de acuerdo al punto de partida de la 

controversia, el demandante recibió la remuneración correspondiente al cargo de 

“profesional” grado 12 (…) le correspondía a la demandada justificar porqué (sic) le 

aplicó al actor el salario de profesional grado 12, en tanto que, conforme con su propia 

certificación, el actor sí desempeñó el cargo de “profesional especializado”; como no lo 

hizo, no se requería de más consideraciones para acceder a la nivelación salarial (…) 

 
(…) la discusión del cargo ocupado por el actor quedó superada con la prueba 

proveniente de la propia demandada consistente en el certificación laboral de fecha 13 

de agosto de 1998 (fls.24 25), de donde se desprende claramente que el actor se 

desempeñó en el cargo de “profesional especializado” de la gerencia general, durante 

todo el tiempo de servicio. Certificación que concuerda en un todo con la documental 

visible a fls 26 y ss, de fecha 14 de marzo de 1996, en la que la misma entidad le remite al 

trabajador copia de las funciones asignadas al cargo de profesional especializado de 
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jurídica de la gerencia, con la aclaración de que tales funciones fueron adoptadas por la 

Resolución No. 154 del 4 de septiembre de 1995. 

 
Lo acabado de anotar, deja en evidencia que la empresa sí clasificó al actor en el cargo de 

profesional especializado, contrario a lo sostenido por la demandada en su defensa, Sin 

embargo, le reconoció el salario de profesional grado 12. (…) 
 

Precisado lo anterior, en aplicación del Acuerdo de Junta Directiva No. 06 del 5 de mayo 

de 1995, con vigencia a partir del 1º de junio de 1995, mediante el cual se fijaron los 

salarios a los cargos según el nivel, código y grado, al actor le correspondía recibir la 

asignación salarial perteneciente a la de profesional especializado, el cual sin duda fue el 

cargo desempeñado por él”. 

 
Así las cosas, se concluye que Jairo Peña Robles logró la reliquidación salarial y 
la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia le dio la razón bajo 
las siguientes reprochables circunstancias: 

 
- Sin probar su especialización, pues lo cierto es que nunca entregó 

oportunamente un diploma o acta de grado a Artesanías de Colombia S.A., y 
por ende, nunca demostró tal circunstancia. Además, debe tenerse en cuenta 
que aun habiendo puesto en conocimiento algún título de especialista, eso no 
obligaba a Artesanías de Clombia S.A. a asignarle el cargo de Profesional 
Especializado. 

 
- Sin desempeñar un cargo de carácter especializado, ni un cargo código 3010 

grado 18, ni dependiendo de la Gerencia General, pues nunca se ha 
demostrado, ni en el proceso laboral ni el presente proceso judicial, que él 
hubiera sido nombrado en un cargo de carácter especializado con código 3010 
grado 18, ni que hubiera sido nombrado por la Gerencia General.  
 

- Sin un acto administrativo en el cual constara su nombramiento por parte de la 
Gerencia General, y habiendo dependido siempre de la Subgerencia 
Administrativa de Artesanías de Colombia S.A. 

 
- Con base en una certificación errónea según la cual él se había 

desempeñado como Profesional Especializado de Jurídica, de la Gerencia 
General, la cual fue expedida cuando él ya ni siquiera trabajaba en Artesanías 
de Colombia S.A., pues él dejó de trabajar el 21 de noviembre de 1997 (no 21 
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de noviembre de 1998 como dice la certificación), y la certificación fue 
expedida el 13 de agosto de 1998. 

 
- Reconociendo la liquidación como Profesional Especializado código 3010 

grado 16, pese a que la demanda laboral se centró en que Jairo Peña Robles 
ocupó el cargo de profesional especializado código 3010 grado 18.  

 
- Reconociendo a Jairo Peña Robles el estatus de profesional especializado 

código 3010 grado 16, pero ordenando una liquidación con la remuneración de 
un profesional especializado código 3010 grado 18. 

 
- Sin estar vigente la Resolución 157 del 4 de septiembre de 1995, la cual fue 

derogada por la Resolución No. 084 expedida el 28 de abril de 1997. 
 

- Estando vigente y presumiéndose legal el Acuerdo 06 del 5 de mayo de 1995, 
el cual nunca fue demandado ante la jurisdicción contenciosa administrativa. 

 
En conclusión, una causa determinante de la condena impuesta a Artesanías de 
Colombia S.A. fue el hecho de que, a diferencia del Juzgado Quince Laboral del 
Circuito y la Sala Laboral de Descongestión del Tribunal Superior de Bogotá, la 
Sala de Casación Laboral Corte Suprema de Justicia hubiera dado validez a la 
certificación errónea expedida el 13 de agosto de 1998 por la señora Cecilia del 
Pilar Escobar de Posada, como si se tratara de un acto de  reconocimiento de un 
nuevo cargo, y al oficio emitido el 14 de marzo de 1996 por ella misma, como si la 
entrega de una resolución que contiene las funciones de un determinado cargo 
equivaliera, para quien la recibe, a un nuevo nombramiento en ese cargo.   

 
 

6.2.3. Tercera causa de la condena 
 
La condena fue causada por la deficiente defensa judicial llevada a cabo durante 
la instancia de casación por el abogado Felipe Iriarte Polanco como apoderado de 
Artesanías de Colombia S.A., es decir, durante una época en la cual Cecilia Duque 
Duque no era Gerente General de dicha entidad. 

 
En el proceso judicial iniciado con demanda laboral del señor Jairo Peña Robles, 
obsérvese que desde el 14 de mayo de 1999, día en que fue notificada dicha 
demanda a Artesanías de Colombia S.A., hasta el 27 de febrero de 2009, día en 
que la Sala Laboral de Descongestión del Tribunal Superior de Bogotá profirió 
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sentencia de segunda instancia, actuó el abogado Raimundo de Jesús Mendoza 
Arouni, a quien la señora Cecilia Duque Duque otorgó poder para representar 
judicialmente a Artesanías de Colombia S.A., y mientras él estuvo actuando, las 
sentencias de primera y segunda instancia fueron proferidas a favor de dicha 
entidad. 
 
Lo anterior deja claro que mientras la señora Cecilia Duque Duque fue Gerente 
de General de Artesanías de Colombia S.A., dicha entidad no fue condenada 
como consecuencia de la demanda laboral interpuesta por el señor Peña 
Robles. 
 
En efecto, obsérvese que en sentencia No. 264 dictada el 24 de octubre de 2003 
en audiencia de juzgamiento, el Juzgado Quince Laboral del Circuito de Bogotá 
resolvió: “Absolver a la parte demandada de todas las pretensiones invocadas por la parte 

demandante”.  

 
Y en sentencia del 27 de febrero de 2009, la Sala Laboral de Descongestión del 
Tribunal Superior de Bogotá decidió: “Confirmar la sentencia apelada en todas sus 

partes”.  

 
En cambio, adviértase que Artesanías de Colombia S.A. resultó condenada una vez 
que el 23 de julio 2009, la nueva Gerente General, señora Paola Andrea Muñoz 
Jurado, otorgó poder al abogado Felipe Iriarte Polanco para representar 
judicialmente a dicha entidad en la instancia de casación iniciada por la parte 
demandante, pues obsérvese que mediante sentencia No. 41089 proferida el 10 de 
julio de 2013 por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 
Artesanías de Colombia S.A. fue condenada. 
 
Ahora bien, estando claro que mientras Cecilia Duque Duque ostentó el cargo de 
Gerente General, y que mientras la defensa en el proceso laboral fue ejercida por el 
doctor Raimundo de Jesús Mendoza Arouni, las decisiones de primera y segunda 
instancia resultaron favorables a Artesanías de Colombia S.A., también deberá 
advertirse que el abogado Felipe Iriarte Polanco menospreció el caso y restó 
importancia al recurso extraordinario de casación presentado por el nuevo abogado 
nombrado por el señor Jairo Peña Robles, el doctor Winston Hermínsul Rubio 
Segura, tal como se concluye del análisis de las siguientes pruebas: 

 
- Informe de situación de contingencias de procesos judiciales del 25 de enero 

de 2010, en el cual el abogado Felipe Iriarte Polanco, respecto del proceso 
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laboral de Jairo Peña Robles, informa que “Las pruebas del expediente han 

apuntado a la absolución de Artesanías e Colombia S.A. La contingencia de pérdida 

es remota… En el caso improbable que la sentencia de Casación resultara adversa a 

Artesanías de Colombia S.A., es razonable estimar el valor a pagar por reliquidación 

de conceptos salariales y prestacionales, entre los años 1995 y 1997 (éste último en 

que terminó el contrato de trabajo), llegaría – con indexación o corrección 

monetaria, a una cifra aproximada a $25.000.000, cuando se resuelva la Casación”. 

 
Obsérvese que en este informe, el abogado Felipe Iriarte Polanco omitió 
poner de presente la contingencia constituida por la posible sanción 
moratoria que, con base en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, 
podía ser impuesta por el juez laboral, y además, se equivocó al indicar que 
la nivelación salarial pretendida por el señor Peña Robles podría ser 
liquidada desde el año 1995, pues lo cierto es que las pretensiones de dicho 
demandante siempre tendieron a lograr su reliquidación desde el año 1989, 
año en que el señor Peña ingresó a trabajar a Artesanías de Colombia S.A.  

 
- Pronunciamiento sobre el recurso extraordinario de casación presentado el 6 

de abril de 2010 por el abogado Felipe Iriarte Polanco, en el cual omitió 
atacar sustancialmente el numeral 5° del segundo cargo de casación 
consistente en que la sentencia de segunda instancia adolecía de error en la 
apreciación de las pruebas porque no había valorado la certificación 
expedida el 13 de agosto de 1998 por la Profesional de Relaciones 
Industriales, señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada, según la cual el 
señor Peña Robles se había desempañado en el cargo de Profesional 
Especializado, de Jurídica, de la Gerencia General. 
 
Obsérvese que respecto de dicha prueba, en el recurso extraordinario de 
casación, el apoderado del señor Peña Robles fue contundente y claro al 
afirmar lo siguiente: 
 
“Entonces salta a la vista, sin necesidad de reflexión ni esfuerzo algunos al respecto, 

la existencia de plena y contundente prueba sobre los siguientes hechos…  
 

…se desprende haberse desempañado Jairo Peña Robles, en el cargo de Profesional 

Especializado, de Jurídica, de la Gerencia General, su asignación inicial en 1995, 

debía ser la de la profesional especializado Código 3010, grado 16 y no la 

reconocida por la demandada, correspondiente a un profesional no especializado 

Código 3020, Grado 12.  
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Lo anterior basta para demostrar el craso error del Tribunal, al considerar no 

existir parámetros objetivos, para determinar la discriminación salarial a la cual 

estuvo sometido el actor y la diferencia de su salario en relación con los otros 

profesionales especializados, error craso y contundente pues se omitió toda la 

prueba arriba considerada, proveniente de la misma demandada, la cual fijó los 

cargos y sus asignaciones, certifica la calidad de profesional especializado del 

demandante…”. 

 
En cambio, al pronunciarse sobre el recurso extraordinario de casación, de 
manera ligera y desatinada, el abogado Iriarte Polanco solo dijo: (i) que el 
actor no había señalado la norma nacional notoriamente conculcada con la 
errónea apreciación de pruebas (como si el segundo cargo de casación 
hubiera estado basado en la aplicación errónea de una norma); (ii) que la 
técnica de casación exige señalar el medio probatorio erróneamente valorado 
(como si el casacionista no lo hubiera señalado claramente); (iii) que el actor 
formuló nuevos planteamientos (pero no señaló cuáles eran esos supuestos 
nuevos planteamientos); y que el actor no explicó en que consiste el principio 
de “a trabajo igual, salario igual” (como si el segundo cargo hubiera estado 

basado en dicho principio). 
 
Y lo más reprochable es que EL ABOGADO FELIPE IRIARTE POLANCO 
NADA DIJO SOBRE LA PRUEBA QUE EL CASACIONISTA SEÑALÓ 
COMO NO VALORADA POR EL JUEZ Y EL TRIBUNAL, pues lo cierto es 
que él no atacó, criticó, reprochó la certificación errónea expedida por la 
señora Cecilia del Pilar Escobar de Posada en calidad de Profesional de 
Relaciones Industriales de Artesanías de Colombia S.A. (no expedida por 
Cecilia Duque Duque), en la cual quedó certificado de manera equivocada 
que el señor Jairo Peña Robles se había desempeñado como Profesional 
especializado de la Oficina Jurídica, dependiendo de la Gerencia General, y 
certificación errónea que contenía datos no correspondientes con la 
realidad (recordemos que la realidad es que Peña Robles ingresó el 10 de 
enero de 1989 al cargo de Profesional Auxiliar – Oficina Jurídica, mientras 
que erróneamente la certificación dice que él ingresó el 10 de octubre de 
1988 al cargo de Profesional Especializado de Jurídica de la Gerencia 
General).      

 
- Informe del 23 de agosto de 2011 mediante el cual el abogado Felipe Iriarte 

Polanco informó a la Gerente General del momento, señora María Fernanda 
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Valencia Fálquez, que “la demanda de casación no ofrece argumentos de 

importancia”.  
 

Además de estar demostrado que el abogado Iriarte Polanco restó importancia al 
recurso extraordinario de casación presentado por el demandante, y 
especialmente, estar probado que no dio la relevancia debida al cargo segundo 
sustentado en dicho recurso, ha de advertirse que, por lo menos para la época de 
los hechos, dicho profesional carecía de experiencia como apoderado en 
instancia de casación.  

 
Finalmente, no sobra poner de presente que durante el tiempo en que el abogado 
Felipe Iriarte Polanco fue apoderado de Artesanías de Colombia S.A. en el proceso 
laboral en cuestión, dicho profesional se desempeñó en el mismo cargo que había 
ocupado el señor Jairo Peña Robles (demandante en el proceso laboral en 
cuestión), y que hasta el momento de su renuncia, el señor Iriarte recibió la 
remuneración correspondiente a profesional Código 3020 Grado 12, es decir, la 
misma que recibió el señor Peña Robles.  
 
Lo anterior ha de ponerse de presente porque el punto de partida de la discusión 
dada dentro del proceso laboral en cuestión, fue justamente el trato desigual que 
supuestamente implicaba para Peña Robles recibir la remuneración de profesional 
código 3020 grado 12, lo cual significa que una sentencia condenatoria como la 
que, en efecto, profirió la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia, podría favorecer al abogado Felipe Iriarte Polanco en una eventual 
reclamación que en el mismo sentido él llegara a iniciar en contra de Artesanías de 
Colombia S.A., y que a contrario sensu, una sentencia absolutoria como las 
proferidas en primera y segunda instancia, le desfavorecerían.  

 
Así las cosas, teniendo en cuenta que en dicho caso podría llegarse a configurar un 
conflicto de intereses, resulta criticable que el doctor Iriarte Polanco no se hubiera 
declarado impedido para atender la defensa en la instancia de casación.  

 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia dio prevalencia a lo 
formal sobre lo sustancial, e infortunadamente, el abogado Iriarte Polanco no hizo 
nada al respecto, pues es innegable que dicha corporación dio validez a un papel 
en el cual la Profesional de Relaciones Industriales de Artesanías de Colombia S.A. 
hizo constar equivocadamente que Jairo Peña Robles se había desempañado 
como Profesional Especializado de Jurídica de la Gerencia General, y que el 
abogado nunca puso de presente que desde el punto de vista sustancial y material 
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no había prueba de que el señor Peña Robles se hubiera desempeñado como 
profesional especializado ni dependiendo de la Gerencia General. 

 
Al respecto, se destacan los siguientes apartes de la sentencia 41089 del 10 de 
julio de 2013 proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia:  
 
“(…) la planta de cargos de trabajadores oficiales de la demandada estaba dentro del 

marco establecido en la R. No. 157 del 4 de septiembre de 1995 y el Acuerdo 06 de mayo de 

1995, de folios 23, 29, 44 y 47, premisa esta que no es motivo de desavenencia por parte del 

recurrente (…). 

 

También, el impugnante menciona como mal apreciada la certificación de folio 24, de fecha 

13 de agosto de 1998, proveniente de la demandada; efectivamente, esta prueba acredita 

que el actor se desempeñó en la entidad demandada, desde el 10 de octubre de 1988 hasta 

el 21 de noviembre de 1998, en el cargo de “profesional especializado”, de jurídica, de la 

gerencia general con las funciones que allí se indican. 

 

De las pruebas hasta aquí analizadas, claramente se desprende que el actor se desempeñó 

como “profesional especializado”, sin embargo, de acuerdo con el punto de partida de la 

controversia, el demandante recibió la remuneración correspondiente al cargo de 

“profesional”, grado 12”.  

 
En suma, la señora Cecilia Duque Duque, quien ejerció el cargo de Gerente 
General antes de que el abogado Felipe Iriarte Polanco empezara a actuar como 
apoderado de Artesanías de Colombia S.A. dentro del proceso laboral en cuestión, 
por obvias razones temporales, no es quien debe asumir responsabilidad por 
eventual daño que hubiere podido causar la deficiente defensa técnica llevada a 
cabo por el citado apoderado, pues adicional a ello, debe resaltarse que mientras el 
proceso laboral estuvo bajo la responsabilidad de mi representada, tanto el Juez 
Quince Laboral del Circuito de Bogotá como la Sala Laboral de Descongestión del 
Tribunal Superior de Bogotá, fallaron a favor de Artesanías de Colombia S.A.  

 
 

6.2.4. Cuarta causa de la condena 
 
La condena fue causada por la negligencia de Artesanías de Colombia S.A., 
entidad que nunca hizo nada por corregir, modificar o revocar la certificación 
errónea expedida el 13 de agosto de 1998 por la señora Cecilia del Pilar Escobar 
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de Posada; entidad que nunca tachó de falsa dicha certificación dentro del proceso 
laboral; y entidad que nunca analizó si, al menos, había una remota posibilidad de 
denunciar con éxito la falsedad ideológica de dicho documento para luego solicitar 
la anulación o revisión de la sentencia de casación. 
 
En suma, Artesanías de Colombia S.A. simplemente dejó que el trámite y la 
decisión de la instancia de casación sucedieran sin su intervención, sin su crítica, 
sin su gestión; dicha entidad OMITIÓ adelantar todas las gestiones pertinentes y 
conducentes  dirigidas a enervar la decisión adversa de la H. Corte.   

 
 
 

6.3. CECILIA DUQUE DUQUE ACTUÓ CON BUENA FE Y CON TODA LA 
DILIGENCIA Y CUIDADO QUE SU CARGO LE EXIGÍA – NO HUBO DOLO NI 
CULPA GRAVE EN SU ACTUAR 
 

Lo primero a tener claro en este punto es que el actuar de buena fe de la señora 
Cecilia Duque Duque se presume y no requiere prueba porque así lo dispone el 
artículo 83 de la Constitución Política: 

 
“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los 

postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten 

ante éstas”. 

 
Sin embargo, aun cuando el actuar de buena fe de mi representada se presume, y por 
ende, no es necesario demostrar la diligencia y cuidado con que ella actuó respecto 
de las reclamaciones de nivelación salarial elevadas por el señor Jairo Peña Robles, 
queremos a ir más allá y explicar con pruebas cómo ella actuó con toda la diligencia y 
cuidado que su cargo le exigía, y por lo tanto, ratificar que no hubo dolo ni culpa grave 
en su actuar. 
 
El primer actuar diligente y cuidadoso adoptado por la señora Cecilia Duque Duque 
consistió en que mientras ostentó el cargo de Gerente General de Artesanías de 
Colombia S.A., ella siempre actuó acatando el contenido del contrato de trabajo 
suscrito por Jairo Peña Robles, según el cual él ingresó como profesional auxiliar de 
la Oficina Jurídica (ver cláusula primera de dicho contrato); siempre actuó sin perder 
de vista que dicho contrato nunca fue modificado para nombrarlo como profesional 
especializado; y siempre tuvo claro que el cargo de profesional auxiliar de la Oficina 
Jurídica nunca encajó en el código 3010. 
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Otro actuar diligente y cuidadoso adoptado por la señora Cecilia Duque Duque 
consistió en que el 30 de septiembre de 1997, ella solicitó concepto sobre el tema de 
Jairo Peña Robles a la Oficina Jurídica del Departamento Administrativo de la Función 
Pública, actuación que, siendo muy importante para resolver las reclamaciones 
presentadas por dicho señor, nunca fue adoptada por ninguno de los otros 
funcionarios que antes habían tenido a cargo el asunto; ella fue la única que fue más 
allá y decidió solicitar dicho concepto. 
 
En efecto, con la citada solicitud, mi representada logró que el 6 de noviembre de 

1997, la señora Gloria L. Rubiano López, en calidad de Jefe de Oficina Jurídica 
(E) del Departamento Administrativo de la Función Pública, emitiera concepto al 
respecto, lo que significa que con su gestión Cecilia Duqie Duque obtuvo una 
directriz proveniente de una autoridad competente que sirviera de soporte para 
dar respuesta a las tan insistentes solicitudes de Jairo Peña Robles. 

 
Téngase en cuenta que en el referido concepto, la Oficina Jurídica del Departamento 
Administrativo de la Función Pública indicó lo siguiente: 

 
- Que por regla general, los servidores de las empresas de economía mixta son 

trabajadores oficiales, los cuales “se rigen en materia prestacional y salarial por la 

convención colectiva, contrato de trabajo o, en su defecto, por lo que dispongan los 

estatutos de la entidad”, y que por excepción, los de confianza y manejo son 

empleados públicos;  
 
- Que la nivelación no se realiza teniendo en cuenta relaciones de 

dependencia sino apreciando variables tales como grado, conocimiento 
profesional y especializado, responsabilidad implícita en la gestión, etc.; y 

 
- Que “no es obligación de la entidad hacerle igual reclasificación de los demás, pues para 

dicha reclasificación se tuvieron en cuenta los requisitos, grados y responsabilidades de 

los diferentes cargos de la entidad… razón por la cual no se cumple la condición de “ante 

situaciones iguales se da un tratamiento jurídico desigual”, si el empleado no se 

encontraba en las mismas condiciones de quienes fueron reclasificados en el grado 18”.  

 
Así las cosas, diligente y cuidadosamente, la señora Cecilia Duque Duque actuó de 
conformidad con lo preceptuado por la Oficina Jurídica del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, es decir, sin desconocer que la relación entre 
Jairo Peña Robles y Artesanías de Colombia S.A. se regía por el contrato de trabajo 
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suscrito el 10 de enero de 1989, según el cual él ingresó como profesional auxiliar de 
la Oficina Jurídica (ver cláusula primera del contrato de trabajo), más no como Jefe de 
la Oficina Jurídica ni en un cargo que dependiera de la Gerencia General; que aún 
bajo la hipótesis de que él hubiera desempeñado un cargo dependido de la Gerencia 
General, en todo caso la nivelación no se debía realizar teniendo en cuenta 
relaciones de dependencia sino apreciando variables tales como grado, 
conocimiento profesional y especializado, responsabilidad implícita en la gestión, etc.; 
y que al no ser cierto que el señor Peña Robles se encontrara en las mismas 
condiciones de quienes fueron reclasificados en el grado 18, no había lugar a la 
nivelación porque no se cumplía la condición de que “ante situaciones iguales se da un 

tratamiento jurídico desigual”. 
 

Cecilia Duque Duque siempre actuó respetando la vigencia y presunción de legalidad 
del Acuerdo 06 del 5 de mayo de 1995 y reconociendo que la Resolución 157 del 4 de 
septiembre de 1995 había sido derogada por la Resolución 048  de 1997, pues en su 
calidad de Gerente General de Artesanías de Colombia S.A. era su deber aplicar 
dicho acuerdo y aceptar que la Resolución 157 citada había desaparecido del mundo 
jurídico, so pena de incurrir en faltas disciplinarias y/o penales. Lo anterior es 
independiente al hecho de que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia haya decidido inaplicar el Acuerdo 06, quizás, porque dicha corporación sí 
estuviera facultada para hacerlo.  
 
Además, se destaca que mientras Cecilia Duque Duque ejerció como Gerente 
General de Artesanías de Colombia S.A., dio a Jairo Peña Robles respuestas 
adecuadas y oportunas a sus solicitudes. Veamos:   

 
▪ Mediante oficio del 28 de agosto de 1995, Cecilia Duque Duque dio respuesta a una 
petición de nivelación salarial presentada el 9 de agosto de 1995 por Jairo Peña 
Robles, explicándole claramente (i) que los niveles salariales de cada cargo se 
asignan con base en la apreciación objetiva de múltiples variables y no con base en 
una apreciación subjetiva; (ii) que sus funciones no eran equiparables con las de otros 
cargos del nivel profesional porque su cargo no participaba directamente en los 
resultados económicos de la empresa e implicaba menor grado de compromiso, 
esfuerzo y responsabilidad; (iii) que además, en el campo jurídico ya había un asesor 
permanente, el doctor Raimundo Mendoza, y unos abogados asignados para cada 
uno de los procesos de la entidad; (iv) que los cargos y grados se compensaron 
diferencialmente con base en criterios técnicos de remuneración y principios de 
equidad, y que por ello, no podía afirmarse que entre los mismos existiera similitud de 
condiciones, requisitos, funciones y responsabilidades, y por ende, no podía 
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concluirse que merecieran igual remuneración; y (v) que muy distinto es que por 
méritos personales, científicos, técnicos, intelectuales y morales, fuera posible 
ascender en rangos salariales.  
 
▪ Mediante oficio del 31 de agosto de 1998, Cecilia Duque Duque dio respuesta a la 
petición con radicado No. 400360 del 13 de julio de 1998 presentada por Jairo Peña 
Robles, (i) poniendo primero de presente que él no había manifestado inconformidad 
respecto de la respuesta del 28 de agosto de 1995; (ii9 aclarando que los acuerdos 
06 y 09 de 1995 habían permitido discrecionalidad para denominar y asignar cargos 
sin lesionar derechos adquiridos, tal como se había hecho en el caso de Peña Robles, 
a quien se le remuneró según sus funciones, responsabilidades, conocimientos, 
especializaciones, antigüedad, propiedad en el cargo y productividad en la gestión; 
(iii) recordándole que él nunca había sido clasificado como profesional especializado 
ni que nunca se había hecho una modificación en tal sentido a su contrato laboral; y 
(iv) transcribiéndole copia del oficio del 6 de noviembre de 1997 suscrito por la señora 
Gloria L. Rubiano López, en calidad de Jefe de Oficina Jurídica (E) del Departamento 
Administrativo de la Función Pública. 
 
Debe tenerse en cuenta que mi representada NO tuvo conocimiento de la 
certificación errónea expedida el 13 de agosto de 1998 por Cecilia del Pilar Escobar 
de Posada, razón por la cual las respuestas dadas por mi representada a las 
reclamaciones del señor Peña Robles, siempre estuvieron soportadas en el contenido 
del contrato de trabajo y en las normas vigentes que le eran aplicables a dicho 
contrato, más no en el contenido de dicha certificación que, como quiera que sea, al 
día de hoy sigue conteniendo datos no acordes con la realidad.  
 
Y en todo caso, lo cierto es que mientras mi representada fue Gerente General de 
Artesanías de Colombia S.A. sucedió lo siguiente a favor del señor Jairo Peña 
Robles: 

 
- El 5 de octubre de 1995 fue expedida la Resolución 182 mediante la cual se 

resolvió “Reconocer a JAIRO PEÑA ROBLES, con cédula de ciudadanía No. 19.437.612 

de Bogotá, un porcentaje equivalente al 30% de la asignación básica mensual como Prima 

Técnica, a partir del mes de septiembre de 1995”; y  

 
- El 28 de diciembre de 1995, se le informó al señor Peña Robles que “con nuestro 

propósito de retribuir su eficiencia y desempeño en el trabajo, a partir del mes de 

noviembre, su remuneración básica mensual será de $640.000”.  
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Ahora bien, el actuar diligente y cuidadoso de mi representada también se concluye al 
advertir que en el proceso laboral iniciado por demanda del señor Peña Robles, la 
defensa de Artesanías de Colombia S.A. fue exitosa mientras Cecilia Duque 
Duque ejerció como Gerente General de dicha entidad, tiempo durante el cual 
actuó como apoderado el doctor Raimundo de Jesús Mendoza Arouni, y dejó de ser 
exitosa, cuando otras personas ocuparon el cargo de Gerente General y fue 
apoderado el abogado Felipe Iriarte Polanco.  

 
Al observar las pruebas aportadas con la demanda, es notorio que las decisiones 
judiciales de primera y segunda instancia resultaron favorables a Artesanías de 
Colombia S.A. y que dichas instancias se tramitaron mientras mi representada ostentó 
el cargo de Gerente General; como también es notorio que la sentencia de casación 
fue desfavorable y que su trámite se dio mientras Cecilia Duque Duque ya no ejercía 
como Gerente General. 
 
Y es que si bien es cierto que la sentencia proferida por la Sala de Casación Laboral 
de la Corte Suprema de Justicia menciona que Artesanías de Colombia S.A. 
“desconoció su propia escala salarial, por lo que su proceder, evidentemente, fue caprichoso y 

arbitrario”, también es cierto que esta providencia NO afirma que el actuar de 
Cecilia Duque Duque hubiera sido caprichoso y arbitrario como pretende hacerlo 
ver el apoderado de la parte aquí demandante.  
 
Lo anterior ha de tenerse en cuenta porque el hecho de que un operador judicial 
califique de caprichoso y arbitrario el actuar de una entidad al proferir una providencia 
judicial, no significa que el actuar de los funcionarios de dicha entidad quede 
automáticamente calificado igual, de tal manera que en el presente caso, no puede 
concluirse que el actuar de Cecilia Duque Duque fue caprichoso y arbitrario solo 
porque la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia calificó de esta 
manera el actuar de Artesanías de Colombia S.A. 
 
Finalmente, solicito tener en cuenta la sentencia del 10 de febrero de 2016 proferida 
por la Sección Tercera del Consejo de Estado, C.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano 
Barrera, expediente 40258: 
 

“Ante tal perspectiva probatoria, nótese que, aun cuando se encuentra acreditada la condena 

impuesta el 18 de noviembre de 2004 al municipio de Dolores por el Tribunal Administrativo 

del Tolima, con ocasión del proceso de reparación directa adelantado por el ciudadano 

Secundino Rodríguez Rodríguez en contra del mencionado ente territorial, así como el 

correspondiente desembolso de los dineros destinados a sufragar la antedicha obligación, no 
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se encuentran elementos de juicio que demuestren el supuesto dolo o la culpa grave 
atribuidos en el libelo demandatorio a la señora Mercedes Ibarra Vargas. 

  

A lo anterior se debe agregar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 177 del 

Código de Procedimiento Civil, “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 

normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. Así las cosas, la parte 

demandante no cumplió con la carga probatoria que le impone esta norma, toda vez que –

bueno es insistir en ello– no allegó al proceso prueba idónea y eficaz para acreditar que el 

dolo o la culpa grave en el cual -según aquella- habría incurrido la señora Mercedes Ibarra 

Vargas con ocasión del retardo en el pago de unas prestaciones sociales del señor Secundino 

Rodríguez Rodríguez. 

 

Al respecto, debe destacarse que el sólo hecho del pago tardío de las prestaciones sociales 

reclamadas por el señor Secundino Rodríguez Rodríguez no prueba, per se, que el retardo o la 

mora se haya debido a un obrar doloso o gravemente culposo de la acá demandada, de quien 

ni siquiera se probó que fuera la responsable de que el pago se hiciera dentro de la 

oportunidad establecida para ello.  

  

Aunado a lo anterior, debe advertirse que dentro del encuadernamiento NO reposa manual de 

funciones alguno del cual se desprenda que la obligación de cancelarle las prestaciones 

sociales al señor Rodríguez Rodríguez le correspondiera a la demandada; es más, ni siquiera 

se logró establecer en cabeza de cuál funcionario radicaba dicho contenido obligacional, esto 

es, si a cargo de un tesorero, pagador, contador, etc. 

  

Por último, debe advertirse que si bien en la sentencia de reparación directa que dio origen a 

la presente acción de repetición se efectuó una relación de pruebas, lo cierto es que al juez le 

corresponde valorar y sopesar las pruebas que militan en el plenario, con miras a formarse 

su propio juicio acerca del asunto debatido, pues considerar “acreditados los hechos tenidos 

como ciertos en la motivación de una sentencia proferida en otro proceso, podría suscitar 

eventos ‘incompatibles con principios básicos de derecho procesal, pues entonces no sería el 

juez de la causa a quien correspondería valorar y analizar las pruebas para formar su propia 

convicción sobre los hechos controvertidos…”. 

 
En conclusión, aunque el actuar de buena fe por parte de Cecilia Duque Duque se 
presume, hemos demostrado que ella actuó de buena fe y con toda la diligencia y 
cuidado que el cargo de Gerente General le exigía, razón por la cual está demostrado 
que su actuar no fue doloso ni gravemente culposo. 
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6.4. NO ESTÁ PROBADO EL PAGO EFECTIVO  
 
En el presente caso no está probado el pago efectivo de la condena aducida por la 
parte demandante. 
 

 
 

7. PRUEBAS 

 
7.1. Pruebas documentales aportadas con la contestación de la demanda 
 

7.1.1. Contrato de trabajo suscrito el 10 de enero de 1989 por Jairo Peña 
Robles y Artesanías de Colombia S.A. 
 

7.1.2. Oficio DP-453 del 7 de noviembre de 1989 mediante el cual Artesanías de 
Colombia S.A. informó a Jairo Peña Robles que partir del 4 de diciembre 
de 1989 asumiría las funciones en calidad de encargo de jefe de 
contratos y cartera.  

 
7.1.3. Oficio DRH-165 del 23 de marzo de 1990 mediante el cual Artesanías de 

Colombia S.A. informó a Jairo Peña Robles que a partir del 26 de marzo  
de 1990 asumiría el cargo de Jefe de la Oficina Jurídica. 

 
7.1.4. Acuerdo 08 de 1992 de la Junta Directiva de Artesanías de Colombia S.A. 

 
7.1.5. Escrito informativo del 28 de octubre de 1993 mediante el cual el señor 

Gustavo Adolfo Ramírez Ariza, en calidad de Gerente General 
encargado, informó al señor Jairo Peña Robles que su cargo había sido 
asimilado al de Profesional de la Oficina Jurídica. 

 
7.1.6. Escrito del 28 de julio de 1995 mediante el cual la señora Cecilia Duque 

Duque, en calidad de Gerente General, informó al señor Jairo Peña 
Robles que había sido objeto de una nivelación salarial. 

 
7.1.7. Escrito del 1º de agosto de 1995 mediante el cual el señor Jairo Peña 

Robles solicitó el reconocimiento de una prima técnica. 
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7.1.8. Escrito del 28 de agosto de 1995 mediante el cual la señora Cecilia 
Duque Duque, en calidad de Gerente General, dio respuesta a una 
petición de nivelación salarial del señor Jairo Peña Robles. 

 
7.1.9. Escrito del 26 de septiembre de 1995 mediante el cual la señora Cecilia 

Duque Duque, en calidad de Gerente General, informó a Jairo Peña 
Robles el reconocimiento de una prima técnica. 

 
7.1.10. Resolución del 5 de octubre de 1995 mediante la cual fue reconocida una 

prima técnica al señor Jairo Peña Robles. 
 

7.1.11. Escrito del 28 de diciembre de 1995 mediante el cual la señora Cecilia 
Duque Duque, en calidad de Gerente General, informó a Jairo Peña 
Robles que su asignación básica mensual sería de $640.000. 

 
7.1.12. Circular del 14 de marzo de 1996 proferida por Cecilia del Pilar Escobar 

de Posada, Profesional de Relaciones Industriales de la Subgerencia 
Administrativa y Financiera. 

 
7.1.13. Escrito del 31 de diciembre de 1996 mediante el cual el señor Jairo Peña 

Robles solicitó una nivelación salarial. 
 

7.1.14. Resolución No. 084 expedida el 28 de abril de 1997. 
 

7.1.15. Escrito del 30 de septiembre de 1997 mediante el cual Cecilia Duque 
Duque solicitó concepto a la Oficina Jurídica del Departamento 
Administrativo de la Función Pública. 

 
7.1.16. Concepto emitido el 6 de noviembre de 1997 por la señora Gloria L. 

Rubiano López, en calidad de Jefe de Oficina Jurídica (E) del 
Departamento Administrativo de la Función Pública. 

 
7.1.17. Escrito del 10 de julio de 1998 mediante el cual Jairo Peña Robles solicitó 

reliquidación y pago de los salarios, prestaciones legales y 
convencionales. 

 
7.1.18. Certificación expedida el 13 de agosto de 1998 suscrita por Cecilia del 

Pilar Escobar de Posada, en calidad de Profesional de Relaciones 
Industriales. 
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7.1.19. Escrito del 31 de agosto de 1998 mediante el cual la señora Cecilia 

Duque Duque, en calidad de Gerente General, dio respuesta a una 
petición de Jairo Peña Robles. 

 
7.1.20. Contrato de prestación de servicios suscrito el 21 de diciembre de 1999, 

entre Artesanías de Colombia S.A. y el abogado Raimundo Mendoza 
Arouni, con el objeto de representar a dicha entidad en el proceso laboral 
instaurado por Jairo Peña Robles. 

 
7.1.21. Acta de liquidación del contrato de prestación de servicios suscrito el 21 

de diciembre de 1999, entre Artesanías de Colombia S.A. y el abogado 
Raimundo Mendoza Arouni, suscrita el 6 de octubre de 2009. 
 

7.1.22. Acta de diligencia de notificación personal de la demanda interpuesta 
Jairo Peña Robles efectuada el 14 de mayo de 1999. 

 
7.1.23. Acta de la tercera audiencia de trámite llevada a cabo el 29 de marzo de 

2000 en el Juzgado Quince Laboral del Circuito. 
 

7.1.24. Acta de la continuación de la tercera audiencia de trámite llevada a cabo 
el 27 de junio de 2000 en el Juzgado Quince Laboral del Circuito. 
 

7.1.25. Acta de la continuación de la tercera audiencia de trámite llevada a cabo 
el 30 de noviembre de 2000 en el Juzgado Quince Laboral del Circuito. 
 

7.1.26. Acta de la continuación de la tercera audiencia de trámite llevada a cabo 
el 15 de marzo de 2001 en el Juzgado Quince Laboral del Circuito. 

 
7.1.27. Sentencia No. 264 del 24 de octubre de 2003 proferida por el Juez 

Quince Laboral del Circuito en audiencia de juzgamiento. 
 

7.1.28. Sentencia del 27 de febrero de 2009 proferida por Sala Laboral de 
Descongestión del Tribunal Superior del Distrito Judicial. 

 
7.1.29. Recurso extraordinario de casación presentado el 19 de marzo de 2009 

por el apoderado de Jairo Peña Robles. 
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7.1.30. Poder del 23 de julio de 2009 otorgado por Paola Andrea Muñoz Jurado, 
en calidad de Gerente General de Artesanías de Colombia S.A., al 
abogado Felipe Iriarte Polanco. 

 
7.1.31. Informe de situación contingencias procesos judiciales del 25 de enero de 

2010 suscrito por el abogado Felipe Iriarte Polanco. 
 

7.1.32. Escrito de oposición al recurso extraordinario de casación presentado el 6 
de abril de 2010 por el abogado Felipe Iriarte Polanco. 

 
7.1.33. Informe sobre el proceso laboral iniciado por demanda de Jairo Peña 

Robles, emitido el 24 de mayo de 2010 por el abogado Felipe Iriarte 
Polanco, dirigido a la Gerente General, señora Paola Andrea Muñoz 
Jurado. 

 
7.1.34. Informe sobre el proceso laboral iniciado por demanda de Jairo Peña 

Robles, emitido el 23 de agosto de 2011 por el abogado Felipe Iriarte 
Polanco, dirigido a la Gerente General, señora María Fernanda Valencia 
Fálquez. 

 
7.1.35. Sentencia No. 41089 proferida el 10 de julio de 2013 por la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 
 

7.1.36. Resolución 157 del 4 de septiembre de 1995. 
 

 
 

7.2. Prueba documental que se solicita mediante oficio 
 

Solicito librar oficio a Artesanías de Colombia S.A. para que certifique cuál era la 
experiencia del abogado Felipe Iriarte Polanco como apoderado tratándose del 
trámite de recursos extraordinarios de casación, especificando el número de procesos 
en los cuales haya actuado hasta el 23 de julio de 2009.  

 
El objeto de esta prueba es demostrar que la falta de experiencia e idoneidad del 
abogado que actuó en casación, fue una causa determinante para que la Sala de 
Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia condenara a Artesanías de 
Colombia S.A. en el proceso laboral iniciado por demanda del señor Jairo Peña 
Robles. 
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8. NOTIFICACIONES 

 
Recibiremos notificaciones por estado y en el correo electrónico 
mauricio@aceromontoya.com 
 
 
Del señor Juez, con toda atención. 
 

 
MAURICIO ACERO MONTOYA  
C.C. 80.234.395  de Bogotá D.C. 
T.P. 148.768  del C. S. de la J.   

mailto:mauricio@aceromontoya.com
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SL 447-2013 

Radicación No. 41089 

Acta No. 20 

 

 

Bogotá, D.C., diez (10) de julio de dos mil trece (2013). 

 

 

Decide la Corte el recurso de casación interpuesto por 

JAIRO PEÑA ROBLES, en contra de la sentencia de segunda 

instancia proferida por el Tribunal Superior de Bogotá, Sala 

Laboral, el 27 de febrero de 2009, dentro del proceso 

ordinario laboral que inició  en contra de ARTESANÍAS DE 

COLOMBIA. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

En lo que concierne al recurso extraordinario, el 

demandante inició proceso ordinario contra la demandada 
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para que se declare que entre las partes existió un contrato 

de trabajo vigente entre el 10 de octubre de 1988 y terminado 

el 21 de noviembre de 1997, que la terminación del vínculo 

fue ilegal, que los salarios devengados por el actor desde julio 

de 1995 y hasta la finalización de la relación laboral no 

fueron los que le correspondían por su cargo y labores, y se 

ordene el pago del reajuste al salario que legal y justamente 

tenía derecho; que, consecuencialmente, se ordene la 

reliquidación de las prestaciones e indemnización y demás 

derechos laborales; que se condene al pago de la 

indemnización moratoria y la indexación. 

 

Afirmó que estuvo vinculado por contrato escrito de 

trabajo a término indefinido y en calidad de trabajador oficial;  

que prestó sus servicios personales subordinados desde el 10 

de octubre de 1988 hasta el 21 de noviembre de 1997 a la 

entidad demandada, es decir por espacio de 9 años, 1 mes y 

12 días; que desempeñó el cargo de profesional especializado 

de jurídica, de la gerencia general; que, en la planta global de 

la entidad, se tenía, entre otros, los siguientes cargos, de 

donde deduce que solamente existían dos clases de 

profesionales especializados con código 3010, unos grado 18 

y otros grado 16, así: 

 

No. de cargos Denominación Código Grado 

5 cinco Profesional Especializado 3010 18 

4 cuatro Profesional Especializado 3010 16 
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Agregó que los cinco cargos de grado 18, estaban 

ubicados entre la gerencia general y la unidad de 

coordinación de control interno, y dependían del gerente 

general o del jefe de unidad de la coordinación del Control 

Interno, respectivamente, pero que todos tenían las mismas 

condiciones de importancia, similares funciones, 

conocimientos y habilidades; todo ello sumado a la 

antigüedad que él tenía. Sin embargo, agrega, desde julio de 

1995, el tratamiento salarial fue diferente, pues desde dicha 

fecha se unificó para Planeación, Cooperación Internacional y 

Asistencial de Gerencia, pero se discriminó el servicio del 

profesional, abogado, de la oficina jurídica de la gerencia, 

según el siguiente cuadro: 

 

 

  AÑOS  

CARGOS 1995 1996 1997 

Asistente 

especializado 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Cooperación 

Internacional 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Oficina Jurídica $640.000 $745.600 $915.000 

Planeación $780.000 $908.700 $1.115.000 

 

 

Sostuvo que el Acuerdo No.06 de mayo 5 de 1995, de la 

Junta Directiva, distinguía entre los profesionales 

especializados, con código 3010, los grados 18,16 y 14, y 

entre los simplemente profesionales, los grados 12, 10, 08, 06 

y 04, según la siguiente tabla de asignaciones: 
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Niveles Profesionales Código Grado Asignación 

P.E. 3010 18 $828.124 

P.E. 3010 16 $780.000 

P.E. 3010 14 $728.000 

P. 3020 12 $640.000 

P. 3020 10 $580.000 

P. 3020 08 $510.000 

P. 3020 06 $465.000 

P. 3020 04 $420.000 

 

Según el actor, no obstante que, conforme a certificación 

laboral y a la planta de personal ya mencionada, él era 

“profesional especializado”, la entidad le pagó la asignación de 

profesional sin especialidad, grado 12, contrario a los 

funcionarios de su mismo rango a quienes sí les pagaron 

como profesionales especializados, código 3010, grado 16. Y 

que con este salario le fueron liquidadas todas sus 

prestaciones, las legales y las extralegales, hasta la 

terminación ilegal del contrato, inclusive la indemnización 

por despido, motivo por el cual reclama la reliquidación de 

todos estos conceptos. 

 

Agregó que, en la entidad, existía, para el tiempo de la 

relación laboral, una convención colectiva de trabajo, de la 

cual estuvo cobijado por sus beneficios. Que para los 

trabajadores oficiales el año es de 365 días, por tanto laboró 

un total de 3.327 días, sobre los cuales deben practicarse las 

liquidaciones de los derechos laborales.  

   

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA: 
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La demandada se opuso a las pretensiones. Aclaró que 

el actor inició labores el 10 de enero de 1989 y que se 

desempeñó en diferentes cargos. Que la Resolución 157 de 4 

de septiembre de 1995 fue derogada en lo relacionado con la 

nomenclatura y clasificación de cargos, por la Resolución 

No.048 de 1997. Negó los fundamentos de la discriminación 

salarial alegada por el actor. Admitió la existencia de la 

convención colectiva en la entidad y que le era aplicable al 

demandante.  

 

Aclaró que el contrato no fue modificado en el sentido de 

establecerle, como nuevo cargo, el de profesional 

especializado; que el 14 de mayo de 1996, la entidad le 

comunicó al actor funciones inherentes de profesional 

especializado de jurídica, pero que estas no eran 

sustancialmente diferentes de las que él venía desempeñando  

y que no se hizo la clasificación conforme a las previsiones de 

la R. 157 de 4 de septiembre de 1995, porque esta había sido 

modificada, como ya lo había dicho. 

 

Negó el despido injusto;  según su versión, el contrato 

terminó dentro de un programa de retiro compensado, 

organizado por la empresa; que el actor había aceptado la 

invitación de desvinculación, pero a cambio de la 

indemnización convencional, en razón a que el programa no 

incluía el monto equivalente a esta, indemnización que le fue 

pagada oportunamente. Sobre lo demás, dijo que se trataban 

de apreciaciones subjetivas del demandante. 
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Propuso las excepciones de carencia de título y causa; 

pago de lo realmente debido; la transacción; “la exceptio doli”; y 

la prescripción.   

 

El a quo negó las pretensiones de la demanda. 

 

 

II. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 

 

El tribunal confirmó la decisión del a quo.    

 

El ad quem comenzó por precisar que las 

documentales de folios 128 a 166, probaron que la relación 

laboral estuvo vigente desde el 10 de enero de 1989 hasta el 

21 de noviembre de 1997. Que, igualmente, estaba probado 

que él régimen laboral del actor era el los trabajadores 

oficiales, toda vez que la empresa demandada era una 

sociedad de economía mixta del nivel nacional, en donde, 

por regla general, laboran trabajadores oficiales, salvo los 

que eran de dirección, confianza y manejo. 

 

Tras lo anterior, estimó que el tema central de la 

controversia era establecer si el demandante tenía derecho 

a la nivelación salarial desde julio de 1995, pues, según su 

petición, desde esta época, él venía siendo tratado, 

salarialmente, de manera diferente respecto a otras 

divisiones de la planta global de trabajadores de la entidad. 

 



 Radicación. No 41089 

 

7 

 

 Refirió que el actor había afirmado, en la demanda, 

que ocupó el cargo de “profesional especializado” de jurídica de 

la gerencia general y que este cargo estaba establecido en la 

planta global de la entidad; pero que el actor también había 

sostenido que, desde julio de 1995, los cargos de asistente 

de gerencia, cooperación internacional, oficina jurídica y 

planeación se habían unificado, bajo la jefatura del gerente 

general, y con iguales rango, habilidades, conocimiento, 

responsabilidades, grados de especialización, productividad 

en la gestión, etc., fl.55; que, igualmente, este había dicho 

que existían diferentes niveles profesionales y grados, unos 

para profesional especializado y otros para profesional, y 

que, no obstante su largo tiempo de experiencia y 

conocimientos académicos y especializados, su 

remuneración fue siempre la de profesional sin 

especialización; que, por lo anterior, el extrabajador adujo 

que su trato salarial fue desigualitario y, por ello, había 

pedido el reajuste salarial desde 1995, junto con la 

reliquidación de los demás derechos correspondientes. 

 

 Acto seguido, le dio la razón al a quo en cuanto 

consideró que los cargos y salarios de la planta de los 

trabajadores oficiales de la entidad eran señalados con base 

en la apropiación presupuestal de acuerdo con el artículo 

72 del DL. 1042 de 1978.  Que, en desarrollo de lo anterior, 

la planta de cargos de la demandada estaba dentro del 

marco establecido en la R. No. 157 del 4 de septiembre de 

1995 y el Acuerdo 06 de mayo de 1995, de folios 23, 29, 44 

y 47.   
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 A lo anterior, el ad quem agregó que lo atrás dicho no 

obstaba para que el juez laboral, con apoyo de los principios 

de la primacía de la realidad sobre las formalidades 

establecidas y de a trabajo igual salario igual, pudiese 

esclarecer si, en la realidad,  el demandante había realizado 

trabajo igual al de otros trabajadores y había devengado 

salario diferente a ellos, eso sí, precisó, entendiendo que, 

para la configuración de trabajo igual, debían existir varios 

elementos que más adelante se especificarían. 

 

  Para reforzar sus consideraciones, trascribió pasajes 

de las sentencias 10677 de 1998 y de otra con fecha 

octubre 10 de 1980, sin número de radicación, de esta 

Corte; al igual que la proferida por la Corte Constitucional, 

también sin indicar radicado, todas referentes al principio 

de igualdad salarial. 

 

 Así mismo señaló que era importante tener en cuenta 

lo dicho por la Corte Constitucional, desde el punto de vista 

de la carga de la prueba, según la cual le corresponde al 

actor demostrar el término de comparación que permita 

deducir la desigualdad, y al patrono, la prueba de que el 

trato diferente era justificado, tal y como lo consideraba 

esta Corte en la sentencia que también había trascrito. 

 

 Luego, descendió al caso concreto y estimó que no 

resultaban claros cúales eran los términos de comparación 

que alegaba el actor como fundamento de la supuesta 

discriminación, “…pues lo cierto es que no es lo mismo comparar a 

dos personas en el mismo cargo, que realizan la misma cantidad y 
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calidad de trabajo con diferente salario, que comparar dos cargos con 

diferente remuneración así ambos se encuentren en la misma jerarquía, 

pues tal como lo plantea el apelante se trata de comparación de dos 

cargos en abstracto que en nada puede hacer deducir un trato desigual 

o discriminatorio en contra del actor”. 

 

 El juez colegiado observó que tampoco se estableció a 

lo largo de todo el expediente, en concreto y no en 

abstracto, que efectivamente las funciones desempeñadas 

por el trabajador en comparación con otro y desempeñando 

con eficiencia y eficacia las mismas tareas, haya sido 

remunerado de manera inferior a otro trabajador.  Que de 

las pruebas presentadas solo aparecía lo referente a salarios 

y hoja de vida del actor, pero no le quedaba claro un 

término o punto de cotejo que permitera encontrar válido el 

hecho de que el demandante alegara el principio de 

igualdad. 

 

 Finalmente, aclaró que el principio invocado por el 

actor permitía la diferencia de salarios para trabajadores 

dependientes de una misma empresa cuando la diferencia 

tenía fundamento en razones de capacidad profesional o 

técnica, de antigüedad, de experiencia en la labor, de cargas 

familiares o de rendimiento en la obra. Y con relación a las 

demás pretensiones, dijo estar de acuerdo con el a quo, en 

que eran improcedentes por estar edificadas sobre la 

prosperidad del principio de trabajo de igualdad. 

 

        

III. DEMANDA DE CASACIÓN: 
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 La parte demandante inconforme con la decisión del 

tribunal, interpone recurso de casación contra la sentencia 

de segunda instancia.  

 

 

ALCANCE DE LA IMPUGNACIÓN 
 
 

Se solicita a esta Sala “casar  la sentencia de segunda 

instancia en cuanto confirmó la sentencia de primera instancia en la 

cual se absolvió a la demandada en relación con todas y cada una de 

las pretensiones de la demanda consistentes en declarar la existencia, 

entre el demandante y la entidad demandada, de un contrato de 

trabajo, iniciado el 10 de octubre de 1.988 y terminado el 21 de 

noviembre de 1997, el cual terminó la empleadora en forma unilateral, 

ilegal e injusta, el día 21 de noviembre de 1.997, cuando el trabajador 

demandante contaba con 9 años, 1 mes y 12 días de servicios 

continuos a ella prestados; declarar que los salarios recibidos por el 

demandante, desde julio de 1995 y hasta la finalización de la relación 

laboral, no fueron los propios de su cargo y labores, ordenando su 

reajuste al correspondiente salario y el pago de la diferencia; 

ordenando, en consecuencia, la reliquidación de las indemnizaciones y 

prestaciones, como son las primas legales y extralegales, las 

bonificaciones, quinquenios, las vacaciones tanto el descanso 

remunerado como la prima respectiva, las primas técnicas y de 

navidad, el fomento al ahorro, las cesantías y sus intereses teniendo en 

cuenta, todos los factores legales y convencionales del salario, 

ordenando el pago del excedente en relación con las sumas ya pagadas 

por tales conceptos; condenando a la demandada, al pago de la 

indemnización moratoria, por el no pago oportuno y completo de 

prestaciones y salarios, sumas estas, con el ajuste por devaluación 

monetaria desde el día de su exigibilidad y hasta el día en que se 

verifique el pago. Y en sede de instancia se revoque la decisión del a 

quo y se condene por dichas pretensiones indexadas.” 
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 Para tal efecto, presentó dos cargos, los cuales fueron 

objeto de réplica y se estudiarán conjuntamente en razón a 

que persiguen la misma finalidad.   

 
 
 

PRIMER CARGO: 
 

 

Acusa la sentencia “por vía directa por aplicación indebida de 

la Ley, pues encontró acertada la apreciación del Juzgado, en cuanto 

consideró que los cargos y salarios de la planta de los trabajadores 

oficiales de la empresa demandada se señalan con base en la 

apropiación presupuestal de acuerdo con el artículo 72 del Decreto Ley 

1042 de 1978”. 

 
 
Demostración del Cargo: 

 
 

“El ad quem aplicó, para el caso concreto, el citado artículo 
72 del Decreto 1042 de 1978. (Junio 7), el cual, valga aclarar, fue 
modificado por el Decreto Nacional 1680 de 1991, siendo 
totalmente inaplicable por cuanto allí se establece es: 

 
‘el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos 

de los ministerios, departamentos administrativos, 
superintendencias, establecimientos públicos y unidades 
administrativas especiales del orden nacional, se fijan las 
escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se 
dictan otras disposiciones.’ 

 
O sea, la aplicabilidad del citado Decreto, en primer lugar, 

se circunscribe a los empleos o empleados, vinculados a la 
administración pública mediante una relación legal o 
reglamentaria; y no a los trabajadores oficiales unidos con la 
administración mediante una relación contractual; y, por otra 
parte es aplicable a las Entidades allí determinadas, dentro de 
las cuales no se encuentran las Sociedades de Economía Mixta, 
como lo es la demandada. 
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Lo anterior es aun mas claro y categórico ante la 
determinación del alcance de la aplicación del mencionado 
Decreto, estatuido en su artículo 12, donde se lee: 

 
‘Del campo de aplicación. El sistema de nomenclatura, 

clasificación y remuneración de cargos que se establece en el 
presente Decreto regirá para los empleados públicos que 
desempeñen las distintas categorías de empleos de los 
ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, 
establecimientos públicos y unidades administrativas especiales 
del orden nacional, con las excepciones que se establecen más 
adelante.’ 

 
Luego, si se acepta, como se hace en la sentencia 

impugnada haber sido el demandante, trabajador oficial de la 
Entidad demandada, mal se le puede aplicar la norma aplicable 
a los empleados públicos, máxime cuando se trata de su 
aplicación en Entidades Públicas diferentes a su empleadora,(sic) 

 
Y mal se puede afirmar en torno a los cargos y salarios de la 

planta de los trabajadores oficiales de la empresa demandada 
ser señalados con base en la apropiación presupuestal de 
acuerdo con el artículo 72 del Decreto Ley 1042 de 1978, cuando 
dicha norma para nada trata de dicha situación, veamos el texto 
respectivo: 

 
‘Artículo 72-°.- De los viáticos en organismos con régimen 

especial de remuneración. Las disposiciones sobre viáticos y 
gastos de transporte establecidos en el presente Decreto se 
aplicarán a los empleados públicos de las entidades sujetas a 
regímenes especiales de clasificación y remuneración de cargos, 
salvo disposición legal en contrario.’ 

 
Al rompe se puede apreciar, como los cargos y salarios de la 

planta de los trabajadores oficiales de la empresa demandada, 
nada tienen en común con viáticos y gastos de transporte. 

 
Con la anterior indebida aplicación de la norma en cita, se 

incurrió por el Tribunal en la aplicación indebida de la Ley como 
error de subsunción del hecho en la norma, con lo cual la 
segunda instancia quiso justificar la expedición de normas 
internas proferidas por la demandada y de las cuales dedujo no 
prosperar la pretensión del demandante, en cuanto a la 
nivelación de su salario con el devengado por otros profesionales 
de igual código y grado, lo cual es el punto central de este 
conflicto.” 

 
 

 

SEGUNDO CARGO: 
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La acusación fue presentada en los siguientes 

términos: 

 

“por vía indirecta por errónea apreciación de la prueba 
obrante en el expediente, lo cual lo llevó a considerar no existir 
en el mismo los elementos de juicio demostrativos del término de 
comparación que permita deducir la desigualdad o trato diferente 
en cuanto a los salarios, pagados al actor y los reconocidos a sus 
compañeros del mismo código y grado, lo cual lo llevó a 
desestimar las pretensiones de reajuste salarial del demandante 
a lo devengado por sus pares en la planta de personal y a la 
negativa en cuanto a la reliquidación de sus derechos laborales 
nacida del mismo reajuste salarial. 

 
El ad quem, entonces, dio por no demostrado lo 

palmariamente existente en el proceso y mediante ese 
desconocimiento fáctico consideró no haber lugar al principio de 
igualdad salarial, el cual presenta rango constitucional y no 
simplemente legal, puesto que la igualdad de oportunidades 
para los trabajadores es un derecho fundamental sustentado en 
los artículos 1°, 13, 25 y 53 de la Constitución Política”. 

 
 
 
Demostración del cargo: 

 
 

“El debate central en este proceso, como se afirma en la 
sentencia impugnada, estriba en establecer si el demandante 
tiene derecho al reajuste y pago de salarios desde julio de 1995, 
pues dice el Tribunal, alegar (sic) el actor haber sido su 
remuneración, como profesional especializado de la Gerencia, 
inferior a los cargos de igual jerarquía; y afirmando, la segunda 
instancia, acoger criterios expuestos por la jurisprudencia, no le 
resulta claro cuales son los términos de comparación alegados 
como fundamento de la supuesta discriminación, no siendo lo 
mismo comparar a dos personas en el mismo cargo, que realizan 
la misma cantidad y calidad de trabajo con diferente salario, que 
comparar dos cargos con diferente remuneración así ambos se 
encuentren en la misma jerarquía, pues entonces se trata de la 
comparación de dos cargos en abstracto que en nada puede 
hacer deducir un trato desigual o discriminatorio en contra del 
actor; ni encontró establecido a lo largo de todo el expediente, en 
concreto y no en abstracto, que efectivamente las funciones 
desempeñadas por el trabajador en comparación con otro y 
desempeñando con eficiencia y eficacia las mismas tareas, haya 
sido remunerado de manera inferior a otro trabajador; al 
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observar las pruebas presentadas sólo aparecen las referentes a 
los salarios, hoja de vida del actor, pero sin quedar claro un 
término o punto de cotejo que permita encontrar válido el hecho 
de que el demandante alegue el principio de a trabajo igual, 
salario igual. 

 
Ahora bien, dice el ad quem ser el régimen regulatorio de la 

relación laboral en estudio, el propio de los trabajadores 
oficiales, pues la empresa demandada es una sociedad de 
economía mixta del nivel nacional, donde sus servidores por 

regla general, son trabajadores oficiales, salvo quienes ocupan 
cargos de dirección, confianza o manejo; estando la planta global 
de cargos de la mencionada Sociedad en el marco establecido 
por la resolución N° 157 del 04 de septiembre de 1995, y el 
Acuerdo 06 de mayo de 1995, (folios 23, 29. 44, 47), 
estableciéndose además las funciones, requisitos y 
responsabilidades de cada cargo. 

 
Y argumenta el Tribunal sobre los principios de ‘primacía de 

la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos 
de las relaciones laborales’ y de ‘a trabajo igual salario igual’, el 
deber de establecer si efectivamente en la realidad el 
demandante realizó trabajo igual al de otros trabajadores y 
devengó salario diferente a ellos. 

 
 
MIS CONSIDERACIONES SOBRE EL PARTICULAR 
 
Como en la sentencia impugnada se afirma por el Tribunal 

no haber encontrado establecido a lo largo de todo el expediente, 
en concreto y no en abstracto, que efectivamente las funciones 
desempeñadas por el trabajador en comparación con otro y 
desempeñando con eficiencia y eficacia las mismas tareas, haya 
sido remunerado de manera inferior a otro trabajador; pues al 
observar las pruebas presentadas sólo aparecen las referentes a 
los salarios, hoja de vida del actor, pero sin quedar claro un 
término o punto de cotejo que permita encontrar válido el hecho 
de que el demandante alegue el principio de a trabajo igual, 
salario igual, de ello debemos concluir el haber examinado el 
Juzgador de Instancia, la totalidad de las pruebas obrantes en 
autos, pero haber incurrido en la apreciación de las mismas 
probanzas, en manifiesto error de hecho, al dar como no 
probados, estándolo, los supuestos fácticos del principio ‘a 
trabajo igual salario igual’, veamos: 

 
1°. La resolución N° 157 del 04 de septiembre de 1995, 

aparece a folio 44 y 45 y por ella se establece el Manual de 
Funciones Específicas y Requisitos para los Trabajadores 
Oficiales de Artesanías de Colombia S. A. y en sus artículos 12 y 
22 se dice: 
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‘PRIMERO: Establécese el Manual de Funciones Específicas 
y Requisitos para los Trabajadores Oficiales de Artesanías de 
Colombia S. A. 

 
SEGUNDO: La Gerente General de Artesanías de Colombia 

S. A., adoptará las modificaciones o adiciones necesarias para 
mantener actualizado el manual que se establece con la presente 
norma’. 

 
Como se ve, de la anterior Resolución no se deducen ni las 

funciones ni los requisitos de los Trabajadores Oficiales el 
Servicio de la Entidad. 

 

Dicha Resolución fue derogada por la Resolución 084 de 28 
de abril de 1997, 7 meses antes de la desvinculación del actor. 

 
2°. El Acuerdo 06 de 5 de mayo de 1995, (folios 47 a 49)  
 
El Acuerdo N° 06 de 5 de mayo de 1995, de Junta Directiva, 

distingue entre los profesionales especializados código 3010, los 
grados 18, 16 y 14. Y entre los simplemente profesionales, 
código 3020, los grados 12, 10, 08, 06 y 04; con la siguiente 
tabla de asignaciones: 
 

 
Niveles 

Profesionales 

Código Grado Asignación 

Profesional 
Especializado 

3010 18 $828.124 

Profesional 
Especializado 

3010 16 $780.000 

Profesional 
Especializado 

3010 14 $728.000 

Profesional 3020 12 $640.000 

Profesional 3020 10 $580.000 

Profesional 3020 08 $510.000 

Profesional 3020 06 $465.000 

Profesional 3020 04 $420.000 

 

 

Como se puede apreciar, son tres profesionales 

especializados y cinco profesionales sin especialización, con sus 

códigos, grados y remuneraciones. 

 
3°.  El Acuerdo 09 de 31 de agosto de 1995, (folios 333 y 

334) 

 

El Acuerdo N° 09 de 31 de agosto de 1995, de Junta 

Directiva, modificatorio del anterior 06, manteniendo las 

asignaciones, distingue entre los profesionales especializados 

código 3010, los grados 18 y 16. Y entre los simplemente 



 Radicación. No 41089 

 

16 

 

profesionales, código 3020, los grados 12, 10, 08, 06 y 04; sin 

determinar sus asignaciones salariales: 

 

 
Niveles profesionales Código Grado 

Cinco profesionales 

especializados 

3010 18 

Cuatro profesionales 

especializados 

3010 16 

Quince profesionales 3020 12 

Tres profesionales 3020 10 

Siete profesionales 3020 08 

Tres profesionales 3020 04 

 
 

Ello confirmado a folio 29, donde aparece la Planta Global 
de Trabajadores Oficiales de Artesanías de Colombia y en 
correspondencia con los 9 cargos de profesionales de la Gerencia 
General, conforme al Acuerdo 08 de 1992 de Junta Directiva. 
(Folio 42). 

 
4. En complemento de lo anterior, a folio 23 del expediente 

aparece certificación del Subgerente Administrativo y financiero 
de ARTESANÍAS DE COLOMBIA S.A., sobre los ‘sueldos’ de los 
Profesionales de Planeación, Cooperación Internacional, 
Asistencia de Gerencia y Oficina Jurídica desde 1995 y hasta 
1997, año de desvinculación del demandante, así: 

 
 

 1995 1996 1997 

Asistencia de 
gerencia 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Cooperación 

internacional 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Oficina jurídica $640.000 $745.600 $915.000 

Planeación $780.000 $908.700 $1.115.000 

Diferencias $140.000 $163.100 $200.000 

 

 
Como se puede apreciar, el Profesional Abogado de Jurídica, 

es el único con salario inferior, en relación con los encargados de 
Asistencia de Gerencia, Cooperación Internacional y Planeación. 

 
5. Sin embargo, a folio 24, la Profesional de Relaciones 

Industriales, certifica el cargo de Profesional Especializado, de 
Jurídica, de la Gerencia General, desempañado por Jairo Peña 
Robles, desde el 10 de octubre de 1988 (sic), hasta el 21 de 
noviembre de 1998, así como sus funciones, siendo la primera 
‘Asesorar al Gerente General en la interpretación de normas de 
contratación y demás asuntos jurídicos que competan a la 
empresa’. Lo anterior corroborado en documento obrante a 195. 

 
Entonces salta a la vista, sin necesidad de reflexión ni 

esfuerzo alguno al respecto, la existencia de plena y contundente 
prueba sobre los siguientes hechos: 
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A. De conformidad con el Acuerdo 06 de 5 de mayo de 1995, 

(folios 47 a 49) a los Profesionales Especializados Código 3010, 
se les otorgaron asignaciones así: Para el Grado 18, $828.124; 
Para el Grado 16, $780.000 y Para el Grado 14, $728.000 y al 
profesional no especializado, Código 3020, Grado 12, se le 
señaló una asignación de $640.000. 

 
B. El Acuerdo 09 de 31 de agosto de 1995, (folios 333 y 

334), no se refirió a las asignaciones, pues solamente elevó a 
Cinco los profesionales Especializados Código 3010, Grado 18, a 
Cuatro los profesionales Especializados Código 3010, Grado 16, 
suprimiendo los profesionales Especializados Código 3010, 
Grado 14 y cifrando en quince los profesionales no 
especializados, Código 3020 grado 12. 

 
C. La certificación obrante a folio 23 da cuenta sobre los 

salarios de los Profesionales de Planeación, Cooperación 
Internacional, Asistencia de Gerencia y Oficina Jurídica desde 
1995 y hasta 1997, donde tres de ellos devengaron en los años 
1995, 1996 y 1997; $780.000, $908.700 y $1’115.000, 
respectivamente, remuneraciones estas correspondientes a los 
Profesionales Especializados Código 3010, Grado 16; mientras al 
Profesional ‘Oficina Jurídica’ le fue asignada una asignación 
inicial de $640.000, correspondiente a un profesional no 
especializado Código 3020, Grado 12. 

 
D. Pero como de la Certificación de folio 24, se desprende 

haberse desempeñado Jairo Peña Robles, en el cargo de 
Profesional Especializado, de Jurídica, de la Gerencia General, 
su asignación inicial en 1995, debía ser la de profesional 
especializado Código 3010, grado 16 y no la reconocida por la 
demandada, correspondiente a un profesional no especializado 
Código 3020, Grado 12. 

 
Lo anterior basta para demostrar el craso error del Tribunal, 

al considerar no existir parámetros objetivos, para determinar la 
discriminación salarial a la cual estuvo sometido el actor y la 
diferencia de su salario en relación con los otros profesionales 
especializados, error craso y contundente pues se omitió toda la 
prueba arriba considerada, proveniente de la misma 
demandada, la cual fijó los cargos y sus asignaciones, certifica 
la calidad de profesional especializado del demandante, pero sin 
razón alguna, lo discrimina mediante una asignación de 
profesional no especializado. 

 
Sin embargo, el error en estudio, se torna aun menos 

excusable ante otras pruebas del proceso, como son: 

 
a. A folios 31 a 41, obran documentos contentivos de 

las funciones de los cargos cuyo Jefe Inmediato lo era el Gerente 
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General y los requisitos consistentes en grado universitario y 
postgrado y dos años de experiencia, en cuanto a las 
habilidades requeridas hacemos el siguiente cuadro de las 
mismas: 

 
 

HABILIDADES GERENCIALES EN RELACIONES 
HUMANAS 

Asistencia de 
gerencia 

Heterogénea Crítica 

Cooperación 

internacional 

Heterogénea Crítica 

Oficina Jurídica Heterogénea Crítica 

Planeación Heterogénea Importante 

 
 

 
Es decir la habilidad Gerencial para todos debía ser 

Heterogénea y la habilidad en relaciones humanas, crítica, a 
excepción del Profesional Especializado de Planeación para cuyo 
cargo solamente era importante y sin embargo, se le asignó igual 
salario del Asistente de Gerencia y de Cooperación Internacional, 
como ya se vio, mayor al salario del encargado de la Oficina 
Jurídica. 

 
Sobre este mismo aspecto a folios 335 a 342, encontramos 

la modificación realizada a lo anterior y donde los requisitos se 
reducen a grado, postgrado y dos años de experiencia, 
suprimiéndose las habilidades. 

 

 
b. En cuanto a la calidad de Profesional Especializado del 

demandante, a folio 217, se encuentra el Diploma de 
Especialista en Derecho Comercial, otorgado por la Universidad 
de Los Andes y en su hoja de vida visible a folios 186 y 
siguientes, así como la realización de varios cursos no formales. 
Y experiencia como litigante, profesor Universitario y Gerente de 
la Cooperativa Multiactiva de los trabajadores de la misma 
Entidad. 

 
Con lo anterior queda fehacientemente demostrado el 

garrafal error de hecho del Tribunal, al tener por no probado el 
trato discriminatorio salarial dado al demandante, cuando en 
realidad se encuentra plenamente comprobado haber recibido 
desde 1995 y hasta 1997, el salario correspondiente a un 
profesional sin especialización Código 3020, Grado 12 y no el 
correspondiente a un profesional especializado Código 3010, 
Grado 16; protuberante e inexcusable error en la apreciación de 
la prueba, el cual devino en la inaplicabilidad de los artículos 1°, 
13, 25 y 53 de la Constitución Política, los cuales sustentan el 
derecho fundamental de igualdad de oportunidades para los 
trabajadores”. 
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LA RÉPLICA: 

 
 
 La parte antagonista del recurso se opone a su 

prosperidad por presentar la demanda errores de técnica. 

Dice que el censor presenta argumentos nuevos no 

expuestos en las instancias y que el Acuerdo 06 de 1995 es 

un acto administrativo que goza de la presunción de 

legalidad. 

 

 

CONSIDERACIONES: 
 
 

Sea lo primero advertir por la Sala que si bien, el ad 

quem, para sustentar legalmente sus consideraciones sobre 

la necesidad de la planta de personal de los trabajadores 

oficiales, como es el caso del demandante, se refirió el 

artículo 72 del D.L.1042 de 1978, lo que, en principio, 

podría configurar una aplicación indebida de la norma, 

como quiera que esta disposición versa sobre el tema de los 

viáticos, como lo alega el recurrente, no hay duda para la 

Sala que, en verdad, en esta parte de su argumento, el juez 

de alzada quiso aludir al artículo 76 del mismo conjunto de 

normas y por error nombró el 72, por cuanto, en efecto, 

aquel artículo en su último inciso dispone: 

 
 

“En ningún caso el número de trabajadores oficiales 
vinculados al servicio de una entidad podrá exceder el total 
de cargos fijados para este tipo de servidores en la 
respectiva planta de personal”1. 

                                      
1 Último inciso del artículo 76 del D.L.1042 de 1987 
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El texto de la norma pretrascrita, concuerda con la 

premisa asentada por el ad quem sobre que, en desarrollo 

de lo anterior, la planta de cargos de trabajadores oficiales 

de la demandada estaba dentro del marco establecido en la 

R. No. 157 del 4 de septiembre de 1995 y el Acuerdo 06 de 

mayo de 1995, de folios 23, 29, 44 y 47, premisa esta que 

no es motivo de desaveniencia por parte del recurrente; por 

el contrario, se apoya en ella con el propósito de sustentar 

los yerros fácticos que, a su juicio, incurrió el ad quem. 

 

En lo que toca con las consideraciones fácticas del ad 

quem, el censor parte del supuesto de que el juez colegiado 

examinó todas las pruebas, pero que se equivocó en su 

lectura, pues, contrario a lo señalado por tales medios, el 

tribunal de apelaciones arribó a la conclusión de que, de las 

pruebas presentadas, solo aparecía lo referente a salarios y 

hoja de vida del actor, pero que no le quedaba claro un 

término o punto de cotejo que permitera encontrar válido el 

hecho de que el demandante alegara el principio de 

igualdad. 

   

Señala el recurrente que el Acuerdo 06 del 5 de mayo 

de 1995 de la junta directiva de la demandada,  folios 47 a 

49, relaciona los cargos de profesional y sus niveles, junto 

con el código y los salarios correspondientes, existentes en 

la empresa. De cuyo examen, efectivamente, encuentra la 

Sala que, en la sociedad demandada,  en el nivel de 

“profesional especializado”, con código 3010, existían los grados 
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14, 16 y 18, con salarios de $728.000, $780.000 y 

$828.124, respectivamente; y en el nivel de “profesional”, con 

código 3020, están los grados 04, 06, 08, 10 y 12, con  

salarios equivalentes a $420.000, 465.000, 510.000, 

580.000, y 640.000, respectivamente. 

 

 

Igualmente, aludió al Acuerdo 09 del 31 de agosto de 

1995 de la junta directiva, de folios 333 y 334; su lectura le 

indica a esta Sala que, en verdad como lo dice el recurrente, 

es modificatorio del anterior, pues eliminó el grado 14 del 

nivel profesional especializado, y el 06 del nivel profesional; 

además, especificó el número de cargos en cada nivel y 

grado; no dijo nada en relación con los salarios asignados a 

cada cargo; y determinó que se eximían de los requisitos 

contemplados en el manual de funciones y requisitos para 

el respectivo código y grado, a aquellos funcionarios que 

venían desempeñando el cargo en propiedad. 

 

Para complementar lo anterior, el censor se remite a la 

certificación de salarios visible a folios 23, donde constan 

los sueldos de los profesionales de planeación, cooperación 

internacional, asistencia de gerencia y oficina jurídica, 

desde 1995 y hasta 1997, año en fue desvinculado el 

demandante. Ciertamente, la mencionada prueba certifica 

los siguientes salarios para los referidos cargos: 

 
 

 1995 1996 1997 

Asistencia de 

gerencia 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Cooperación 

internacional 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Oficina jurídica $640.000 $745.600 $915.000 
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Planeación $780.000 $908.700 $1.115.000 

 
  

También, el impugnante menciona como mal 

apreciada la certificación de folio 24, de fecha 13 de agosto 

de 1998, proveniente de la demandada; efectivamente, esta 

prueba acredita que el actor se desempeñó en la entidad 

demandada, desde el 10 de octubre de 1988 hasta el 21 de 

noviembre de 1998, en el cargo de “profesional especializado”, 

de jurídica, de la gerencia general con las funciones que allí 

se indican.  

 

 De las pruebas hasta aquí analizadas, claramente se 

desprende que el actor se desempeñó como “profesional 

especializado”, sin embargo, de acuerdo con el punto de 

partida de la controversia, el demandante recibió la 

remuneración correspondiente al cargo de “profesional”, 

grado 12.   

 

Así, contrario a los razonamientos del ad quem, las 

pruebas obrantes en el proceso eran suficientes para 

indicar, claramente, los puntos de comparación requeridos 

para acceder a la solicitud de nivelación, en aplicación del 

principio de “a trabajo igual salario igual”, pues, de acuerdo con 

la propia consideración del juez de alzada sobre la carga de 

la prueba, demostrado, por el extrabajador, el trato 

diferente respecto de la escala salarial que venía aplicando 

la empresa a sus trabajadores, le correspondía a la 

demandada justificar porqué le aplicó al actor el salario de 

profesional grado 12, en tanto que, conforme a su propia 

certificación, él actor sí desempeñó el cargo de “profesional 
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especializado”; como no lo hizo, no se requería de más 

consideraciones para acceder a la nivelación salarial 

deprecada. 

 

En consecuencia, el cargo presentado por la vía 

indirecta prospera y se casará parcialmente la sentencia en 

cuanto negó la nivelación salarial con relación al sueldo de 

profesional especializado desempeñado por el actor y las 

correspondientes reliquidaciones solicitadas. 

  

 Se advierte por la Sala que los razonamientos 

relacionados con la errada valoración de las pruebas por 

parte del tribunal, presentados acertadamente por el 

censor, los cuales dan al traste con la sentencia 

impugnada, corresponden a las afirmaciones que fueron 

planteadas desde la demanda, por lo que no acierta el 

replicante cuando le formula reparos de técnica a la 

demanda de casación, puesto que es obvio que no se tratan 

de argumentos nuevos. 

 

 

FALLO DE INSTANCIA 

 

El reajuste salarial pretendido por el actor tiene como 

fundamento la aplicación del Acuerdo 06 del 5 de mayo de 

1995, y es solicitado en razón a que la entidad no le 

reconoció el salario asignado para el cargo de “profesional 

especializado grado 16”, cargo este que, según  el demandante, 

lo desempeñó hasta la terminación del contrato de trabajo. 
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Por su parte, la demandada negó que al actor se le 

hubiese establecido como nuevo cargo el de “profesional 

especializado”, con la comunicación de fecha 14 de mayo de 

1996, mediante la cual la entidad le notificó a aquel las 

funciones inherentes a este cargo de profesional 

especializado (fls.26 y ss). La explicación que dio en la 

contestación fue que estas funciones no eran 

sustancialmente diferentes de las que venía desempeñando 

el actor y que no se hizo la clasificación conforme a las 

previsiones de la Resolución 157 del 4 de septiembre de 

1995, porque esta había sido modificada con la R. 048 de 

1997. Así mismo, sostuvo que le fijó al actor un nivel de 

remuneración diferente al que le correspondía a cargos 

sustancialmente diferentes, como eran los cargos asignados 

a la gerencia general. 

 

 

Delimitada las posiciones enfrentadas de las partes en 

instancia, de acuerdo con lo asentado en sede de casación, 

la discusión del cargo ocupado por el actor quedó superada 

con la prueba proveniente de la propia demandada 

consistente en la certificación laboral de fecha 13 de agosto 

de 1998 (fls.24 y 25), de donde se desprende claramente 

que el actor desempeñó el cargo de “profesional especializado” 

de la gerencia general, durante todo el tiempo de servicio. 

Certificación que concuerda en un todo con la documental 

visible a fls. 26 y ss, de fecha 14 de marzo de 1996, en la 

que la misma entidad le remite al trabajador copia de las 

funciones asignadas al cargo de profesional especializado de 

jurídica de la gerencia, con la aclaración de que tales 



 Radicación. No 41089 

 

25 

 

funciones fueron adoptadas por medio de la Resolución 

No.154 del 4 de septiembre de 1995. 

 

Lo acabado de anotar, deja en evidencia que la 

empresa sí clasificó al actor en el cargo de profesional 

especializado, contrario a lo sostenido por la demandada en 

su defensa. Sin embargo, le reconoció el salario de profesional 

grado 12. 

 

La empresa intentó justificar el no reconocimiento del 

salario del nivel profesional especializado al demandante,  

con el argumento de que le había fijado al actor un nivel de 

remuneración diferente al que le correspondía a cargos 

sustancialmente diferentes, como eran los cargos asignados 

a la gerencia general. Esta explicación no es de recibo para 

la Sala,  porque sí la entidad tenía adoptada  una escala 

salarial mediante la cual había equiparado distintos cargos 

en un mismo nivel y grado salarial, ya no le podían servir de 

excusa las diferencias existentes entre  cargos equivalentes 

para dejar de reconocer el salario fijado para dicho puesto 

de trabajo según el nivel y grado de la citada escala. 

 

El artículo 5º de la Ley 6 de 1945 que desarrolla el 

principio de igualdad salarial para los trabajadores oficiales 

establece: 

 

“La diferencia de salarios para trabajadores dependientes 

de una misma empresa en una misma región económica y 

por trabajos equivalentes, solo podrá fundarse en 

razones de capacidad profesional o técnica, de antigüedad, 

de experiencia en la labor, de cargas familiares o de 
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rendimiento en la obra, y en ningún caso en diferencias de 

nacionalidad, sexo, edad, religión, opinión política o 

actividades sindicales”. Negrillas de esta Sala. 

 

Así mismo, el principio de “a trabajo de igual valor, salario2 

igual” consagrado en el Convenio 100 de la OIT 

(debidamente ratificado por Colombia), también se predica 

de trabajos equivalentes. 

 

De lo anterior se sigue que el principio a la igualdad 

salarial no solo se predica entre cargos iguales, entendiendo 

por estos como aquellos puestos de trabajo con iguales 

funciones o tareas con el mismo nivel de eficiencia; sino 

también entre cargos de igual valor, es decir con 

equivalencia, la cual justamente se puede extraer de una 

escala salarial. Por tanto, para efectos de establecer la 

mencionada igualdad, los extremos de la comparación 

también pueden ser la prueba del cargo desempeñado y el 

salario asignado a dicha posición en la respectiva escala 

salarial. 

 

Precisado lo anterior, en aplicación del Acuerdo de 

Junta Directiva No. 06 del 5 de mayo de 1995, con vigencia 

a partir del 1º de junio de 1995, mediante el cual se fijaron 

los salarios a los cargos según el nivel, código y grado, al 

actor le correspondía recibir la asignación salarial 

                                      
2 El objetivo del Convenio 100 de la OIT es garantizar la igualdad salarial entre 

personas de distinto sexo, sin embargo el principio de salario igual a trabajo de 

igual valor bien puede servir como criterio para garantizar la igualdad salarial en 

general, como un aspecto de la igualdad en el empleo y la ocupación regulada en el 
Convenio 111 de la OIT, también ratificado por Colombia.    
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pertenenciente a la de profesional especializado, el cual sin 

duda fue el cargo desempeñado por él. 

   

La certificación no especifica el grado del cargo 

ocupado por el actor; pero esto no es óbice para ordenar la 

nivelación, puesto que, en arreglo al Acuerdo de Junta 

Directiva No. 09 del 31 de agosto de 1995, el cargo de 

profesional especializado solo pasó a tener dos grados: el 16 

y el 18. El actor reclama el grado 16, en razón a que los 

demás cargos de profesional especializado asignados a la 

gerencia tenían este grado; lo cual se constata con la 

certificación visible a fls. 23 del expediente examinada en 

conjunto con el Acuerdo 06 precitado, donde aparecen los 

respectivos salarios. 

 

La ubicación del cargo del actor en el grado 16 es a 

todas luces razonable, no solo porque es el grado que tenían 

los demás cargos de profesional especializado adscritos a la 

gerencia, sino también porque, conforme a la planta de 

personal de la empresa acreditada, solo hay dos grados 

para dicha ocupación, siendo de mayor salario el 18. 

 

En consecuencia, se ordenará a la empresa reconocer 

el salario del profesional grado 16, desde  el 1º de julio de 

1995, como lo determinó el recurrente en el alcance de la 

impugnación, dado que el mencionado Acuerdo 06 entró en 

vigencia el 1º de junio de 1995 y fue mediante este acuerdo 

que la junta directiva de la entidad demandada fijó los 

nuevos salarios en ese entonces y no sufrieron modificación 

con el Acuerdo 09 del mismo año.   
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Para la liquidación de las diferencias salariales aquí 

ordenadas, sirve traer a cuento el cuadro presentado por la 

parte actora en el recurso de casación, el cual tiene 

sustento en la certificación proveniente de la empresa 

visible a fl.23, así: 

 
 

Cargos/Años 1995 1996 1997 

Asistencia de 

gerencia 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Cooperación 

internacional 

$780.000 $908.700 $1.115.000 

Oficina jurídica $640.000 $745.600 $915.000 

Planeación $780.000 $908.700 $1.115.000 

Diferencias $140.000 $163.100 $200.000 

 
 

Conforme a la citada información, el actor debió tener 

como salario, para el año 1995, la suma de $780.000; para 

1996, $908.700; y para 1997, $1.115.000; por tanto las 

diferencias salariales desde 1º de julio de 1995 hasta el 21 

de noviembre de 1997, resultan así: 

DIFERENCIA

DESDE HASTA SALARIAL

01/07/1995 31/07/1995 140.000,00$         

01/08/1995 31/08/1995 140.000,00$         

01/09/1995 30/09/1995 140.000,00$         

01/10/1995 31/10/1995 140.000,00$         

01/11/1995 30/11/1995 140.000,00$         

01/12/1995 31/12/1995 140.000,00$         

01/01/1996 31/01/1996 163.100,00$         

01/02/1996 29/02/1996 163.100,00$         

01/03/1996 31/03/1996 163.100,00$         

01/04/1996 30/04/1996 163.100,00$         

01/05/1996 31/05/1996 163.100,00$         

01/06/1996 30/06/1996 163.100,00$         

01/07/1996 31/07/1996 163.100,00$         

01/08/1996 31/08/1996 163.100,00$         

01/09/1996 30/09/1996 163.100,00$         

01/10/1996 31/10/1996 163.100,00$         

01/11/1996 30/11/1996 163.100,00$         

01/12/1996 31/12/1996 163.100,00$         

01/01/1997 31/01/1997 200.000,00$         

01/02/1997 28/02/1997 200.000,00$         

01/03/1997 31/03/1997 200.000,00$         

01/04/1997 30/04/1997 200.000,00$         

01/05/1997 31/05/1997 200.000,00$         

01/06/1997 30/06/1997 200.000,00$         

01/07/1997 31/07/1997 200.000,00$         

01/08/1997 31/08/1997 200.000,00$         

01/09/1997 30/09/1997 200.000,00$         

01/10/1997 31/10/1997 200.000,00$         

01/11/1997 21/11/1997 140.000,00$         

TOTAL 4.937.200,00$   

FECHAS

 

DIFERENCIA

DESDE HASTA SALARIAL

01/07/1995 31/07/1995 140.000,00$         

01/08/1995 31/08/1995 140.000,00$         

01/09/1995 30/09/1995 140.000,00$         

01/10/1995 31/10/1995 140.000,00$         

01/11/1995 30/11/1995 140.000,00$         

01/12/1995 31/12/1995 140.000,00$         

01/01/1996 31/01/1996 163.100,00$         

01/02/1996 29/02/1996 163.100,00$         

01/03/1996 31/03/1996 163.100,00$         

01/04/1996 30/04/1996 163.100,00$         

01/05/1996 31/05/1996 163.100,00$         

01/06/1996 30/06/1996 163.100,00$         

01/07/1996 31/07/1996 163.100,00$         

01/08/1996 31/08/1996 163.100,00$         

01/09/1996 30/09/1996 163.100,00$         

01/10/1996 31/10/1996 163.100,00$         

01/11/1996 30/11/1996 163.100,00$         

01/12/1996 31/12/1996 163.100,00$         

01/01/1997 31/01/1997 200.000,00$         

01/02/1997 28/02/1997 200.000,00$         

01/03/1997 31/03/1997 200.000,00$         

01/04/1997 30/04/1997 200.000,00$         

01/05/1997 31/05/1997 200.000,00$         

01/06/1997 30/06/1997 200.000,00$         

01/07/1997 31/07/1997 200.000,00$         

01/08/1997 31/08/1997 200.000,00$         

01/09/1997 30/09/1997 200.000,00$         

01/10/1997 31/10/1997 200.000,00$         

01/11/1997 21/11/1997 140.000,00$         

TOTAL 4.937.200,00$   

FECHAS
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DIFERENCIA

DESDE HASTA SALARIAL

01/07/1995 31/07/1995 140.000,00$         

01/08/1995 31/08/1995 140.000,00$         

01/09/1995 30/09/1995 140.000,00$         

01/10/1995 31/10/1995 140.000,00$         

01/11/1995 30/11/1995 140.000,00$         

01/12/1995 31/12/1995 140.000,00$         

01/01/1996 31/01/1996 163.100,00$         

01/02/1996 29/02/1996 163.100,00$         

01/03/1996 31/03/1996 163.100,00$         

01/04/1996 30/04/1996 163.100,00$         

01/05/1996 31/05/1996 163.100,00$         

01/06/1996 30/06/1996 163.100,00$         

01/07/1996 31/07/1996 163.100,00$         

01/08/1996 31/08/1996 163.100,00$         

01/09/1996 30/09/1996 163.100,00$         

01/10/1996 31/10/1996 163.100,00$         

01/11/1996 30/11/1996 163.100,00$         

01/12/1996 31/12/1996 163.100,00$         

01/01/1997 31/01/1997 200.000,00$         

01/02/1997 28/02/1997 200.000,00$         

01/03/1997 31/03/1997 200.000,00$         

01/04/1997 30/04/1997 200.000,00$         

01/05/1997 31/05/1997 200.000,00$         

01/06/1997 30/06/1997 200.000,00$         

01/07/1997 31/07/1997 200.000,00$         

01/08/1997 31/08/1997 200.000,00$         

01/09/1997 30/09/1997 200.000,00$         

01/10/1997 31/10/1997 200.000,00$         

01/11/1997 21/11/1997 140.000,00$         

TOTAL 4.937.200,00$   

FECHAS

 

 

En consecuencia, se proferirá condena por 

$4.937.200 por concepto de diferencias salariales 

adeudadas por la empresa. 

  

El actor solicita que, a consecuencia de la anterior 

condena, se ordene la reliquidación de las prestaciones, 

indemnizaciones y demás derechos nacidos del contrato de 

trabajo, teniendo en cuenta todos los factores legales y 

convencionales del salario, y reitera que se haga sobre las 

primas legales y extralegales, las bonificaciones, 

quinquenios, las vacaciones tanto el descanso remunerado 

como la prima respectiva, las primas técnica y de navidad, 

el fomento del ahorro, las cesantías y sus intereses, así 

como cualquier otro derecho que legal o convencionalmente 

le correspondiere al trabajador.  

  

Sin embargo, el actor no especificó los pagos que la 

empresa le haya realizado por estos conceptos,  ni los 

requisitos de cada concepto y las fechas de su causación, 

desde julio de 1995 a la terminación del contrato de trabajo, 
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para efectos de hacer la reliquidación correspondiente, sin 

que le sea dable al juzgador de segunda instancia hacer 

suposiciones en desmedro del debido proceso y el derecho 

de contradicción de las partes. Tan solo de la liquidación de 

prestaciones visible a fls. 128 del expediente, se desprenden 

claramente los términos de la liquidación por concepto de 

cesantías y la indemnización por despido. En consecuencia, 

solo se ordenará la reliquidación por estos conceptos. 

 

Por reliquidación de cesantías a la terminación del 

contrato ocurrida el 21 de noviembre de 1997, por 321 

días del año 1997 que le tuvo en cuenta la empresa, le 

corresponde la suma de $178.334.  

 

La empresa, igualmente, le liquidó 390 días por 

indemnización a la terminación del contrato, en 

consecuencia por la diferencia salarial de $200.000, le 

corresponde la suma de $2.600.000. 

 

El actor reclama la indemnización moratoria por el no 

pago completo de la indemnización y de las prestaciones 

como las cesantías, con base en el artículo 52 del D.2127 

de 1945, modificado por el artículo 1º del D.797 de 1945.   

 

Al igual que frente al caso de incumplimiento en el 

pago de salarios y prestaciones sociales  de los trabajadores 

particulares, la jurisprudencia laboral tiene asentado que 

esta indemnización no procede de forma automática, en 

razón a su carácter sancionatorio. Para la procedencia de 

esta condena, el juzgador debe examinar si el 
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incumplimiento del empleador estuvo motivado por su 

convencimiento pleno de que nada le adeudaba al 

trabajador por concepto de salarios, prestaciones e 

indemnización3. Lo cual no se presenta en el caso del 

sublite, como quiera que las razones que expuso la empresa 

para justificar el no pago del salario correspondiente al de 

profesional especializado, no estuvieron acordes con su 

proceder respecto de los demás trabajadores, a quienes sí 

les venía aplicando los salarios del Acuerdo 06 de 1995, la 

prueba está en el certificado de salarios allegado al fl. 23. Y 

mal podía alegar que no le eran aplicales al actor los 

salarios de cargos diferentes al desempeñado por él, si, por 

tratarse de una planta de cargos con salario definido, 

bastaba con que el actor desempeñara un cargo 

determinado, para que le correspondiera el salario asignado 

para tal ocupación, según el escalafón. Sin embargo, la 

empresa desconoció su propia escala salarial, por lo que su 

proceder, evidentemente, fue caprichoso y arbitrario. En 

consecuencia, se condenará a la demandada a pagar al 

                                      
3 “Tal como lo señala el recurrente, esta Sala de la Corte tiene definido que frente a 

la falta de pago, a la terminación del contrato de trabajo, de los derechos laborales 

que la generan, esto es, en el sector particular la remuneración salarial y las 
prestaciones sociales, y en el oficial, además de tales acreencias, las 

indemnizaciones debidas al trabajador, en principio se excluye la buena fe del 

empleador por no cancelarlas. En consecuencia, para exonerarse de esa sanción 

moratoria debe este demostrar que su actitud estuvo revestida de buena fe. 

 
Pues bien, según lo anotado si el empleador quería exonerarse de la condena por 

indemnización moratoria  debía aportar los medios que llevaran  a la convicción 

referente a que la omisión en la que pudo incurrir en el pago de los mencionados 

derechos, tuvo origen en razones atendibles y correspondería al sentenciador 

evaluar los motivos derivados de tales pruebas para así determinar si lo exonera de 

la indemnización. Como así lo definió el ad quem, no dio un entendimiento 
equivocado a los preceptos legales que denuncia la acusación, pues estimó que la 

carga de la prueba en esta materia recaía en la entidad demandada y por ello 

analizó las pruebas que lo condujeron a la decisión referenciada. Es más, de no 

haber procedido en la forma señalada, el sentenciador hubiera incurrido en una 

inaceptable aplicación automática de la norma que prevé la sanción por mora”. 
Sentencia 14068 de 2000. 
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actor la suma diaria equivalente a $50.932, por cada día 

de mora, desde el 6 de abril de 19984 y hasta el día en 

que se verifique el pago total de las condenas que aquí se 

imponene por concepto de cesantías e indemnización por 

despido. 

  

 Como prosperó la condena por indemnización 

moratoria a causa de los saldos a deber por la demandada 

por concepto de salarios, cesantía e indemnización por 

despido, no se ordena la indexación de estas sumas. 

 

Advierte la Sala que no operó la prescripción de las 

condenas aquí impuestas, en vista de que el actor presentó 

reclamación por la nivelación salarial el 31 de diciembre de 

1996, fls. 16 y17, y por la respectiva reliquidación de 

cesantías e indemnización por despido, el 10 de julio de 

1998, fls. 2 al 7; y la demanda fue presentada el 18 de 

marzo de 1999, es decir cuando no se habían cumplido los 

tres años. 

                                      
4 “De otra parte, tiene razón el ataque en tanto cuestiona el cómputo del  término de 

90 días a que alude el art. 1º del Decreto 797 de 1949, plazo con el que cuenta la 

administración para cancelar las acreencias laborales de sus trabajadores, puesto 
que comienza a contabilizarse desde la fecha de la finalización del contrato, cuando 

deben sufragarse los valores debidos por salarios, prestaciones e indemnizaciones y 

no desde la fecha de la reclamación con la cual se surte el agotamiento de la vía 

gubernativa.  Así lo señala expresamente  la aludida disposición legal y no hay lugar 

a armonizarla con la preceptiva del art. 6º del C. P. del T, toda vez que se trata de 

eventos diferentes: aquel término tiene por finalidad ofrecer al ente oficial la 
oportunidad de hacer las apropiaciones y adoptar todas  las medidas tendientes al 

pago respectivo, mientras que la última norma citada, le otorga la posibilidad de 

revisar las reclamaciones de sus servidores, previamente a la iniciación de un 

proceso judicial, para evitar incurrir en errores que le proporcionen cargas 

superiores, pero no tiene incidencia en el cómputo del  citado término, porque se 
reitera que constituye un requisito de procedibilidad de la acción judicial.” Ibídem. 
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Sin costas en el trámite de casación, dado que 

prosperó parcialmente el recurso. En las instancias, costas 

a cargo de la parte demandada que resultó vencida. 

 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  CASA 

PARCIALMENTE el ordinal primero de la sentencia de 

segunda instancia proferida por el Tribunal Superior de 

Bogotá, Sala Laboral, el 27 de febrero de 2009, dentro del 

proceso ordinario laboral que inició JAIRO PEÑA ROBLES en 

contra de ARTESANÍAS DE COLOMBIA, en cuanto negó la 

nivelación salarial al cargo de profesional especializado grado 

16 y la consecuente reliquidación de cesantías a la 

terminación del contrato y de la indemnización por 

terminación unilateral del contrato; como también la 

indemnización moratoria. 

 

 

En sede de instancia, se REVOCA parcialmente el 

ordinal primero de la sentencia del a quo en cuanto negó la 

nivelación salarial y las consecuentes reliquidaciones antes 

mencionadas, para en su lugar CONDENAR a la 

demandada a reconocer al actor: 

 

 

a.) La suma de $4.937.200 por concepto de 

diferencias salariales adeudadas por la 
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empresa al reconocerse el salario de 

profesional especializado grado 16. 

 

 

b.) Por cesantías a la terminación del contrato 

ocurrida el 21 de noviembre de 1997, por 321 

días del año 1997, le corresponde la suma de 

$178.334.  

 

 

c.) La suma diaria equivalente a $50.932, por cada 

día de mora, desde el 6 de abril de 1998 y 

hasta el día en que se verifique el pago total 

de las condenas que aquí se imponene por 

concepto de cesantías e indemnización por 

despido. 

 

 

Igualmente, se revoca el ordinal tercero que condenó 

en costas a la parte demandante, y se confirma en todo lo 

demás. 

 

Costas como se indicó en la parte motiva. 

  

Cópiese, notifíquese, publíquese y devuélvase al 

tribunal de origen.  

 

 

 

 

JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ 
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ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERÓN      RIGOBERTO ECHEVERRI BUENO 
 
 
 
 
 
 
 
LUIS GABRIEL MIRANDA BUELVAS      CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE 
 






























































































































































































































